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Doctora
DAMIANA PATRICIA AMÉZQUITA MÉNDEZ
Alcaldesa Local de Kennedy
La Contraloría de Bogotá, D.C., con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y en el decreto 1421 de 1993, practicó auditoria gubernamental con enfoque integral, modalidad Especial a la política de Hábitat desarrollada por los fondos de Desarrollo Local de la Ciudad, a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que la administración local manejó los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, y la evaluación y análisis de la ejecución de los planes y programas de gestión desarrollados.
Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de este ente de control fiscal, consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la Gestión adelantada por la administración de la entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno del área evaluada.  
El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que, una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoria, deberán ser corregidos por la administración local, lo cual contribuirá al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente a la eficiente y efectiva producción y prestación de servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de auditoria gubernamentales colombianas compatibles con las de general aceptación, así como las políticas y procedimientos de auditoria establecidos por la Contraloría de Bogotá D.C.; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de los fondos de desarrollo Local, el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del sistema de control interno, en relación con la política pública de hábitat.
1. CONCEPTO SOBRE LA GESTIÓN Y RESULTADOS
La evaluación realizada por la Contraloría se centró en el análisis de los programas locales relacionados con la malla vial y los denominados parques de bolsillo o parques locales desarrollados a través del programa hábitat desde los barrios y las UPZ.

De acuerdo con los datos suministrados por el IDU
, a diciembre 31 de 2005 la malla vial total de la Ciudad alcanza los 15,348 kilómetros carril de los cuales el 95% corresponden al Subsistema Vial y el 5% al Subsistema de Transporte. El resultado de la clasificación de las vías que conforman el Subsistema Vial de Bogotá D.C. se muestra a continuación:
Arterial principal y complementaria

  2.714.90 km/carril
Intermedia





  4.070.80 km/carril
Local






  7.719.60 km/carril
Total






14.505.30 km/carril




GRAFICO 1
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Fuente: Base de Datos del Inventario y Diagnóstico de la Malla Vial - IDU - Diciembre de 2005
Elaboró: Dirección Técnica de Planeación – IDU
En relación con el estado que presenta la malla vial de la Ciudad a diciembre 31 de 2005
, se puede observar que de los 14.505.3 kilómetros carril de malla vial total, 7.728.5 kilómetros carril se encuentran clasificados por el IDU como en mal estado, cifra que representa el 53.28% del total. Solo el 28.07% (4.072.30 kilómetros carril)se ha clasificado en buen estado.

CUADRO No 1
ESTADO DE LA MALLA VIAL DE BOGOTA

DIAGNOSTICO GENERAL A DICIEMBRE 31 DE 2005

	COMPONENTE DE LA MALLA 
	BUENO
	 
	REGULAR
	 
	MALO
	 
	TOTAL

	VIAL
	kms-carril
	%
	kms-carril
	%
	kms-carril
	%
	 

	Arterial principal y complementaria
	1.515,70
	55,83%
	697,00
	25,67%
	502,20
	18,50%
	2.714,90

	Intermedia
	418,20
	10,27%
	1.320,20
	32,43%
	2.332,40
	57,30%
	4.070,80

	Local
	2.138,40
	27,70%
	687,30
	8,90%
	4.893,90
	63,40%
	7.719,60

	TOTAL
	4.072,30
	28,07%
	2.704,50
	18,64%
	7.728,50
	53,28%
	14.505,30

	FUENTE: IDU
	
	
	
	
	
	
	


De la malla vial en mal estado, el 33.74% (ponderado) pertenece al componente  local, el 16.08% al componente de vías intermedias y sólo el 3.46% corresponde a Vías principales como se indica en el siguiente cuadro:

CUADRO No 2
ESTADO DE LA MALLA VIAL LOCAL 

MALLA VIAL EN MAL ESTADO – DICIEMBRE 31 / 05

	COMPONENTE DE LA MALLA 

VIAL
	TOTAL

 
	EN MAL 

ESTADO
	%

TOTAL
	%

MALO
	%

POND

	Arterial principal y complementaria
	2.714,90
	502,20
	18,72%
	18,50%
	3,46%

	Intermedia
	4.070,80
	2.332,40
	28,06%
	57,30%
	16,08%

	Local
	7.719,60
	4.893,90
	53,22%
	63,40%
	33,74%

	TOTAL
	14.505,30
	7.728,50
	100,00%
	53,28%
	53,28%

	FUENTE: IDU – Cálculos propios Dirección Desarrollo Local y Participación Ciudadana


De la malla vial local, que representa el 53.21% del total de malla vial de la ciudad con 7.719.6 kilómetros 6carril, el 63.40%, es decir, 4.893.9 kilómetros, se encuentra en mal estado. Las localidades en las cuales se presenta el mayor porcentaje de malla vial en mal estado, son las de San Cristóbal (64.12%), Usme (61.99%), Bosa (66.34%) y Ciudad Bolvar (59.52%) que en su conjunto muestran un total de 2.052.73 kilómetros carril, abarcando el 26.56% del total de kilómetros en mal estado de la Ciudad.

Del estudio realizado a la malla vial local, se puede observar que no es posible determinar en forma precisa el estado actual de la malla vial local a nivel de cada localidad. 
Una situación similar se observa en relación con las necesidades de recursos que cada una de las localidades requiere para solucionar el grave problema vial que afronta la Ciudad, pues en los informes allegados a esta Dirección no se determina en forma precisa tales montos. Por lo tanto, el cuadro que se presenta en seguida, representa el comportamiento financiero de la malla vial local para aquellas localidades en las que existe la información.

CUADRO No 3
ESTADO DE LA MALLA VIAL LOCAL
RECURSOS FINANCIEROS NECESARIOS PARA LA RECUPERACION  - Millones de pesos

	 

LOCALIDAD
	MALLA VIAL

EN MAL ESTADO
	RECRUSOS 

NECESARIOS

 
	RECURSOS

ASIGNADOS

 2005
	%

 

 
	RECURSOS

RESERVADOS

 2005
	RECURSOS 

GIRADOS

2005 

	 
	
	
	
	
	
	

	Usaquen
	577,13
	63.000,00
	3.875,00
	6,15%
	3.875,00
	500,00

	Chapinero
	272,42
	14.000,00
	1.362,20
	9,73%
	1.362,20
	337,70

	Santafe
	138,66
	 
	3.696,00
	 
	3.682,32
	490,46

	San Cristobal
	470,69
	272.000,00
	4.608,15
	1,69%
	4.608,15
	2.923,76

	Usme
	407,63
	11.338,77
	1.671,00
	14,74%
	1.671,00
	822,80

	Tunjuelito
	213,07
	SIN
	3.240,52
	 
	3.237,97
	1.364,50

	Bosa
	550,25
	722.072,00
	3.617,96
	0,50%
	3.615,52
	1.045,30

	Kennedy
	870,43
	 557.681.00
	4.894,62
	 0.88%
	4.890,28
	1.755,35

	Fontibon
	406,69
	370.000,00
	2.757,06
	0,75%
	2.756,06
	831,27

	Engativa
	586,52
	SIN
	7.812,96
	 
	7.812,96
	961,45

	Suba
	785,38
	 
	2.980,77
	 
	2.976,37
	1.191,87

	Barrios Unidos
	358,28
	SIN
	2.070,00
	 
	2.069,86
	500,00

	Teusaquillo
	270,04
	4.000,00
	1.477,53
	36,94%
	1.477,53
	860,53

	Martires
	192,82
	SIN
	1.553,76
	 
	1.509,45
	567,50

	Antonio Nariño
	134,62
	8.000,00
	908,40
	11,36%
	907,90
	422,34

	Puente Aranda
	470,71
	9.806,32
	2.628,72
	26,81%
	2.624,56
	1.152,84

	Candelaria
	34,41
	SIN
	332,30
	 
	331,61
	180,86

	Rafael Uribe
	364,65
	17.793,90
	7.158,80
	40,23%
	3.158,80
	3.158,80

	Ciudad Bolívar
	624,16
	SIN
	5.950,00
	 
	5.887,06
	1.079,63

	Sumapaz
	 
	SIN
	3.974,96
	 
	3.970,89
	3.803,85

	TOTAL MALLA VIAL
	7.728,56
	2.049.681.99
	66.570,71
	3.25%
	62.425,49
	23.950,81

	FUENTE: Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana – informes de las Unidades Locales 
	


De acuerdo con la información remitida por el IDU a la Contraloría
, la administración distrital ha realizado convenios interinstitucionales entre el IDU y cada una de las localidades de Ciudad, con el fin de atender en forma conjunta y coordinada la recuperación de la malla vial local, a través de distintos programas como son el denominado programa de mantenimiento vial 50/50, el programa 40/60 etc., que pretenden realizar una labor conjunta que permita atender las necesidades detectadas.

En general, la gestión desplegada durante la vigencia 2005 por los entes Locales para la atención de los problemas relacionados con la malla vial local es deficiente y no permite avizorar una solución de mediano plazo que mejore la movilidad en la ciudad. El cumplimiento de metas fue calificado como ineficaz en la mayoría de las localidades auditadas, incumpliendo simultáneamente con lo planeado en la política del sector, descrito por los Planes de Desarrollo Local.
El sistema presupuestal de las localidades y su ejecución en la vigencia en análisis para el programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ” no sirvió como instrumento para el cumplimiento del programa, incumpliendo con el numeral 3 del artículo 2 del Decreto 1139 de 2000.
En forma general se observa que en la mayor parte de los FDL, la gestión desarrollada por la administración se limitó a formular los proyectos para ser viabilizados por cada una de las UEL y a elaborar convenios y contratos que fueron suscritos en los últimos días del año, sin materializar físicamente ejecución alguna que tendiera a solucionar los problemas socialmente relevantes que se pretenden solucionar con la política pública en análisis. 
En la Localidad de Usaquén, ninguna de las metas programadas alcanzaron porcentaje alguno de cumplimiento, la gestión desarrollada se limitó a formular los proyectos para ser viabilizados por cada una de las UEL y a suscribir los respectivos convenios y contratos en el mes de diciembre de la vigencia 2005, quedando registrados los recursos como reservas presupuestales para ser ejecutadas en la vigencia 2006.
En Chapinero, en los últimos días del mes de diciembre de 2005 se suscribieron y perfeccionaron los contratos, más no hubo ejecución real, presentando incumplimiento de las metas programadas por cada uno de los componentes de los proyectos del Plan de Desarrollo, denotando falta de planeación y falencias en el proceso de contratación por parte de las UEL, reflejando una deficiente gestión y utilización de los recursos públicos, situación esta que incide en el deterioro de la calidad de vida  de la comunidad, toda vez que las obras y servicios proyectados para contribuir al mejoramiento de las condiciones de vida no fueron realizadas,
En San Cristóbal, se evidenciaron deficiencias en la planeación y viabilización de proyectos por parte de las UEL, de tal forma que el proceso contractual se está demorando más de un año, lo que implica un retraso en la ejecución presupuestal, que ocasiona que a la fecha se este ejecutando la contratación suscrita en el 2005 y apenas se está liquidando la celebrada en el 2003 y 2004, situación que afecta la oportuna atención de las necesidades de la comunidad local. 
Adicionalmente, se advirtieron deficiencias de seguimiento y vigilancia de las actuaciones de los contratistas, incumplimiento a los requisitos precontractuales y contractuales e inadecuado archivo de los documentos que justifican los acuerdos de voluntades suscritos por el Fondo y las UEL.

Se observa un cumplimiento de lo programado para la vigencia 2005, con un total de valor contratado con aportes del Fondo de $13.159 millones y giros de $9.018 millones, lo que ocasionó incumplimiento en las metas estipuladas en el Plan de Desarrollo correspondiente a la vigencia del 2005, ya que la comunidad no obtuvo los beneficios contemplados en los proyectos 1491, 0295, 0738 y 0266. La ejecución física de los proyectos en el período 2005, no presentaron avance y  en el 2006 la ejecución física asciende al 45% únicamente.
En la Localidad de Usme, en cuanto a la oportunidad en la ejecución de los proyectos, la excesiva tramitología ha ocasionado falta de oportunidad en su ejecución y los contratos derivados de estos. Como ejemplo, el proceso de contratación de los proyectos viabilizados se realizó, en su mayoría, en los meses de noviembre y diciembre del año 2005. En promedio este proceso tardó entre 6 y 8 meses, lo cual determinó que el avance físico y la ejecución de los proyectos, casi en su totalidad, se trasladarán a la vigencia de 2006.

En Tunjuelito, la falta de coordinación interadministriva observada demuestra la carencia de integralidad de los diferentes procesos contractuales y la carencia de la observación, examen, supervisión, análisis, evaluación y verificación de las etapas del proceso contractual. Todo esto presentado por en razón de que la localidad responsabiliza a la Respectiva Unidad Ejecutiva del proceso contractual; dicha situación nos lleva a determinar que existe una carencia de efectividad, eficacia y racionalidad en términos de tiempo, economía y planeación, que dificulta la acción pública en el cumplimiento de los cometidos institucionales.

Así mismo, las ejecuciones presupuéstales, no se ajustan a lo normado en el Decreto 714 1996, ni cumplen los acometidos del Programa Anual Mensualizado de Caja (PAC), que exige de la administración publica una programación mensualizada de la ejecución presupuestal, es decir, que la ejecución presupuestal de la vigencia 2005, aun no alcanza al finalizar el 2006 su total ejecución, ejemplo de ello es el convenio 059, que aun se ejecuta con recursos de la vigencia 2005 y aun no se ha culminado su ejecución.
En Kennedy, se observan graves deficiencias en el maneo y administración de los bienes públicos ocasionadas por  una escasa supervisión y  control  por parte de la Alcaldía Local, la Secretaria de Salud, el Departamento Administrativo del Medio Ambiente, la Defensoría del Espacio Público, Planeación Distrital,  el Fondo de Ventas Populares y el Consejo de Justicia; en lo relacionado con la aplicación de normas y medidas, que hicieran efectivo los derechos de la ciudadanía en el goce de un ambiente sano, en la garantía de dar al bien publico el uso que corresponde, en algunos casos se permitió que particulares usaran y explotaran de manera ilícita bienes considerados como de uso público o zonas de cesión ambiental.
En la Localidad de Fontibón, existió una baja ejecución física de los proyectos incluidos en el Programa de Hábitat desde los barrios y UPZ, por el bajo porcentaje de recursos girados. De un Presupuesto Definitivo de $17.350.96 millones, al Eje Urbano Regional se asignaron $3.552.00 millones y se ejecutaron el 84.89%, es decir $3.015.20 millones, con autorizaciones de giro del 23.40% ($831.27 millones), quedando en Reserva el 72.43% ($2.183.94 millones) de los recursos comprometidos.
Las observaciones presentadas en los párrafos anteriores, le permiten a la Contraloría conceptuar que en la gestión adelantada por la administración de los fondos de desarrollo local en la ejecución de la política de Hábitat, no se acataron en su totalidad las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones administrativas, ejecutando una gestión que no consulta criterios de economía, eficiencia y equidad, para el cumplimiento de los cometidos estatales y la solución de los graves problemas de movilidad que afrontan las localidades de la Ciudad. Por tal razón, no se cumplió en un porcentaje significativo, con las metas y objetivos propuestos por lo que en criterio de este ente de control, la gestión fiscal desplegada por la mayoría de los fondos de desarrollo local, en la vigencia 2005 es desfavorable. 
En desarrollo de la presente Auditoria a los fondos de desarrollo local, tal como se refleja en el anexo No. 1 cuadro de hallazgos detectados y comunicados, se evidenciaron 80 hallazgos, de los cuales 77 son administrativos, 2 presentan alcance fiscal en cuantía de $230.599.918 y 1 tiene alcance disciplinario.  
La Alcaldía bajo su dirección presentó once (11) hallazgos, de los cuales diez (10) tienen incidencia administrativa y uno (1) tiene alcance fiscal en cuantía de $12.509.100 tal como se detalla en el anexo citado.
A fin de lograr que la labor de auditoria conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento, de conformidad con las previsiones contenidas en la Resolución Reglamentaria No. 053 de 2001, y el anexo de la Resolución Reglamentaria No. 023 de 2002, que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible; documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, D.C., dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del presente informe. 
El Plan de Mejoramiento debe recoger y armonizar los compromisos planteados por la Administración con base en la evaluación ejecutada por este Ente de Control en la Fase II del PAD 2006 a los FDL, detallando las medidas que se adoptarán respecto de cada uno de los hallazgos administrativos identificados, entendiendo que a los hallazgos producidos por conductas similares de la administración se les establecerá una misma acción, cronograma en que se implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y seguimiento a su ejecución. 

Bogotá D.C., Enero de 2007
NÉSTOR ENRIQUE RODRÍGUEZ BLANCO

Director Técnico Sector Desarrollo Local y Participación Ciudadana
2.  RESULTADOS DE LA AUDITORIA

2.1.
USAQUEN

2.1.1. Análisis del Plan de Desarrollo

En cumplimiento del programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ” para la vigencia 2005, la administración local  programó tres metas (21%) de las catorce (14) programadas.
 -  Construcción, reconstrucción, adecuación y mantenimiento de 60.000m2 de malla vial local, andenes, pasos peatonales, alamedas, senderos y sardineles en la Localidad. (PGI). 

-  Construir, adecuar, recuperar dotar y mantener el 15% de los parques y escenarios deportivos de la localidad, de acuerdo con las competencias locales y en coordinación con el Distrito.

· Adecuar, apoyar y dotar el 5% de los salones comunales de la Localidad.

La primera meta corresponde a un proyecto de gran impacto, para brindar solución a un problema estructural común a varias zonas de la localidad, en términos de población beneficiada y áreas de influencia, constituyéndose en un proyecto de interés general para toda la localidad.

Para el presupuesto de gastos e inversiones de la vigencia 2005 se incorporó el Proyecto “0359 PGI: Construcción, reconstrucción, adecuación, mantenimiento de la malla vial local, andenes, alamedas, senderos, sardineles, pasos peatonales y parques, apoyo a campañas de movilidad, señalización, demarcación y demás material informativo institución”.

Elaborado el diagnóstico para el 2005, la problemática social  estaba basada en la movilidad y espacio Público, el cual aparece descrito en el formato No. 01 “El espacio publico de la localidad consistente en parques, alamedas, senderos y andenes los cuales no cuenta con el mantenimiento y la dotación adecuados en consecuencia no hay los suficientes espacios de circulación para vehículos como para los peatones lo que ocasiona riesgos en la transitividad y movilidad  personas y automotores”  
De acuerdo a los resultados dados por los propios indicadores diseñados para el seguimiento de los proyectos de inversión, ninguna de las metas programadas alcanzaron porcentaje alguno de cumplimiento, la gestión desarrollada se limitó a formular los proyectos para ser viabilizados por cada una de las UEL y a suscribir los respectivos convenios y contratos en el mes de diciembre de la vigencia 2005, quedando registrados los recursos como reservas presupuestales para ser ejecutadas en la vigencia 2005.

Tan solo se inicio el Convenio 014-2005 sobre mantenimiento vial de reparcheo de 57 vías a partir del 26 de abril de 2005, de las cuales se ejecutaron 48, al 26 de octubre de 2006. Tal cumplimiento se dio por el alto grado de deterioro de la malla vial.

Además, teniendo en cuenta que el plan de desarrollo es cuatrienal, para la vigencia 2005 se incumple parcialmente con el numeral 1.3 del articulo 3 del Plan de Desarrollo Local sobre la política de “Hábitat”, como del objetivo del Eje Urbano Regional y del programa “Hábitat desde los Barrios y las UPZ” descrito en el artículo 11.

2.1.2. Análisis  presupuestal
En el cuadro siguiente se muestra de manera general el comportamiento presupuestal del Fondo durante la vigencia 2005, haciendo énfasis en el programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ” objeto de la presente auditoria.


[image: image2.emf]Total Inv.

Progr. 

Habitat

$ % $ %

INVERSION 21.303,9 19.850,1 93,2% 8.713,4 40,9%

INVERSION DIRECTA 12.346,8 58,0% 11.322,9 91,7% 1.557,1 12,6%

Eje Social 4.110,5 33,3% 3.285,2 79,9% 102,3 2,5%

Eje Urbano Regional 5.274,4 42,7% 5.160,8 97,8% 506,4 9,6%

4.298,4 20,2% 34,8% 4.264,8 99,2% 506,4 11,8%

81,5%

Sostenibilidad Urbano Rural 76,0 1,4% 76,0 100,0% 0,0 0,0%

Bogotá Productiva 900,0 17,1% 820,0 91,1% 0,0 0,0%

Eje de Reconciliacion 1.421,9 11,5% 1.421,9 100,0% 129,8 9,1%

Objetivo de Gestión Pública 

Humana

1.540,0 12,5% 1.261,3 81,9% 818,5 53,1%

OBLIGACIONES POR PAGAR 8.957,1 42,0% 8.527,2 95,2% 7.156,3 79,9%

Disponibilidad Final 0,0 0,0% 0,0 0,0% 0,0 0,0%

TOTAL GASTOS+DISPONIBILIDAD 

FINAL

21.303,9 19.850,1 93,2% 8.713,4 40,9%

Proyecto 359 "HABITAT desde los 

Barrios y las UPZ"

Fuente:  Sistema de Presupuesto Distrital - PREDIS

CUADRO 5

EJECUCION PRESUPUESTAL FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE USAQUEN 2005 

                          PROGRAMA "HABITAT DESDE LOS BARRIOS Y LAS A1UPZ"             Millones de pesos

Ejes/Programas

Presupues

to

% Participaciòn Ejecuciòn Giros 


La fuente de ingresos del presupuesto  para la vigencia 2005 fue: el 51% del total de los recursos provienen por transferencias de la administración central ($10.985,8 millones), el 0.7% por ingresos corrientes no tributarios ($15.5 millones) y el 48.3%  ($10.302,6 millones)  corresponde a la  disponibilidad inicial como resultado de un saldo de vigencias anteriores certificado por la Tesorería Distrital.


[image: image3.emf]Programa Presupuesto Inicial Modificaciones % Presupuesto 

Disponible

Inversión Directa 10.204,2 2.142,7 21,0% 12.346,9

Eje Urbano Regional 4.293,1 981,3 22,9% 5.274,4

HABITAT desde los barrios y 

las UPZ

3.317,1 981,3 29,6% 4.298,4

CUADRO  No 6

                                 MODIFICACIONES PRESUPUESTALES        Millones de pesos

Fuente: Ejecución Presupuesto, Sistema de Presupuesto Distrital - PREDIS


Del total de compromisos suscritos para inversión directa, se realizaron giros por $1.557,1 millones que representan el 12.6% del total ejecutado (comprometido) con cargo a cada uno de los proyectos, así:

Al observar la ejecución presupuestal para el programa “Hábitat” se evidencia una gestión ineficaz al finalizar la vigencia 2005, se comprometieron recursos en un 99.2%, dejando de asignar recursos en un 0.8% representados en $34.4 millones, con giros del 11.8% representados en $506.4 millones. Los giros corresponden a los pagos del Convenio IDU 014 de 2005 por $500.0 millones y el pago a un fallo del Tribunal Administrativo de Cundinamarca No. 43 de 2005, valor $$6.4 millones.

Por lo tanto el sistema presupuestal de la vigencia 2005 del programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ” no sirvió de instrumento para el cumplimiento del programa con relación a las metas y objetivos del plan operativo anual de inversiones, incumpliendo con el numeral 3 del artículo 2 del Decreto 1139 de 2000. De manera complementaria el componente presupuesto tampoco apoyo el cumplimiento de la política de “Hábitat” al no servir como herramienta de la acción pública en el cumplimiento de los objetivos, programas y metas.

2.1.3. Evaluación de la contratación
Para ejecutar el programa de “Hábitat desde los Barrios y las UPZ” se celebraron 18 contratos de obra, adicionalmente adicionaron dos convenios de la vigencia 2004 y se canceló un fallo del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para un valor total de $4.298,4 millones.

El 83.9% ($3.604 millones) fue diseccionado para la construcción, adecuación, recuperación y mantenimiento de la malla vial local, mientras que el 9.7% ($419,0 millones) correspondió a la construcción, mantenimiento y adecuación de parques, salones comunales, cancha de tenis y piscina; las adiciones presupuestales y el pago del fallo del Tribunal representaron el 5.6% ($242,1 millones), recursos que corresponden al proyecto 359, impidiendo alcanzar mayores metas del PGI y del programa objeto del presente estudio.
Revisados los contenidos y objetivos tanto de los contratos como de los convenios se concluye que estos son pertinentes con los objetivos y metas del proyecto correspondiente al “PGI: "Construcción, adecuación, recuperación, mantenimiento de la malla vial local, andenes, alamedas, senderos, sardineles y parques.” excepto los dos contratos que se citan en los numerales como las adiciones presupuestales a los convenios del 2004 y el fallo del tribunal Superior de Cundinamarca. Así mismo todos los contratos afectaron el mismo rubro del proyecto No 0359 correspondiente al segundo PGI del Eje Urbano Regional.
2.1.3.1. El contrato No 1919 relacionado con la adecuación de cancha de tenis y piscina y el Convenio Interadministrativo No 221 de 2005 sobre la adecuación y dotación de salones comunales, a pesar de hacer parte de las metas del programa “Hábitat desde los Barrios y las UPZ” no deberían estar integrados al Proyecto de Gran Impacto PGI del Eje Urbano Regional ya que no los contempla por lo tanto no son pertinentes. 
El Titulo IV en su artículo 23 del Plan de Desarrollo Local 2005-2008 “Usaquén Humana, Productiva y sin Indiferencia “, define los dos PGI del Eje Urbano Regional, el segundo corresponde a “La construcción, reconstrucción, mantenimiento y dotación de malla vial, andenes, alamedas, separadores, sardineles, pasos peatonales y parques”. Además, el mismo artículo 23 define los Proyectos de Gran Impacto “Definidos en el Acuerdo Distrital No 13 de 2000, como aquellos que brindan soluciones a problemas estructurales comunes a varias zonas en cada localidad. En términos de población beneficiada y áreas de influencia  deben superar el radio de acción de algunas zonas en particular y constituirse en un proyecto de interés general para toda la localidad”. Por lo tanto los dos contratos en cuestión no cumplen con lo definido anteriormente.

El hecho comentado transgrede lo normado en el literal b) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 sobre Control Interno.
Luego de la revisión contractual efectuada por la Contraloría se concluye que la gestión desarrollada en cumplimiento del proceso contractual del proyecto 359 PGI “Hábitat desde los Barrios y UPZ” no fue eficaz ni eficiente al haberse suscrito el 89% de los recursos asignados durante el último mes de la vigencia 2005, hecho que implica un incumplimiento de la política de “Hábitat” del plan de desarrollo al no evidenciarse mayores resultados de la acción pública de la administración local, tan solo se lograron algunos avances en la ejecución del Convenio 014 de 2005. Así mismo las inconsistencias presentadas en la ejecución contractual afectan la oportunidad en el direccionamiento de los recursos hacia las poblaciones que lo requieren.

Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.2.
CHAPINERO

2.2.1. Análisis del plan de desarrollo y del presupuesto

La evaluación general efectuada al programa de hábitat desde los barrios y UPZ junto a la revisión de los procesos contractuales tendientes a dar cumplimiento a las metas propuestas, nos permiten considerar que la contratación se encaminó al cumplimiento de los objetivos misionales y del Plan de Desarrollo Local, sin poder considerar en el periodo auditado los resultados, impacto y beneficio social obtenido, en tanto los contratos celebrados se encuentran en un alto porcentaje en ejecución en la presente vigencia.

Tal circunstancia resulta de la falta de oportunidad en la celebración de los acuerdos contractuales, los cuales se suscribieron en un 98.3% en los últimos días del mes de diciembre de 2005, hecho que se traduce en el incumplimiento de los objetivos propuestos para la vigencia y la solución o mitigación de la problemática existente en las comunidades de la localidad, así como un avance físico nulo en la vigencia, por lo que se hace necesario un análisis de fondo que contemple la adopción de alternativas que propicien mejores y oportunos resultados.

En la vigencia 2005 no se realizaron acciones de trabajo intersectorial para elevar el nivel de hábitat en las zonas de pobreza, riesgo y alta vulnerabilidad o deterioro, por cuanto la definición de la situación de los asentamientos legales o ilegales ubicados en los cerros orientales, se encontraba en vilo ante la falta de pronunciamiento del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, sobre la controversia “preservación  reserva forestal protectora bosque oriental de Bogotá dentro de la acción popular N° 2005-00662 entablada por Sonia Andrea Ramírez Lamy.
Es de anotar, que la demanda impetrada plantea como pretensiones principales, decisiones sobre la recuperación y conservación permanente de la reserva forestal, la cual se ha visto afectada por asentamientos ilegales, explotaciones mineras ilícitas, licencias de construcción irregulares, tala de árboles y explotación de flora y fauna. De igual forma solicita, la restitución, readecuación y reforestación de los espacios pertenecientes a la reserva.

De otro lado, la administración no desarrollo ningún proyecto para la construcción, ampliación, mejoramiento, rehabilitación y mantenimiento de la infraestructura vial rural, incumpliendo con ello una de las metas propuestas en el Plan de Desarrollo Local.

A su turno, en materia de infraestructura vial local, el sujeto de control comprometió a través del proyecto 0375 “Diseño, construcción, renovación, mantenimiento, adecuación de accesos barriales y malla secundaria en los barrios de la localidad”, una suma de $1.338.9 equivalente al 98.28%, la cual no se vió reflejada en resultados palpables en el mejoramiento de la malla vial en la vigencia que se audita, dada la falta de oportunidad en la contratación y el nulo avance físico de las obras.
En cuanto a la meta de mejoramiento de la infraestructura recreativa (pasiva- activa), el sujeto de control a través del proyecto 727-2005 “ Estudios diseños, construcción y adecuación de parques y escenarios deportivos” suscribió por medio de la Unidad Ejecutiva Local IDRD, los contratos N° 038 de 2005 y 053 del mismo año, invirtiendo un valor de $678.3 millones y $64.1 millones respectivamente, para la intervención de seis parques de la localidad y su correspondiente interventoría, contratación que en la vigencia 2005 no tuvo avance físico y por tanto no ofreció resultados ni beneficios para la comunidad en tanto las obras se iniciaron y  adelantaron durante la vigencia de 2006.

Otra de las metas consignadas en el Plan de Desarrollo, apunta a gestionar ante las entidades competentes, la construcción de puentes peatonales en la avenida circunvalar y sobre la vía a la Calera, tramites que no han sido adelantados por el sujeto de control, como se consigna en la comunicación emanada de la Alcaldía Local N° 00865 de octubre 25 de 2006, según la cual “En el año 2005 no se efectuaron gestiones ante el IDU para la construcción del puente peatonal en el sitio denominado patios. Esta meta esta contemplada para el año 2006”, respuesta que parece desconocer lo dispuesto por el Consejo de Estado, corporación que mediante sentencia del 18 de abril de 2006 confirmó el fallo de primera instancia ordenando “proveer lo necesario para obtener la disponibilidad presupuestal requerida a fin de adelantar la construcción de un puente peatonal en el Km. 5 Vía La Calera de tal manera que la ejecución de dicha obra se culmine a mas tardar en el año 2007.”
Todo lo anterior, nos permite considerar que el sujeto de control no fue eficaz ni eficiente en el cumplimiento de las metas propuestas en el Plan de Desarrollo Local para la vigencia de 2005 en el programa objeto de estudio.

El presupuesto disponible asignado al  programa Hábitat desde los barrios y las UPZ en la vigencia 2005, ascendió a $2.462.2 millones, comprometiendo recursos por $2.421.3 millones. 
2.2.2.  Evaluación de la contratación

2.2.2.1. Proyecto N° 0375, “Diseño, construcción, renovación, mantenimiento, adecuación de accesos barriales y malla secundaria en los barrios de la localidad”. UEL IDU.

2.2.2.1.1. El análisis de conveniencia que reposa en el FDL de Chapinero sobre el proyecto 375 del cual resulta el convenio objeto de examen, no consigna el contenido mínimo ordenado por el articulo 8° del decreto 2170 de 2002, en tanto adolece de la información prevista en el numeral 5° relacionado con el análisis de riesgos que determina el nivel de extensión que debe ser amparado por el contratista en la ejecución del contrato. El FDL de Chapinero se limita a consignar los porcentajes mínimos contenidos en artículo 16 del decreto 679 de 1994 sin elaborar un verdadero análisis de los potenciales riesgos de la contratación y consecuentemente el porcentaje de amparo, circunstancia que no fue advertida por la UEL en el ejercicio de su labor de asesoría y viabilización.

2.2.2.1.2. Los acuerdos contractuales que desarrollan los convenios N° 024 y 042 de 2005, advierten una observación general que se describe a continuación:

El análisis de riesgos que determina el nivel de extensión que debe ser amparado por el contratista en la ejecución del contrato, ordenado en numeral 5° del articulo 8° del decreto 2170 de 2002, se aplicó solo para el proyectó general correspondiente al N° 375, sin que se hubiese adelantado el mismo estudio y evaluación en cada uno de los contratos que desarrollaron los convenios 024 y 042 de 2005, debiendo efectuarse en todos, en la medida en que contemplaban objetos distintos con riesgos igualmente diversos.

Lo anterior se ve agravado en tanto el análisis de riesgos efectuado en el proyecto 375 solo se limita a consignar los porcentajes mínimos contenidos en artículo 16 del decreto 679 de 1994 sin elaborar un verdadero análisis de los potenciales riesgos de la contratación y consecuentemente el porcentaje de amparo.

Es de anotar, que en los últimos días del mes de diciembre de 2005 se suscribieron y perfeccionaron los contratos, más no hubo ejecución real, presentando incumplimiento de las metas programadas por cada uno de los componentes de los proyectos del Plan de Desarrollo de la Localidad, denotando falta de planeación y falencias en el proceso de contratación por parte de las Unidades Ejecutivas Locales, reflejando una deficiente gestión y utilización de los recursos públicos; situación esta que incide en el deterioro de la calidad de vida  de la comunidad de la localidad, toda vez que las obras y servicios proyectados para contribuir al mejoramiento de las condiciones de vida no fueron realizadas, siendo nulo el beneficio  social recibido durante el periodo fiscal 2005 relacionado con el programa hábitat desde los barrios y las UPZ. 
2.2.2.2. Contrato de obra pública No 038 de 2005 – UEL IDRD
2.2.2.2.1. Los términos de referencia del Contrato no estipularon el plazo en la entrega de las obras de cada uno de los parques por separado, lo cual dejó abierta la posibilidad para que el contratista incumpliera con la entrega oportuna de los mismos como efectivamente ocurrió. La posible adición en tiempo del contrato aplicaría para todas las obras circunstancia indeseada en la entrega de las mismas, máxime cuando cada una de ellas es independiente.
2.2.2.2.2. De conformidad con la cláusula octava del acuerdo contractual, el plazo de ejecución de los diseños y estudios técnicos a ser entregados por parte del contratista se estipulo en dos meses contados a partir de la firma del acta de iniciación, la cual se suscribió el 27 de febrero de 2006, debiendo entonces dar cumplimiento a lo pactado  a mas tardar el 27 de abril del mismo año.

El contratista hace entrega parcial de los estudios el 20 de abril de 2006, incumpliendo con ello el contrato y solicita un nuevo plazo hasta el 18 de mayo de 2006 sin que existieran causas externas, ajenas a su responsabilidad y que justificasen la mora, plazo otorgado con el compromiso que el tiempo concedido seria subsanado durante la ejecución de las obras, termino que también fue desconocido por el Consorcio Damasco como lo corrobora la comunicación enviada por la interventoría de fecha 13 de junio de 2006 radicada en el IDRD bajo el N° 15451. 

2.2.2.2.3. En visita practicada el 13 de septiembre de 2006 por la Contraloría, se determinó que en el parque del antiguo Country las obras correspondientes a la realización de una vía peatonal del parque, presentan problemas de orden técnico, como la pérdida de confinamiento del anden, presentando dilataciones entre los sardineles, cañuelas prefabricadas y las plaquetas prefabricadas instaladas, situación que genera el deterioro de la estructura del anden y pueda presentarse la posibilidad de que se pierda la inversión realizada la cual tuvo un valor de $26.291.311.
Por lo anterior es necesario advertir sobre esta circunstancia, a efecto de que la UEL IDRD  adopte los correctivos necesarios para evitar el menoscabo patrimonial y el deterioro progresivo de la obra realizada, con el correspondiente informe a esta Contraloria.

2.3.
SANTA FE

2.3.1. Análisis del Plan de Desarrollo
El programa más sobresaliente dentro del Eje Urbano Regional es el de “Hábitat desde los barrios y las UPZ”, con una asignación de $4.930.7 millones, compromisos $4.663.8 millones a diciembre 31, equivalente al 25.3%, del presupuesto definitivo de Gastos e inversiones que para la vigencia 2005 fue de $19.491.1 millones. 

Dentro de este Eje, se consideraron los programas referentes a “Sostenibilidad Urbano -rural” al que se le asignó un presupuesto de  $225.0 millones de los cuales se comprometieron en la vigencia auditada $189.2 millones, presentando una ejecución del 84.1% desarrollado a través del proyecto No. 0156 “Asistencia técnica ambiental área rural y del proyecto No. 1480 “Sensibilización comunitaria para la mitigación del impacto ambiental y “Bogotá productiva”, con un presupuesto disponible de $760.0 millones,  de los cuales se comprometieron a diciembre 31 de 2005 $$739.1 millones registrando una ejecución del 97.25% de los recursos,  a través del proyecto 2226 “Gestionar, cooperar y acompañar cadenas productivas y asociativas locales e incubación de empresas vinculadas. 

2.3.2. Evaluación de la contratación

De conformidad con las consideraciones del presente informe preliminar auditoria gubernamental con enfoque integral – modalidad especial a la política de hábitat, el equipo auditor no encontró hallazgos administrativos diferentes a los señalados al respecto en el informe de auditoria gubernamental con enfoque integral – modalidad especial – evaluación a la contratación al fondo de desarrollo local de Santa Fe y unidades ejecutivas locales UEL.
2.4.
SAN CRISTOBAL 
2.4.1. Evaluación del Plan de Desarrollo
2.4.1.1. Efectuado el análisis a los cuatro programas, ocho proyectos y 15 metas del Eje urbano regional se detecta un cumplimiento de lo programado para la vigencia 2005 del 45%, con un total de valor contratado con aportes del Fondo de $13.159 millones y giros de $9.018 millones. Se observa el incumplimiento de las metas estipuladas en el Plan de Desarrollo 2005-2008, ya que la comunidad no obtuvo los beneficios en Desarrollo cultural y en el sentido de pertenencia Local  contemplados en los proyectos 1491, 0295, 0738 y 0266, de esta forma la ejecución física de los proyectos establecidos para su ejecución en el período 2005, no presentaron avance y  en el 2006 la ejecución física asciende al 45% únicamente.

Por lo anterior, la ejecución de estos proyectos se está viendo reflejada parcialmente hasta esta vigencia 2006, generando inoportunidad en el desarrollo de los mismos e incumplimiento de metas, así como una deficiente focalización de los recursos financieros, humanos y técnicos para atender y solucionar las necesidades de la población. 

Revisada la respuesta dada por el FDLSC, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.4.2. Evaluación a la contratación

2.4.2.1. En primera instancia se observa la desarticulada gestión interinstitucional que ha generado un impacto negativo en las comunidades residentes, comerciantes de la Alameda 20 de Julio, dado que desde hace dos años se han visto sometidas a contrataciones que si bien prestaran un servicio general, el efecto sobre grandes y pequeños comerciantes, transportadores y población flotante ha sido permanente, con efectos en el deterioro de vivienda, disminución de ventas, afectaciones a la salud, entre otros aspectos que no han sido tenidos en cuenta en estos procesos contractuales. 

La construcción y rehabilitación de la alameda ha sido objeto de varios contratos tanto del IDU como del UEL IDU y de la EAA, de tal manera que se observan altos grados de descoordinación administrativa y falta de planeación que han ocasionado demoras en la ejecución de los contratos. 

Previo a la contratación, la administración no tuvo pleno conocimiento del estado legal y geomorfológico de los predios sobre los cuales se pretendía la construcción de las obras, por lo que se observan transgredidos los artículos 209 de la Constitución,  en concordancia con los artículos 2° y 6° ibidem, concordantes con los artículos 2° y 3° del Código Contencioso Administrativo, articulo 3 Principios de la Función Administrativa de la Ley 489 de 1998 y numeral 4 del artículo 25 de la ley 80 de 1993.

Revisada la respuesta dada por el FDLSC, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.4.2.2. Contrato de Consultoría: UEL-GOBIERNO 04-0072-00-05
Objeto: Consultoría para realizar levantamientos topográficos para la  legalización y regularización de barrios en la localidad de San Cristóbal de la ciudad de Bogotá de acuerdo con los términos de referencia del Concurso Público NO SG-UELCP07 DE 2005.
Contratante: 
FDLSC

Contratista:
Planning de Colombia Ltda..

Firma de contrato:
Diciembre 28 de 2005

Fecha de inicio:
Febrero 1 de 2006

Plazo total de ejecución: 
Noviembre 15 de 2006

Valor total de contrato:
$636.492 millones

Contrato de Interventoría: UEL-GOBIERNO 04-0071-00-05

Objeto: 
Realizar la interventoría técnica, administrativa y financiera  al contrato 04-0072-00-05 

Fecha de inicio:
Febrero 1 de 2006

Plazo total de ejecución: 
Nueve meses

Valor total de contrato:
$63.000 millones

2.4.2.2.1. Una vez evaluados los informes de interventoría entre febrero y septiembre de 2006,  se verificó que se presentan en forma permanente llevando a cabo el control, seguimiento y evaluación de la ejecución del contrato de consultoría; se observó que desde el mes de marzo la interventoría ha venido comunicando al contratista las demoras desde la entrega del Producto No.1 evidenciándose que solo hasta el 5 de mayo éste es radicado teniendo que haberlo hecho el 2 de marzo (un mes después de iniciada la contratación).

Acerca de los controles efectuados por la UEL y el Fondo, se observa que durante el transcurso del contrato no se efectuaron las acciones preventivas que estipula el mismo contrato como lo establece  la Cláusula novena así:…”en caso de mora o incumplimiento parcial de las obligaciones a cargo del CONTRATISTA, el FONDO, le impondrá multas sucesivas diarias o por cada hecho que implique incumplimiento a juicio del FONDO, previa verificación del interventor, por valor de uno por ciento (1%) del valor total del contrato por día, sin que la multa supere el 10% del valor total de éste. Cuando persista el incumplimiento se asumirá que hay incumplimiento total de las obligaciones contraídas por EL CONTRATISTA y se aplicará la cláusula penal pecuniaria”. La Contraloría evidenció conocimiento pleno del Fondo mediante informes de marzo 16, junio 13, agosto 22, los permanentes incumplimientos o mala calidad de productos entregados, sin mediar gestión oportuna de la UEL y de la supervisión del contrato a cargo del alcalde local

En la documentación correspondiente a la ejecución del contrato se encontró que no se ha cumplido con lo programado, en informe de septiembre 27 de 2006 se establece un porcentaje en ejecución del 12.50% y un total de tiempo transcurrido de siete meses y veintiséis días correspondiente al 80% de retraso contra un porcentaje esperado del 92.57%. La interventoría también informa que ninguno de los desarrollos cuenta con aceptación cartográfica, ni siquiera para el producto No. 2 que estaba previsto para el tercer mes.

Se observa que la UEL Gobierno y el Fondo de Desarrollo Local tuvieron permanente y pleno conocimiento de las falencias desde marzo de 2006, en diferentas actas, como lo evidencia acta de agosto de 2006 donde se acepta que el contratista no cumple con la propuesta técnica y la firman la UEL Gobierno, el interventor y el representante del FDLSC, igual sucede con oficio radicado por la interventora a la Alcaldesa local en julio 10, sin embargo, no se dio aplicación oportuna a las acciones correspondientes. Por lo anterior se denota que pese a las reiterativas informaciones de la interventoría la administración no efectuó los correctivos oportunos en perjuicio del desarrollo, la planeación y organización de la localidad con la afectación consecuente a las comunidades que han requerido en múltiples ocasiones en distintas instancias los procesos de regularización y legalización, infringiendo lo normado en el articulo 36 del Decreto Distrital 854 de 2001, así como el artículos 26, 51 y 52 numerales 1, 2 y 8  de la Ley 80 de 1993 y al cláusula novena del contrato SGDC-C-4-0072-00-05.

Revisada la respuesta dada por la UEL de la Secretaría de Gobierno y el FDLSC, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria se retira.
2.4.2.2.2. Mediante concurso público No SGUEL-CP-007-2005 se fijan los términos de referencia para el contrato, estableciendo como obligación del proponente seleccionado hacer uso adecuado de la información digitalizada e impresa suministrada por el DAPD de acuerdo con las certificaciones de confidencialidad emitidas por el Departamento Administrativo de Catastro Distrital y la oficina de cartografía del DAPD. 
Sin embargo se evidencia que el contratista ha utilizado en forma inadecuada las bases de datos del DACD, pues en los documentos de la carpeta de interventoría en acta administrativa, financiera y técnica de agosto 14 de 2006 se deja constancia por parte de los dibujantes que se están utilizando las bases digitales  y las ortofotográficas del DACD. Así mismo, la inteventoría dejó constancia de la falta de profesionalismo y técnica del contratista manifestando que “es un dolo contra los recursos del distrito y las comunidades de la localidad de San Cristóbal”; por lo anterior, presuntamente se permitió el uso inadecuado de la información del Departamento teniendo en cuenta que se pudo tipificar presunta falsedad material de documento público por parte del contratista, de acuerdo con lo normado en los artículos 270 y 286 del Código Penal Colombiano. 

De otra parte se observa que el Fondo tuvo pleno conocimiento de la ejecución de los trabajos contratados con bases en manzanas catastrales y ortofotográficas de la base digital de DACD y no se dio aplicación a las acciones preventivas y correctivas con la afectación consecuente a las comunidades que han requerido en múltiples ocasiones en distintas instancias los procesos de regularización y legalización, infringiendo lo normado en el articulo 36 del Decreto Distrital 854 de 2001, así como el artículos 26, 51 y 52 numerales 1, 2 y 8  de la Ley 80 de 1993 y los términos de referencia del contrato SGDC-C-4-0072-00-05.
Revisada la respuesta dada por la UEL de la Secretaría de Gobierno y el FDLSC, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo con incidencia penal se retira.
2.4.2.2.3. Mediante concurso público No SGUEL-CP-007-2005 se fijaron los términos de referencia para el contrato, estableciendo el numeral 5.2.2 el personal mínimo y la experiencia requerida. Al revisar la documentación se evidencia que el 14 de marzo la interventoría manifestó que la persona designada para la coordinación del producto No. 1 no se encuentra relacionada en la propuesta presentada por Planning, y que tampoco se anexa la hoja de vida correspondiente, de igual forma en los informes de interventoría se requiere permanentemente al contratista para que allegue las hojas de vida del personal contratado, sin que en los documentos contentivos del contrato se evidencie su cumplimiento.  Igualmente mediante acta administrativa, financiera y técnica de agosto 14 de 2006 se establece que el contratista no ha acatado la solicitud de presentación de los contratos del personal registrado en la propuesta y los que laboran actualmente, ni la justificación de cambio de personal ni la presentación de las hojas de vida para el estudio pertinente. 

En otro sentido se evidencia incumplimiento del contratista con los dibujantes contratados, quienes denuncian en agosto 14 de 2005 que no reciben los salarios oportunamente. 

Por lo anterior se esta Infringiendo lo normado en el articulo 36 del Decreto Distrital 854 de 2001, así como los artículos 26, 51 y 52 numerales 1, 2 y 8  de la Ley 80 de 1993 y los términos de referencia del contrato SGDC-C-4-0072-00-05, con la consecuente afectación a la localidad de San Cristóbal y sus procesos de legalización y regularización, dilatándose en el tiempo la ejecución de este proceso tan sentido para la calidad de vida de los ciudadanos.
Revisada la respuesta dada por la UEL de la Secretaría de Gobierno y el FDLSC, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL de la Secretaría de Gobierno y del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.4.2.3. Contrato de obra 1-01-30100-532-2004 - UEL ACUEDUCTO

Objeto: Construcción descole colector  alameda 20 de    julio – río fucha en la Localidad de San Cristóbal, en Bogota  D.C.   
Plazo:
seis (6) meses.
Valor inicial:
$1.020.141.640.00
Valor anticipo 
$204.028.328.00 
Fecha de iniciación
 7 de julio de 2005.
Fecha de terminación
6 de enero de 2006.
Modificación Nº 1
 tiempo adicional noventa (90) días calendario 
Valor adición:
$500.000.000.00

Fecha de terminación:

6 de abril de 2006.
Fecha inicio suspensión:
27 de marzo de 2006
Fecha de reiniciación
   19 de mayo de 2006
Tiempo de suspensión

cincuenta y tres (53) días nueva fecha de Terminación
28 de mayo de 2006
Fecha de liquidación

11 de agosto de 2006
Contratista                         Horacio Vega   Cárdenas 
Interventor

Jesús Orlando Fernández  Ordóñez.
Producto del proceso auditor se evidencia el aumento del presupuesto del proyecto para lo cual se requirió a la UEL, las explicaciones correspondientes, argumentando varios motivos que tiene relación principalmente con mayores cantidades de obra, los cuales fueron objeto de análisis por parte de la Contraloría.
Revisadas las carpetas contentivas de este convenio, se verificó que la etapa precontractual esta acorde con dicho procedimiento. No obstante, se evidenció que en los documentos obrantes existen atrasos y deficiencias desde el 2004. Se evidencia que hubo desatención a los principios de la función administrativa contenidos en el artículo 209 de la Constitución Política, concordante con los artículos 2° y 3° del Código Contencioso Administrativo, logrando con ello que la Alcaldía no cumpliera con sus cometidos estatales oportunamente como lo ordena el artículo 2° de la Carta magna. Dicha conducta de los funcionarios del IDU, involucra aspectos relacionados en el artículo 6° ibídem, articulo 3 de la Ley 489 de 1998 y numerales 4 y 12 del articulo 25 de la Ley 80 de 1993, Acuerdo 13 de 2000 y acuerdo 119 de 2004.
Revisada la respuesta dada por la UEL de la EAAB, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.4.2.4. Contrato 049-05 UEL IDRD

Contratista:

Graico Ltda
Clase  de Contrato: Obra Publica
Objeto: Realizar a precio global fijo los diseños y estudios técnicos, y por el sistema de precios unitarios fijos sin fórmula de ajuste, la construcción, adecuación y mejoramiento de  los parques de la localidad de San Cristóbal de Distrito Capital de Bogotá. 
valor inicial: 


$561.980.029.oo

a) Estudios y diseños 
$    2.946.950.oo

b) Para la Construcción 
$559.033.079.oo,


Adición No. 1 IDRD: 
$263.726.603.

Valor final:


$825.706.632.oo

Plazo:


5 meses 
Prórroga: 


60 días.
Plazo final: 


7 meses






Fecha suscripción: 


27 de diciembre  de 2005


Acta de iniciación:


27 de febrero de 2006
Fecha terminación: 

27 de julio de 2006
2.4.2.4.1.  La oficina de asuntos locales, el 3 de octubre de 2005, emite el aval técnico de proyectos de infraestructura (folios 215 y 216) al proyecto 295, “Construcción, adecuación y recuperación de parques barriales de la localidad. Componente No. 3 Adecuación parques”, viabilizando los siguientes parques: Granada sur, Santa Rita II, Quindío I, Juan Rey I y Barcelona.

La cláusula octava del contrato, establece como plazo cinco (5) meses contados a partir de la firma del acta de iniciación, previo cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, discriminado así: a) etapa de pre construcción. Previo a la suscripción del acta de inicio y dentro de los 15 días calendario siguientes al cumplimiento de todos los requisitos para el perfeccionamiento y ejecución del contrato, el contratista deberá realizar una revisión de los diseños y presentar un informe, de conformidad con las condiciones estipuladas en el capítulo 6 de los pliegos de condiciones. b) etapa de diseño y estudios técnicos. El plazo de ejecución de los diseños y estudios técnicos es de dos (2) meses. c) etapa de construcción: El plazo de ejecución de las obras objeto del contrato es de tres (3) meses. 

De lo anterior se infiere, en el literal b) etapa de diseño y estudios técnicos, que el contratista contaba con un término dos (2) meses para la ejecución de los estudios y diseños, de manera previa, a lo establecido en el literal c). etapa de construcción, cuyo plazo de ejecución de las obras era de tres (3) meses.  Del  análisis realizado por este ente de control se estableció que no se cumplió estrictamente con los plazos estipulados en cada una de las etapas,  que contiene la cláusula, en lo relacionado con los plazos. 

En el mes de marzo de 2006, el IDRD presentó un estudio de suelos y recomendaciones geotécnicas para el parque Santa Rita II ubicado en la calle 53 Sur No. 4B – 02 Este, CODIGO 04-140, en el que recomienda: Las estructuras a construir en  las zonas peatonales, plazoletas y cancha múltiple, son las preestablecidas en el contrato para este tipo de suelo, las que se consideran suficientes para soportar el tráfico de personas y vehículos como bicicletas. Es importante entender que la  zona en que se construirán las obras es una zona inestable, por lo que se espera que con el tiempo, algunas de las obras construidas presenten algunas deformaciones que podrán ser corregidas con un adecuado mantenimiento. Para que las obras tengan una mayor durabilidad y mejor comportamiento, es necesario construirles obras de drenaje como complemento de las mismas y cumplan con la función de conducir el agua adecuadamente sin que este se infiltre y genere sobre presiones que afecten los suelos de fundación o que produzcan algún tipo de socavación o erosión …(folios 767 y 768). 

El concepto aclara, que aunque la zona donde se construirán las obras es inestable, “las estructuras a construir en  las zonas peatonales, plazoletas y cancha múltiple, son las preestablecidas en el contrato para este tipo de suelo, las que se consideran suficientes para soportar el tráfico de personas y vehículos como bicicletas”, y se amplía, asegurando, que “con el tiempo, algunas de las obras construidas presentarán algunas deformaciones, que podrán ser corregidas con un adecuado mantenimiento.” 

Con lo expresado en este informe, el IDRD, le está dando viabilidad técnica a la ejecución de la obra. 

Con orden de pago OPGET No. 498 de julio 17 de 2006, del FDLSC – UEL 211, se cancela al contratista, la suma de $41.623.370. Este valor incluye: los avances de obra de los parques Santa Rita II, Granada sur, Quindío I y Juan Rey. Evaluado el cuadro resumen de cantidades ejecutadas, se relaciona por el parque Santa Rita II, la suma de $5.438.008., que corresponde al acta No. 02 de medición parcial de obra de mayo 30 de 2006. En esta acta No. 02, en el ítem 10,  gastos de diseños, a la letra dice: “Estudio Geotécnico (incluye dos sondeos mínimo por parque, dos ensayos PDC, correlación CBR, un ensayo SPT, evaluación y caracterización del suelo, clasificación según el sistema unificado, concepto geotécnico, investigación ante la DPAE de la vulnerabilidad y riesgo de la zona de la cual se debe presentar copia a color de la zona de riesgo correspondiente y concepto sobre este e informe y plano de sondeos)”. 

Es decir, que el contratista realizó el Estudio Geotécnico por parque, dejando constancia en el mes de mayo. Igualmente en el  acta, al tiempo que se reporta la observación arriba mencionada en el ítem 10, se relacionan los costos de las cantidades de obra ejecutadas a la fecha. De lo mencionado se establece que en los mismos tiempos en que se ejecuta la obra, se emite concepto sobre el Estudio Geotécnico (cuando el estudio debió ser previo a la ejecución de la obra). Además, el contratista, no deja constancia sobre inconveniencia o no, de ejecutar la obra en el parque Santa Rita II. 

Así mismo, el “Estudio Geotécnico”, tuvo un costo parcial para el contratista de 386.147, del valor total parcial de obra ejecutada y gastos de diseño de $5.438.008. El Contrato, en el valor inicial de  $561.980.029.oo, se contempla para Estudios y Diseños un monto de $2.946.950.oo y para la construcción $559.033.079.

INTERSA, la firma interventora del contrato No. 049 de 2005, , el 1 de junio de 2006, remite al IDRD, un informe sobre los inconvenientes surgidos en esta obra y a manera de conclusión sugiere oficiar la suspensión temporal de las obras en el parque, según ella, “porque se encuentra en zona inestable cuyos movimientos como el ocurrido el días seis (6) de mayo de 2006, son impredecibles en su forma y localización, y adicionalmente, ocasionados por diversos factores, como las condiciones actuales del terreno y los comportamientos de la lluvia”…
El parque Santa Rita II código 04-140, ubicado en la calle 53 Sur No. 4B – 02 Este, ya había sido intervenido mediante el contrato UEL-IDRD-03-2004 consorcio SPD, para la instalación de juegos infantiles. En la justificación del proyecto, (folio 126) el FDLSC argumenta: “Se requiere con este nuevo proyecto la adecuación de la cancha continua a los módulos de juegos infantiles y la instalación de mallas contra impacto”. Sin embargo, en la visita realizada por el equipo auditor en el mes de octubre de 2006, se pudo establecer que el piso de este parque, presenta agrietamientos y fisuras, fácilmente detectadas. 

Por lo tanto este ente de control observa que a pesar de presentarse el agrietamiento del suelo en el  sitio donde se instalaron los juegos infantiles objeto del contrato UEL-IDRD-03-2004 consorcio SPD, ni el contratista, ni la interventoría, ni el IDRD, tuvieron en cuenta este aspecto. 

El valor contratado para este parque fue de $309.482.114.oo y valor ejecutado $118.329.935. De acuerdo  al concepto técnico emitido por el arquitecto adscrito a la Contraloria en el que informa…se infringió la Ley 80 de 1993, artículo 4, numeral 1; artículo 5 numeral 4. 

Igualmente, la UEL -IDRD, con anterioridad a los procesos de contratación de obra que vaya a adelantar, debe revisar el estado de los terrenos donde se van a ejecutar las obras, (máxime si existen antecedentes de remoción en masa y de alto riesgo, en algunas zonas de la localidad), su regulación y legalización de los mismos, a fin de no perder tiempo ni recursos, en la ejecución de las obras que finalmente no son viables.

Como se ha citado, se observan transgredidos los artículos 209 de la Constitución,  en concordancia con los artículos 2° y 6° ibidem, concordantes con los artículos 2° y 3° del Código Contencioso Administrativo, articulo 3 Principios de la Función Administrativa de la Ley 489 de 1998 y numeral 4 del artículo 25 de la ley 80 de 1993
Como se puede evidenciar en los documentos del contrato desde el mismo estudio de suelos y del inicio de las obras en el parque Santa Rita II, ya se advertía que dicho parque se encuentra sobre en una zona inestable, en el estudio de suelos y recomendaciones geotécnicas realizado en marzo de 2006 en el capitulo de conclusiones y recomendaciones se advertía: “Es importante entender que la zona en que se construirán las obras es una zona inestable”, en el mismo informe también se advierte que el terreno esta “enmarcado dentro de un gran movimiento de masa, el cual a través del tiempo y de las condiciones metereológicas tiende a cambiar en su forma y estado, buscando su propio equilibrio”, además desde un comienzo la interventoría y el contratista advirtieron sobre la presencia de rasgos e indicios de inestabilidad en el terreno.

Es decir, las obras se iniciaron con el conocimiento que era un terreno inestable, sin embargo, por fallas que presentó el terreno se debió modificar la inversión estimada inicialmente y suspender la obra. De $118.329.935 invertidos, el 68% corresponde a la realización de nuevas obras tendientes a garantizar la estabilización del terreno y solo un 13% de lo invertido al objeto del contrato.  En ese orden de ideas, es incierta la terminación del parque Santa Rita II, después de la realización y complementación periódica del estudio de suelos, aun no es claro el concepto de suelos sobre el parque. Actualmente esta pendiente la realización de un nuevo estudio mas detallado que permita establecer las recomendaciones para las obras de estabilidad. 

En conclusión, se determinó por parte del FDL San Cristóbal no continuar con las obras de construcción del parque, actualmente inconcluso, sin prestar la función social para la cual se invirtieron los recursos y sin la certeza de continuar con las obras, hechos que permiten establecer que la inversión realizada de $118.329.935 no presenta ningún resultado y por ende se configura un hallazgo administrativo con posible incidencia fiscal por esta cuantía.

Revisada la respuesta dada por la UEL del IDRD y el FDLSC, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo con incidencia fiscal se retira.
2.4.2.4.2. Con oficio No. 1014000 de septiembre 16 de 2006, el IDRD, le comunica a la Alcaldesa de San Cristóbal que los parques La María – Código 04-044 y Bellavista Sector Lucero Código 04-100, no se les puede dar concepto de viabilidad y que por lo tanto “se hace necesario que los recursos destinados a estos dos parques sean redistribuidos en los demás parques del proyecto”. 

Así mismo, en el aval técnico de proyectos de infraestructura, del 3 de octubre de 2005, la  UEL IDRD, manifiesta que tres parques: La María, Bellavista Sector Lucero y La Joyita código 04-109, no obtuvieron la previabilidad, por parte de la División Técnica del IDRD, por lo que “los recursos de los mismos, se redistribuirán en los parques previabilizados de acuerdo a las instrucciones de la Alcaldía Local y a las actividades a ejecutar según las necesidades de cada parque”.

De lo anterior se deduce que de los ocho (8) parques inicialmente propuestos por el FDLSC, no se viabilizaron tres (3) por la UEL –IDRD. El presupuesto inicial destinado para los tres (3) parques, por valor de $348.499.999, fue redistribuido, en los cinco (5) parques viabilizados. 

La Contraloría solicitó mediante oficio 32104–324 de septiembre 25 de 2006, al  Jefe de Oficina de Asuntos Locales del IDRD, los soportes del presupuesto inicial de cada uno de los ocho (8) parques inicialmente propuestos y los soportes de la redistribución de los $348.499.999, en los cinco (5) parques finalmente viabilizados por la UEL. Sin embargo, en la respuesta remitida por la UEL –IDRD, a la Contraloría, se anexan dos (2) folios que contienen el presupuesto inicial  global asignado a los ocho (8) parques, sin relacionar las obras a ejecutar en cada uno de ellos, para que de esta manera se pueda determinar, cuáles serían las obras adicionales que se ejecutarán con la redistribución de recursos por valor de $348.499.999, en los cinco (5) parques viabilizados. 

En los documentos que contienen las seis (6) carpetas del contrato, se pudo evidenciar que la redistribución de los recursos asignados a los tres (3) parques que no fueron viabilizados, era la misma de la propuesta inicial, pues no se encontraron los soportes del presupuesto inicial proyectado por cada parque, con las cantidades de obra a ejecutar, durante el segundo trimestre del año 2006.

Por lo expuesto, este ente de control, al no encontrar respuesta frente a lo solicitado evidencia que la planeación fue deficiente, transgrediendo presuntamente el numeral 4 del artículo 25 de la Ley 80.

Revisada la respuesta dada por la UEL del IDRD y el FDLSC, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL del IDRD y del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.
2.4.2.5. Contrato 01 de 2005. UEL DAMA

Contratista:
Universidad Nacional De Colombia
Clase  de Contrato:
Interventoria-Convenio Interadministrativo Uel Dama - Unad
Objeto: Realizar la Interventoría administrativa, Técnica y Financiera de los proyectos de inversión de los fondos de desarrollo local según el cuadro siguiente…
Valor total inicial:   
$261.429.680.oo
Valor San Cristóbal: 
$ 16.536.544.oo 
Valor auditado
$536.544.oo Proyecto1492 “Realizar acciones de saneamiento básico y educación ambiental” Componente: Educación ambiental en la localidad de San Cristóbal, suscrito con la UNAD.

Plazo:
13 meses






Fecha suscripción: 
30 de diciembre  de 2005


Acta de iniciación:
23 de enero de 2006 
Fecha terminación:    23 de enero de 2007
2.4.2.5.1. Se presenta inconsistencia en la emisión de Certificados de Registro Presupuestal identificados con los números 758, 759, 158 y 159, por cuanto en dichos certificados, se registra el número de contrato 081, cuando el que se perfeccionó fue el  contrato No. 01, transgrediendo lo establecido en la Ley 87 de 1993, artículo 2, literal e “Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y los registros”.
La propuesta que inicialmente presenta el contratista (contrato No. 030 de 2005 celebrado entre el DAMA y la UNAD) y formulada por el DAMA en los términos de referencia y en el convenio, fue cambiada o reformulada por la UNAD, sin que exista evidencia que justifique el cambio. Por lo expuesto no se está cumpliendo estrictamente con lo estipulado en el contrato, hecho que transgrede los artículos  25 y 26 Ley 80 de 1993.

El acta de suspensión del convenio No. 030 celebrado entre el DAMA y la UNAD, se firmó el 27 de junio de 2006 y el acta de reiniciación de actividades el 17 de julio de 2006. 

En los documentos que aparecen en las carpetas se evidenció que el plazo inicialmente pactado en el contrato (8 meses), no fue prorrogado, de acuerdo a la suspensión de tres semanas.

De lo anterior se infiere que no se está cumpliendo estrictamente con lo estipulado en el artículo 209 de la Constitución, así como el artículo 14 numeral 1, las entidades tendrán la Dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato) y el numeral 4 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993.
La cláusula 7ª del convenio 30 establece: “El valor total estimado de este convenio es la suma de doscientos veintitrés millones doscientos treinta y un mil veintiocho pesos Moneda Corriente ($223.231.028 M/CTE), valor resultante de la sumatoria de los aportes de las partes, así A) La universidad aportará el equivalente a diecisiete millones quinientos ochenta y un mil trescientos ochenta y ocho pesos ($17.581.388) representados en talleres de formación general en temas ambientales, talleres de formulación de proyectos ambientales, papelería de gestión, la disposición de equipos e instalaciones, materiales de apoyo pedagógico y comunicacional, y en la asesoría y asistencia técnica prestada por parte del equipo de docentes que se requieran para garantizar la ejecución de los diferentes proyectos, de conformidad con la propuesta  presentada por la universidad”.
En ninguno de los informes de interventoría se relacionan los gastos efectuados por la Universidad durante la ejecución del contrato, aunque fueron solicitados por este ente de control, por lo que se infiere que no se está cumpliendo estrictamente con lo estipulado en el contrato, evidenciándose que la planeación fue deficiente, se denota además, falta de supervisión, control, coordinación, seguimiento y evaluación en la ejecución de este contrato, transgrediéndose presuntamente el artículo 209 de la Constitución y el artículo 14 numeral 1 (las entidades tendrán la Dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato) y el numeral 4 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993.

Revisada la respuesta dada por la UEL del DAMA, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL del DAMA.
2.4.2.6. Contrato 027 de 2005
Contratista:
Universidad Distrital Francisco Jose de Caldas
Clase  contrato: Convenio ínter administrativo 
Objeto: Adelantar la ejecución de los siguientes proyectos: 1) proyecto 2423  “apoyo a seguimiento y monitoreo  de calidad ambiental, residuos sólidos y saneamiento ambiental en la localidad de Antonio Nariño por valor total de   $457.490.100.oo; 2) proyecto 1481 “realización de procesos pedagógicos para el manejo y disposición de residuos sólidos y protección integral del medio ambiente, componente desarrollo y consolidación de proyectos auto sostenibles para el tratamiento de residuos sólidos en la localidad de Teusaquillo” por un monto de $93.000.000.oo 3) proyecto 1492 “realizar acciones de saneamiento básico y educación ambiental, componente contaminación visual y sonora en la localidad de San Cristóbal”, por un monto de $89.000.000.oo 4) proyecto 1480 “sensibilización comunitaria para la mitigación del impacto ambiental caminatas ecológicas en la localidad de Santa Fe” por un monto de $67.000.000.oo 5) proyecto 1301 “conformación de la unida ambiental componente sensibilización y diagnóstico localidad de Fontibón por un  monto de $40.000.000.oo. 
Valor total:

$746.490.100.oo
Valor San Cristóbal
$  89.000.000.oo 

Plazo:

1 año






Fecha suscripción: 29 de diciembre  de 2005


Acta de iniciación:
23 de enero de 2006  
Fecha terminación: 
22 de enero de 2007
2.4.2.6.1. Una vez revisados los documentos soportes se encontró que el Acta de Iniciación del 23 de enero de 2006 (formato No. T-1), sí establece el plazo de doce (12) meses, sin embargo, en el folio 313 “Acta de Iniciación del proyecto 1492”  elaborado por el DAMA, se contempla como plazo del mismo ocho meses (8), como también en el FORMATO No. E-10  del DAMA “Informe Mensual de Interventoría” 

De lo anterior se infiere que el plazo previsto inicialmente en el contrato en la cláusula tercera, no se está teniendo en cuenta ni por el contratista ni por la interventoría, lo que evidencia falta de control, seguimiento y supervisión en la ejecución del contrato, transgrediéndose presuntamente los artículos 14 numeral 1 y el artículo 25 numeral 4de la Ley 80 de 1993.

La oficina de planeación de la Alcaldía Local de San Cristóbal radicó el proyecto No. 1492  “Realizar acciones de Diagnóstico, Control y Seguimiento ambiental de contaminación sonora y visual en la Localidad de San Cristóbal”  en el que se relacionan en el folio 261 numeral 6 los Objetivos General y Específicos del proyecto. También en el folio  252 plantean otros Objetivos General y Específicos; lo mismo sucede con los indicadores, la unidad de medida y las metas. 

Para esta Contraloría no es claro, cuál es el proyecto realmente presentado por el FDLSC y viabilizado por la UEL ya que en los  registros se presenta información diferente. Lo que determina que la formulación del proyecto no es clara, denotándose falta de planeación en la elaboración del mismo.
La Resolución No. 307843 de 2005 “Por la cual se declara desierta una convocatoria pública”, expedida por el DAMA, se expidió el treinta (30) de diciembre de 2005, sin embargo, el convenio interadministrativo se perfeccionó el 29 de diciembre de 2005, es decir un día antes de declararse desierta la convocatoria. Igualmente, en los soportes contenidos en las carpetas, no queda claro si se realizó convocatoria pública, la única propuesta o invitación que aparece para contratar es la de la Universidad Distrital.

Por lo anterior se transgrede el artículo16, del Decreto 2170 de 2002, toda vez que adelantaron el proceso de contratación directa, con antelación a la declaratoria de desierta de la Licitación o concurso, para el contrato convenio interadministrativo No. 027 de 2005, suscrito entre la UEL DAMA  y la Universidad Distrital Francisco Jose de Caldas.

Analizados los soportes del convenio, no aparece ninguno  en el que la Alcaldesa Local ejerza la supervisión general de los contratos, como lo establece el artículo 36 del Decreto Distrital 854 de 2001, que indica  “Delegar en los Alcaldes Locales de Bogotá D.C., la gerencia general de los proyectos y la supervisión general de  los contratos que se adelanten con cargo a los recursos de los Fondos de Desarrollo Local; así como la interventoría de los contratos según criterio de la UEL, como parte del proceso de viabilización de los proyectos de inversión local y conforme a la capacidad técnica local”. 

En  la cláusula séptima: valor del convenio y forma de pago se establece que el valor total de este convenio es de $821.139.100.oo, valor resultante de la sumatoria de los aportes de las partes, así: A) La Universidad aportará el equivalente a $74.649.010 representados en la disposición de equipos e instalaciones, materiales de apoyo pedagógico y comunicacional, y en asesoría y asistencia técnica prestada por parte del equipo de docentes que se requieran para garantizar la ejecución de los diferentes proyectos, de conformidad con la propuesta presentada por la Universidad. B) por parte de los Fondos de Desarrollo Local: $746.490.100 m/cte para la ejecución de los proyectos de que trata el objeto de este convenio. El DAMA efectuará dos (2) pagos de 40% una vez ejecutadas el 40% y el 80% de las actividades  y un (1) pago de 20% de acuerdo con los términos de referencia”. 

El 22 de marzo de 2006, las partes suscribieron un otrosi modificatorio de las cláusulas séptima y novena. Los soportes que reposan en las carpetas, están incompletos y no se pudo verificar toda la información.  

Del total de recursos aportados al convenio por la Universidad ($74.649.010),  no se desglosan los valores asignados a cada localidad, ni los ítems específicos en que se van a invertir o se invirtieron. Por tal motivo es necesario que se establezca la relación de gastos en que ha incurrido esta institución y la proyección de los mismos, de no haberse ejecutado.

De lo anterior se infiere que no se está cumpliendo estrictamente con lo estipulado en el contrato, evidenciándose que la planeación fue deficiente, se denota además, falta de supervisión, control, coordinación, seguimiento y evaluación en la ejecución de este contrato, transgrediéndose presuntamente los artículos 14 numeral 1 y el artículo 25 numeral 4de la Ley 80 de 1993.

Revisada la respuesta dada por la UEL del DAMA, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL del DAMA.
2.4.2.7. Contrato 030 de 2005

Contratista:
UNAD, para La ejecución de proyectos ambientales.
Clase  de contrato:  Convenio interadministrativo 
Objeto: Adelantar la ejecución de los siguientes proyectos: 1) 1492 “realizar acciones de saneamiento básico y educación ambiental. componente 2: PRAES en la  localidad de San Cristóbal”, y 2). No. 2423  “apoyo seguimiento y monitoreo  de la calidad ambiental en la localidad, residuos sólidos y saneamiento ambiental en la localidad componente: PRAES” de la localidad Antonio Nariño” 
Valor total:

$223.231.028
Aportes Universidad 
$   17.581.388
Aporte FDL

$   95.365.440
Plazo:

8 meses






Fecha suscripción: 
30 de diciembre  de 2005


Acta de iniciación:
28 de febrero de 2006 
Fecha terminación:   
27 de octubre de 2006
2.4.2.7.1. El Valor del convenio según la cláusula séptima es de $223.231.028 m/cte), valor resultante de la sumatoria de los aportes de las partes, así a) La universidad aportará $17.581.388 representados en talleres de formación general en temas ambientales, talleres de formulación de proyectos ambientales, papelería de gestión, la disposición de equipos e instalaciones, materiales de apoyo pedagógico y comunicacional, y en la asesoría y asistencia técnica prestada por parte del equipo de docentes que se requieran para garantizar la ejecución de los diferentes proyectos, de conformidad con la propuesta  presentada por  la universidad.

Del total de recursos aportados al convenio por la Universidad,  no se desglosan los valores asignados a cada localidad, ni los ítems específicos en que se van a invertir o se invirtieron. Por tal motivo es necesario que se establezca la relación de gastos en que ha incurrido esta institución y la proyección de los mismos, de no haberse ejecutado.

De lo anterior se infiere que no se está cumpliendo estrictamente con lo estipulado en el contrato, evidenciándose que la planeación fue deficiente, se denota además, falta de supervisión, control, coordinación, seguimiento y evaluación en la ejecución de este contrato, transgrediéndose presuntamente los artículos 14 numeral 1 y el artículo 25 numeral 4de la Ley 80 de 1993.

En los soportes contenidos en las carpetas, no queda claro si se realizó convocatoria pública o no, la única propuesta o invitación que aparece para contratar es la que se le hace a la UNAD. Los términos de referencia se establecen en diciembre de 2005, sin fijar el día de iniciación de la convocatoria, pero en el numeral 1.7. cierre de la convocatoria, sí se  establece el día 15 de diciembre de 2005 a las 5:30 p.m. ,sin embargo, el DAMA invita a la UNAD a presentar propuesta el 14 de diciembre de 2006, un día antes de l cierre de la convocatoria.
Con la Orden de pago No. 312 de mayo 12 de 2006, el Fondo de Desarrollo Local de San Cristóbal UEL DAMA, cancela el valor de $28.609.632.oo,  En el formato No. E-10 “Informe Mensual de Interventoría”, se relaciona como plazo: siete (7) meses, cuando en el contrato No. 030 de diciembre 30 de 2005, se pactó el plazo de ocho (8) meses, igualmente sucede con el plazo que se establece en los términos de referencia (7 meses) y en el contrato (8 meses).

Este hecho genera confusión frente a los plazos establecidos. Así mismo, la cuenta de cobro presentada por la UNAD, no tiene fecha de emisión, por lo que se  incumple la Ley 87 de 1993, articulo literal e. “Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información de los registros”.

La formulación del proyecto elaborado por el FDLSC, es confuso, por cuanto en la población objetivo se relaciona lo siguiente: Estudiantes de colegios locales son 225 o 270; profesores y padres de familia son 270 o 260; líderes ambiéntales son 18 o 30. Total población objetivo son 270 o 360, además, unas cifras se registran a mano y otras a computador. El cuadro estimado de costos, planteado en el proyecto,  es diferente a la propuesta de la UNAD.

La formulación de los proyectos de los FDL, deben ser cuidadosamente revisados en la UEL para que se viabilicen. De lo anterior se observa que falta mayor control por parte de la UEL, en este aspecto. . Lo que determina que la formulación del proyecto no es clara, denotándose falta de planeación en la elaboración del mismo.
Revisada la respuesta dada por la UEL del DAMA, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL del DAMA.
2.5.
USME

2.5.1.
Análisis del  Plan de Desarrollo

En este eje se destaca el programa “Hábitat  desde los barrios y las UPZ”, al cual se le asignaron $3.287.6 millones, realizando compromisos por $3.196.2 millones, su ejecución real fue de $1.151.7 millones (35.0%) resultante de la comparación de los recursos comprometidos frente a los giros efectuados, estos antecedentes demuestran el poco o bajo nivel de cumplimiento de las metas programadas para la vigencia del 2005.

CUADRO No 8
EJECUCION DE GASTOS- EJE URRBANO REGIONAL

(Millones de pesos)

	No. PROYECTO
	PROGRAMA
	PTO

DEF/VO
	VALOR

GIRADO
	% EJEC

	6493
	Hábitat desde los barrios y las UPZ. Gestionar la construcción adecuación y mantenimiento de vías locales
	1.671.0
	822.8
	49.2

	0106
	Hábitat desde los barrios y las UPZ. Terminación y/o construcción de la infraestructura comunitaria local
	723.7
	328.9
	45.5


Fuente: Presupuesto de USME 2005

Los once (11) proyectos restantes distribuidos en cinco programas con un presupuesto de $1.647.4 millones y compromisos por $1.528.4 millones, no registraron ningún giro, por consiguiente la ejecución real fue de cero, puesto que solamente se limitaron a comprometer recursos con el fin copar el presupuesto asignado para desarrollarlo en la vigencia del 2006.

Realizado el análisis de los programas planteados en el Eje Urbano Regional  se pudo establecer que este contiene cuatro programas, los cuales se evalúan a continuación junto con cada uno de los proyectos que hacen parte.
2.5.1.1. Mantenimiento, mejoramiento y rehabilitación de la malla vial local 

Se fijó una meta que consiste en realizar de mantenimiento a 6.250 metros cuadrados en el cuatrienio, para lo cual se asignó un presupuesto de $1.671  millones y se suscribieron dos convenios inter administrativos con el IDU. El No. 033 de junio 20 de 2006 de cofinanciación en el cual el IDU aporta el mismo valor de la alcaldía local, por valor total en aportes de $1.127.5 millones y el 050 de 2005 con aportes realizados por la alcaldía, en un monto de $564 millones para el programa de la brigada de reacción vial IDU-SOP, como parte de este convenio se celebraron contratos con el consorcio Vías Locales  para el alquiler de maquinaria, suministro de materiales pétreos, emulsión y mezcla asfáltica y suministro de personal para la ejecución de los contratos. 

Adicionalmente el fondo de desarrollo local suscribió un contrato con la firma Parque Maquinaria, en octubre de 2005, en donde se realizó el mantenimiento parcial de las vías rurales de la localidad. 
La localidad de Usme abarca una superficie total de 11.904 hectáreas y sus principales vías son la calle 48 sur, la Av. Boyacá, la Autopista a Villavicencio, la Troncal de la Caracas y la carretera a Usme. La localidad cuenta con 576 kilómetros de carriles que corresponden al 4% de la Malla Vial de Bogotá. El 57% de las vías de Usme se encuentran en afirmado, el 22% están construidas en pavimento rígido, el 21% en pavimento flexible y el 1% restante en otros materiales. La condición actual de las vías de la localidad, calificada con el Índice de Condición de Pavimento de los segmentos que la conforman, muestra que tan sólo el 13% de ellas se encuentran en buen estado mientras que el 63% son de difícil tránsito. 

En la zona rural se intervinieron 68.75 Km., es decir las vías de las veredas Uval, Soches  Destino, Hato, Andes,  Requilina, Olarte y Chiguaza. De acuerdo a lo expresado por la alcaldía la selección de las vías se hizo con base en concertaciones con la comunidad, según acta de enero de 2005.    

Si se tiene en cuenta la situación descrita en las vías los convenios suscritos para el 2005; 033 y  050 de 2005, solamente se empezaron a ejecutar en el 2006, el número de los segmentos viales ha intervenir frente al estado y número de vías es muy bajo. El estado de algunas de las vías intervenidas en la zona rural es deficiente, como lo constato la auditoria en visita realizada a las vías de la vereda el Hato, lo anterior dificulta el transporte de los niños a los diferentes centros educativos y los productos para su comercialización. 
En la zona urbana la alcaldía determino la priorización en la intervención de las vías con base en un estudio de la Universidad Nacional, y la propuesta por el IDU, de acuerdo a  sus estudios. Se requiere mayor participación de la comunidad en la concertación de los proyectos y en general las vías ha intervenir, tal como lo establece el Acuerdo 13 del 2000, articulo 15. No se pudo determinar específicamente el avance de la meta planteada para el 2006, solamente se determinó que el IDU interviene 45 segmentos viales con recursos del 2005. 

No se evidenció por parte del FDLU un diagnostico del estado actual de la malla vial local concertado previamente con la comunidad.

Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.5.1.2. Terminación de vías inconclusas 

A pesar que la localidad tiene un gran número de vías  inconclusas y ser un objetivo en el Plan de Desarrollo Local, no se contempla meta alguna ni se apropian recursos para este tipo de inversiones, situación que indica falta de planeación y desconocimiento de la realidad de la localidad y sus necesidades, contraviniendo  lo establecido en el Acuerdo 13 del 2000, Articulo15, y lo expresado Plan de desarrollo “Usme sin indiferencia”. 
Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.5.1.3. Cofinanciar la construcción y rehabilitación de los corredores de movilidad local

A pesar del mal estado de la malla vial local y de que el Plan de Desarrollo Local contempla la Construcción de 4.88 Kilómetros carril  en el cuatrienio, no se apropió presupuesto para la vigencia 2005. No es claro como se aprueba un Plan de Desarrollo, donde se han incluido programas a los cuales no se les asigna presupuesto durante el periodo de vigencia del Plan.  

2.5.1.4. Cofinanciar la construcción de la plataforma logística del Plan Maestro de Abastecimiento y/o centro de acopio o CIPA

La meta consistía en cofinanciar la implementación del Centro de Acopio de la Localidad o CIPA, para lo cual se asigno un presupuesto de $ 50 millones.
El Fondo de Desarrollo Local suscribió el convenio interadministrativo No 009-28-12-05 con la Universidad Distrital UD, por valor de $45.9 millones para realizar un estudio de oferta de alimentos y caracterización de actores de las cadenas de abastecimiento, oferta de  abastecimiento, el cual esta asesorado por la UESP y el Programa Bogota sin hambre, con un tiempo de duración de 4 meses. El convenio a diciembre 31 de 2005 solamente se había perfeccionado y no se había iniciado su ejecución, por 
que se requiere mayor supervisión de la representante de la administración Local.   

2.5.1.5. Apoyar la  reubicación de vendedores ambulantes

La meta consistía en brindar apoyo anual a un programa de reubicación de vendedores ambulantes.

El proyecto no se realizó a pesar de que la localidad presenta un problema crítico con los vendedores ambulantes de la localidad y aunque se ha presupuestado una partida de $80 millones. Finalmente la Alcaldía solo informó que llevó a cabo procesos de concertación con los vendedores ambulantes, sin embargo no se aporto a la Contraloría ningún documento que demostrara estas gestiones. El Plan de Desarrollo no se ejecuta de manera adecuada argumentando que los recursos son insuficientes para llevar a cabo un proceso de reubicación. Así mismo se evidencia la falta de seguimiento a la ejecución del Plan de Desarrollo por parte de la oficina de Planeación y el Comité Local de Planeación, contraviniendo lo establecido en el acuerdo 13 que señala que dicho comité debe hacer seguimiento a la ejecución del mencionado plan. 
2.5.1.6 Adquirir lotes de terreno para el  mejoramiento de infraestructura de espacios recreativos y deportivos.

Una de las metas contempla la adquisición de predios para parques en la UPZ 52  y 56

Se suscribió el convenio interadministrativo de cofinanciación No 018  de 2005 con la UNAD el 30-12-05 con recursos del FDL por $333.9 millones discriminados de la siguiente forma: El FDLU aporta $302.9 millones y la UNAD $31 millones, con un plazo de 6 meses. El objeto de dicho contrato es intervenir setenta y cinco viviendas en la localidad de Usme tanto del sector urbano como del rural con el propósito de hacer un mejoramiento de la vivienda de acuerdo a las condiciones que se requieran para su mayor habitabilidad  

Sin embargo el convenio 018 de 2005 se encuentra terminado y liquidado por mutuo acuerdo mediante acta del 15 de junio de 2006 dada la imposibilidad legal de la Universidad para llevar a cabo la ejecución del objeto contractual, lo anterior muestra que los antecedentes y los estudios que conducen a establecer convenios no son adecuados acarreando costos sociales y perdidas para la localidad por falta de gestión y ejecución adecuada de los convenios.  
En la UPZ 52 se entregó como espacio público un predio en el Barrio Villa Diana donde se proyecta construir un parque con recursos que se apropien en el 2006.
La segunda meta contempla la terminación o el mejoramiento de 2 parques vecinales inconclusos

Se suscribió el contrato No 039 del 27-12-06 y se realizó la adición No 01 por valor de $310.2 millones cuyo objeto es la adquisición de predios y adecuación de parque de la localidad. A diciembre 31 de 2005 el contrato se encontraba en ejecución.

De acuerdo con la información suministrada por la Alcaldesa, se rehabilitaron los parques de la Aurora y la Fortaleza, en visita Técnica realizada al parque del Barrio la Fortaleza,  se evidenció que no se ha terminado la obra, y la cancha que se construyó presenta aposamientos. En este mismo sentido se pronuncio un miembro de la junta de acción comunal del barrio la Fortaleza en la sesión del comité de control social del mes de octubre.  

2.5.1.7. Terminar la infraestructura de espacios comunitarios, culturales y organizaciones comunitarias

En cumplimiento de la meta: “terminar 2 salones inconclusos cada año hasta completar 6 en el cuatrienio, a través del proyecto No 106 terminación y/o construcción de la infraestructura comunitaria local”, se suscribieron los siguientes contratos:

- Contrato de asesora No 04 – 05 – 08 – 10 – 11- 16 – 18- 19- 20 – 064

- Contrato de obra publica No 101 01/07/2005

- Contrato UEL – DACCD No 10 12/04/2005

- Adición y prorroga del salón Comunal Lorenzo Alcantuz No 07/04

- Contrato UEL – DACCD No 05/004/05

- Contrato UEL – DACCD No 05-021-05

- Contrato UEL – DACCD No 09 del 23/05/005

- Contrato UEL – DACCD No 09 del 23/05/2005

Se terminaron los salones comunales de la Fiscala, Brasilia, Lorenzo, Alcantuz, Barranquillita y Esperanza Sur oriental. Se encuentran en ejecución los salones de los barrios, El Progreso, Villa Nelly y el Nuevo Porvenir.

2.5.1.8. Apoyar la reubicación de familias en alto riesgo no mitigable

La meta consistió en el apoyo al reasentamiento de 25 familias al año en alto riesgo no mitigable. En el año 2004 se realizó un convenio interadministrativo de cofinanciación con la Caja de la Vivienda Popular No. 086 de 2004, para llevar a cabo la reubicación de familias en alto riesgo de la localidad. En el marco de este convenio se giraron $400 millones a través de la orden de pago No 117 de marzo 14/05. Estos recursos a la fecha no han podido ejecutarse por dificultades técnicas de la Caja de la Vivienda; por lo cual resulta imposible apropiar los recursos de 2005 a este propósito.

La meta del proyecto no se realizó a pasar de las características de la localidad de USME que presenta un gran número de zonas de alto riesgo, e incumpliendo el articulo 10 de Plan de Desarrollo Local mencionado. Adicionalmente la Alcaldía informó que esta pendiente el giro por $400 millones de pesos de un Convenio suscrito en el 2004 con la Caja de Vivienda Popular para llevar a cabo la reubicación de familias en alto grado de riesgo de la Localidad. No se evidenció gestión alguna por parte de la administración local para concertar una solución al problema planteado.
Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.

2.5.1.9. Fortalecimiento del Pacto de Bordes del Parque Entre Nubes, Cerros Orientales y Zona de Expansión

La meta consiste en consolidar la firma de tres pactos de bordes en la zona de expansión, el presupuesto inicial asignado fue de $80 millones, finalmente se le asignaron $67.9 millones.
Se suscribió el contrato No 015 de 2005 con la firma Unión temporal PIDUR FUNANBIENTE, por un valor de $67.9 millones, con un plazo de 6 meses la interventoría la realiza Diego Ramiro García Bejarano mediante contrato de prestación de servicio CPS 034-2005 por valor de $9 millones.
El contrato en mención busca realizar un pacto de bordes que determine los compromisos de la administración para acompañar a los campesinos en la construcción de un borde en el área de transición entre áreas de uso rural y uso urbano en las áreas del Uval y la Requilina. El contrato de consultaría se encuentra en ejecución por lo tanto no ha sido entregado el producto final.  Se han realizado hasta ahora una serie de encuestas a las comunidades mencionadas. De acuerdo a lo informado por la delegada de la alcaldía para el seguimiento al contrato, la principal dificultad para realizar pacto de bordes, es la dificultad para conseguir la franja de tierra necesaria para implementarla.

2.5.1.10. Apoyar el mejoramiento de Vivienda Urbana y Rural

La meta consistía en la cofinanciación anual de un programa de mejoramiento de vivienda  y saneamiento básico, e inicialmente se le asignó un presupuesto de      $302.9 Millones. Para la ejecución se suscribió el convenio 018 de 2005 Universidad Abierta y a Distancia UNAD con un plazo de ejecución de 6 meses 

Se suscribió el convenio interadministrativo de cofinanciación No 018  de 2005 con la UNAD el 30-12-05 con recursos del FDL por $ 333.9 millones discriminados de la siguiente forma el FDLU aporta $302.9 millones y la UNAD $31 millones, con un plazo de 6 meses. El objeto de dicho contrato es intervenir setenta y cinco viviendas en la localidad de Usme tanto del sector urbano como del rural con el propósito de hacer un mejoramiento de la vivienda de acuerdo a las condiciones que se requieran para su mayor habitabilidad  

Sin embargo el convenio 018 de 2005 se encuentra terminado y liquidado por mutuo acuerdo mediante acta del 15 de junio de 2006 por la imposibilidad legal de la Universidad para llevar a cabo la ejecución del objeto contractual. Lo anterior muestra que los antecedentes y los estudios que conducen a establecer convenios no son adecuados acarreando costos sociales y perdidas para la localidad por falta de gestión y ejecución adecuada de los convenios. 
Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.

2.5.1.11 Apoyar al reasentamiento productivo de pequeños propietarios en la zona de expansión urbana

Meta: Apoyar un programa de reasentamiento productivo de pequeños propietarios de la zona de expansión urbana del Distrito.

Presupuesto programado $92.8 millones de los cuales se asignaron $69 millones, se suscribió el contrato No 05-12-05 con Oscar Castiblanco Patiño  y se suscribió el contrato de consultaría. 
El contrato se inició hasta el mes de febrero de 2006 a pesar de haberse firmado en el mes de diciembre de 2005. Como actividades desarrolladas, en el mes de febrero se elaboró el plan de trabajo y el cronograma de actividades, entre febrero y marzo, el documento de indicadores y estrategias de seguimiento, además se elaboro el diagnostico participativo de las formas de subsistencia y potencialidades productivas. El consultor entregó un primer documento el cual se encuentra en ajustes, por lo que este ente de control no pudo acceder a dicho documento. 

2.5.1.12 Cofinanciar la construcción de la plataforma logística del Plan Maestro de Abastecimiento y/o centro de acopio o CIPA.
La meta consistía en cofinanciar la implementación del centro de acopio de la localidad.
El Fondo suscribió el convenio interadministrativo No 009-28-12-05 con la Universidad Distrital por valor de $45.9 millones para realizar un estudio de oferta de alimentos y caracterización de actores de las cadenas de abastecimiento oferta de  abastecimiento, el cual esta asesorado por la UESP y el Programa Bogota sin Hambre, con un tiempo de duración de 4 meses. A diciembre 31/05 el convenio solamente se había perfeccionado y no se había iniciado su ejecución  por lo cual no fue posible evaluar su avance.
2.5.1.13. Asistencia técnica y agropecuaria local

La meta consistió en mantener  la cobertura actual de 750 familias atendidas, en programas  de asistencia técnica agropecuaria garantizando equidad en el acceso a los servicios. El presupuesto asignado fue de $150 millones.
Se suscribió el convenio interadministrativo No 22 de 2005 con la Universidad Distrital con recursos del FDLU, por $95 millones y se firmo el contrato de obra No 020 de 2005 con el consorcio Ingeniería Ambiental por valor de $35 millones. Con estos compromisos se adelanta la implementación del programa de asistencia técnica  y un vivero que hace parte de la ejecución del programa.   

Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.

2.5.1.14. Recuperar las Cuencas Hidrográficas, zonas de cauces y zonas de manejo y preservación ambiental

La meta consistía en ejecutar un programa que permita vincular la preservación ambiental con el mejoramiento de la situación alimentaría rural. Presupuesto $78.4 millones, finalmente se le asignaron $ 69.1 millones

Se suscribió el contrato de consultoría 05-14-05 con Jesús Libardo Riveros Sarmiento para la recuperación de cuencas, además con la ULATA se tiene incluido un técnico que apoye el logro de la meta.

2.5.1.15 Optimizar los procesos de abastecimiento y producción agrícola

La meta consistió en cofinanciar la implementación del centro de acopio de la localidad, presupuesto asignado: $92.8 millones, finalmente se asignaron                        $84.3 millones.
Contratos suscritos: Convenio interadministrativo No 010 de 2005 entre la Universidad  Distrital y el FDLU con un plazo de 8 meses, se suscribió el contrato de interventoría No 51805 de 2005 por valor de $6 millones con Guillermo Enrique Montaño.
El convenio 007 de 2005 se suscribió con la Universidad Distrital, para desarrollar la asistencia técnica, agropecuaria y ambiental de la localidad sin embargo dicho convenio solo se inicio hasta el 18 de abril de 2006, según acta de iniciación; requerida la explicación de este ente de control, la alcaldía argumento que la demora se originó por ajustes técnicos, debido a los nuevos lineamientos de política a los que se debían ajustar según lo normado por el  Dama.

No es claro para esta auditoria que dichos ajustes se hayan realizado con posterioridad a la firma del convenio, es decir las reuniones para establecer los aspectos jurídicos y administrativos. Solo se realizaron en el mes de marzo lo cual afecta la ejecución del proyecto y de manera directa a los 4.500 campesinos que en principio se van a beneficiar con el proyecto.  

Revisada la respuesta dada por el FDLU, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.

 2.5.1.16 Fortalecer procesos productivos para la generación de ingresos en los habitantes de la localidad

La meta es vincular y capacitar a 250 personas para brindarles la oportunidad de generar ingresos. El presupuesto asignado fue de $340.3 millones, finalmente se le asignaron $325.3 millones. Para la ejecución del proyecto se suscribió el convenio ínteradministrativo DACC - SENA No 78 de 2005, con un plazo de un año. El interventor del contrato es  Edgar Arturo Díaz Vinasco vinculado  mediante el contrato de prestación de servicio 035 de 2005 por valor de $9 millones. 

El convenio se empezó a ejecutar hasta septiembre del 2006 con la preinscripción de 1000 personas en los diferentes cursos de formación integral para el fomento del empleo. En el convenio no es claro el valor agregado que brinda la participación de la Universidad Distrital para el buen desarrollo del mismo y en general para la localidad. Al igual que en la mayoría de los convenios la labor de la interventoria es deficiente.

En general los convenios presentan deficiencias en su implementación, los interventores no tiene la experiencia suficiente o el conocimiento del tema adecuado para desarrollarse; como en el caso del Convenio 078 de 2005 suscrito entre SENA y el DACC, en el cual y a través de la correspondencia se evidencia al falta de idoneidad por parte de quien ejerce la interventoria.

Los objetos de los convenios no guardan relación con el objeto social de la entidad como en el caso del Convenio 018 de 2005 celebrado con la UNAD, el cual fue liquidado por no poderse ejecutar el objeto del contrato.  

2.5.2. Análisis presupuestal
Con un presupuesto definitivo de $4.042.0 millones y una participación de 16.9% del presupuesto total, se ejecutaron $1.151.7 millones (28.5%) de los $3.920.1 millones comprometidos, en especial en dos (2) proyectos correspondientes al programa Hábitat desde los barrios y las UZP, de un total de trece (13) programados para este eje, así:

- Proyecto No 6493 por $1.671.0 millones de los cuales realizaron pagos por $822.8 millones, distribuidos en $439.4 millones para finalizar obras del 2004 y $383.4 millones usados en la vigencia del 2005 en mantenimiento de corredores de movilidad local, brigadas de reacción vial, estudios y diseños de vías.

- El proyecto No 0106 por $723.7 millones, registra giros por $328.9 millones, con un nivel de ejecución por debajo del 50%. Durante el 2005 finalizó los contratos que venían del 2004 en los barrios Barranquillita, Fiscala, Esperanza sur oriental y Lorenzo Alcantuz. Las actividades programadas para el 2005 serán desarrolladas en el 2006 direccionadas a construcciones en los barrios El progreso, Villa Nelly y Nuevo porvenir. 
CUADRO No 9
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL EJE URBANO REGIONAL

(Millones de pesos)

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	PTO DEFINITIVO
	COM/SOS
	% EJEC. PTAL
	 GIROS
	% EJEC. CON GIROS

	3.3.1.12.02
	URBANO REGIONAL
	4,042.0
	3,920.1
	97.0
	1,151.7
	28.5

	3.3.1.12.02.11
	Hábitat desde los barrios y las UPZ
	3,287.6
	3,196.2
	97.2
	1,151.7
	35.0

	3.3.1.12.02.12
	Red de centralidades distritales
	92.8
	78.0
	84.1
	 0.0
	0.0

	3.3.1.12.02.13
	Sostenibilidad urbano rural
	228.5
	220.7
	96.6
	0.0
	0.0

	3.3.1.12.02.14
	Región integrada para el desarrollo
	92.8
	90.4
	97.4
	0.0
	0.0

	3.3.1.12.02.15
	Bogotá productiva
	340.3
	334.8
	98.4
	0.0
	0.0


Fuente: Presupuesto Localidad USME 2005

2.6.
TUNJUELITO

2.6.1. Análisis del Plan de Desarrollo

2.6.1.1. Malla Vial local

Según estadísticas del año 2005  (suministrada por la oficina de planeación del IDU), la Localidad sexta de Tunjuelito cuenta con 342 Km. carril de malla vial- arterial: 46 Km.-Carril, Intermedia: 74Km carril y Local 222 Km.-carril

La Inversión del año 2005 de la malla vías en esta Localidad fue de $3.240.52 millones. A diciembre 31 del año 2005 se ejecutó el 16 por ciento de los recursos y el valor girado a 31 de diciembre del 2005 fue de 2.974.00 millones

De conformidad con el Plan de Desarrollo Local 2005-2008, “Tunjuelito sin indiferencia: Saludable, Productivo e integrado a la ciudad”, en el año 2005 la inversión neta para nuevos proyectos se distribuyó en 35,1%.
Analizando la distribución de la inversión local en las 4 áreas para el desarrollo social, infraestructura, económica, la mayor parte de los recursos se destinó al área de infraestructura. El 39,7% se destinó para habilitar la malla vial local y el 31.1% para espacio público.
Proyecto 6006- Vigencia 2005 – Priorizacion vías componente 4. Programa mantenimiento de vías locales a través de la brigada de la reacción vial IDU -  SOP

CUADRO No 10
MANTENIMIENTO VIAL IDU - SOP
	GRUPO
	BARRIO
	DIRECCIÓN
	LONG
	POBLACIÓN FOCALIZADA

	5
	San Benito
	Calle 58 Sur (Carrera 16B- Carrera 18B)
	450
	100

	6
	San Benito
	Calle 58 Sur (Carrera 19a- Carrera 19B Bis)
	450
	100

	7
	San Benito
	Calle 57 Sur (Carrera 16B)
	200
	50

	8
	San Benito
	Calle 57 Sur (Carrera 19C- Carrera 19B)
	200
	50

	9
	Abrahan Lincoln
	Calle 52 Sur (Calle 12  Av Caracas)
	680
	200

	10
	San Carlos
	Calle 58 Sur Calle 55Sur con Calle 53 Sur
	300
	80

	11
	Tunjuelito
	Calle 53 Sur con Kra 7 y 7ª
	
	150


Fuente Fondo de Desarrollo Local Tunjuelito

CUADRO No 11
MANTENIMIENTO DE LA MALLA VIAL Y EL ESPACIO PÚBLICO EJECUTADAS – PROYECTO 6006
	BARRIO
	VIA
	LONG
	POBLACIÓN FOCALIZADA
	OBSERVACIÓN

	Venecia
	Carrera 54ª Diag 50B
	100
	50
	Ejecutado

	Tunal
	Diag 52b Sur Carrera 24C
	200
	150
	Ejecutado

	San Carlos
	Carrera 16C Calle 55Sur Calle 56 Sur
	150
	70
	Ejecutado

	Abrahán Lincoln
	Carrera 8ª Calle 51 Sur Calle 52 Sur
	60
	60
	Ejecutado

	Tunjuelito
	Calle 55 Sur con Kra 2ª
	60
	45
	Ejecutado


Fuente Fondo de Desarrollo Local Tunjuelito

2.6.1.2. Parques de bolsillo
Con el objeto de establecer una relación de parques de la localidad que permitiera  conocer su ubicación y clasificación, que aportara información sobre la ubicación geográfica de los parques de bolsillo de la localidad y posibles intervenciones efectuadas en materia de cerramientos, infraestructura o mobiliario, durante la vigencia de 2005, se acudió a información que fue suministrada por el Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte, entidad que a nivel Distrital posee el inventario de parques y zonas verdes del área metropolitana. Adicionalmente, a las posibles asignaciones presupuestales efectuadas por la Alcaldía de Tunjuelito a través del Fondo de desarrollo Local  o posibles proyectos puestos en ejecución con este objetivo.

Como resultado se logró establecer  lo siguiente:

La localidad cuenta con un total de quince (15) parques de bolsillo, ubicados en los siguientes puntos:

CUADRO  No 12
RELACION DE PARQUES DE BOLSILLO EN LA LOCALIDAD DE TUNJUELITO
	NOMBRE DEL PARQUE
	DIRECCION



	Fátima
	Diagonal 47 sur  entre carreras 55 y 56 

	San Carlos
	Carrera 18 y 18b calle 53 y diagonal 51 sur

	Urbanización La Laguna
	Carrera 52 con diagonal 50 sur costado oriental

	Tunal
	Calle 48b sur y carrera 23b

	San Vicente
	Diagonal 52a surcalle 52ª sur carrera 27

	El Redentor
	Avenida Boyacá,  Avenida Gaitan Cortes esquina sur occidental

	Rincón de Nuevo Muzu
	Costado sur de la Diagonal 52 sur entre carreras 61 y 61ª

	Rincón de Nuevo Muzu
	Costado sur de la Diagonal 52 sur entre carrera 61a y carrera 62

	Rincón de Nuevo Muzu
	Costado nororiental de la carrera 62a con Diagonal 52a sur

	Rincón de Nuevo Muzu
	Costado sur  de la Diagonal 52 sur entre la carrera 62 y carrera 62ª

	Rincón de Nuevo Muzu
	Costado norte de la Diagonal 52b entre carrera 61a y carrera 62

	Urbanización Nuevo Muzu ll sector 2ª Etapa
	Carrera 59 y Diagonal 52 sur costado Sur Oriental

	Urbanización San Carlos Norte
	Costado Norte de la Diagonal 48 sur con prolongación de la carrera 19ª

	Urbanización el Triangulo
	Barrio Venecia

	Urbanización El Triangulo
	Barrio Venecia


Fuente: Instituto Para La Recreación y El Deporte. Inventario de Parques 2006

Durante las vigencias correspondientes a la vigencia 2005 no se asignaron recursos ni se estableció partida presupuestal alguna para la intervención de los parques de la localidad.
2.6.2. Evaluación de la contratación
2.6.2.1.  Convenio Nº 048 de 2005  IDU – UEL y La Unión Temporal Beta;  Objeto: Contratar el suministro de materiales destinado para el mantenimiento de vías locales a través del programa brigada de reacción vial IDU – SOP. 

CUADRO No 13
MATERIALES CONTRATADOS

	CONTRATO
	OBJETO
	VALOR

	191/2005
	Suministro de mezclas asfálticas.
	$682.334.175.00

	100/2005
	Suministro de materiales pétreos 
	110.750.645.00

	87/2005
	Suministro de personal
	72.000.000.00

	90/2005
	Suministro de emulsión
	33.448.185.00

	215/05
	Alquiler de maquinaria
	167.240.767.00

	99/2005
	Suministro de materiales 
	16.720.000.00

	113/05
	Interventoría Técnica
	32.444709.00

	Total
	$1.114.938.449.00


   Fuente: Instituto Para La Recreación y El Deporte. Inventario de Parques 2006

CUADRO No 14
CONTRATACION DE MAQUINARIA CONVENIO 048/05
	ESPECIFICACION
	PRESUPUESTADO
	EJECUTADO
	PORCENTAJE

	Maquinaria
	167.240,767
	120.986,896
	72.34 

	Ferretería
	16.720.00
	2.445,567
	14.63

	Personal
	72.000.000
	24.326,413
	33.79

	Materiales pétreos
	110. 750.645
	17.383.820
	15.70

	Mezcla asfáltica
	682.334.175
	285.495.997
	41.84

	Emulsión asfáltica
	33.448.153
	11.865.243
	35.47


2.6.2.1.1 Como se observa en el cuadro No. 14, el rubro para maquinaria se encuentra ejecutado en un 72.34%, mientras que los demás rubros no alcanzan siquiera el 50%. Esto evidencia que antes de terminarse de ejecutar dicho proyecto el rubro de maquinaria se agotaría primero que los demás rubros, lo que evidencia una falta de planeación coordinación y dirección de los proyecto ejecutados, tanto por el FDLT y el IDU.

Existe presunta violación del Artículo 3º de la Ley 80 de 1993, tanto de parte de quienes administran el sector publico a través de su representante, como del interventor de dicho contrato. En este sentido el Articulo 3º de la Ley 80 de 1993, señala “Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que, además de obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado, colaboran con ella para el logro de sus fines”, es así como tanto el  IDU – UEL y la UNIÓN TEMPORAL BETA al no planear ni prever situaciones que pudieran impedir la consecución del contrato violan la normatividad comentada.

El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.1.2. Existe gran diferencia entre lo programado y lo ejecutado, evidenciándose que el contratista no cumple con el objeto del contrato en lo referente a ferretería, personal, materiales pétreos, mezcla asfáltica y emulsión asfáltica. Esto debido a que siempre presenta inconvenientes en la parte concerniente a maquinaria, causa que le impide cumplir con los tiempos programados. 
Es evidente la violación del Articulo 26 de la Ley 80 de 1993, toda vez que al no presentarse una adecuada planeación en la ejecución del contrato y al no tomarse las medidas pertinentes se viola el principio de responsabilidad que señala que “los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato”. 
El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.1.3. Los rubros correspondientes a lo presupuestado pertenecen a la vigencia fiscal 2005, sin embargo a septiembre de 2006 todos los rubros, excepto maquinaria, no alcanzan una ejecución superior al 42 %, lo que hace suponer que es materialmente imposible la terminación y ejecución de dichos rubros en la vigencia de 2006, presentándose un cruce en la ejecución presupuestal 2005-2006.
Lo anterior, transgrede lo normado en el Decreto 914 de 1996, puesto que no cumple los acometidos del Programa anual Mensualizado de Caja (PAC) que exige de la administración pública, una programación mensualizada de la ejecución presupuestal. Es claro que las normas presupuestales han previsto la manera de cancelar los compromisos durante la vigencia fiscal en la cual se contraen y prevén que solo es posible cancelar aquellos compromisos originados en vigencias fiscales anteriores con cargo al presupuesto vigente, que en su oportunidad se adquirieron con formalidades legales y contaron con apropiación presupuestal disponible o sin comprometer, que las amparaban dado que se prohíbe tramitar actos administrativos que afecten gastos cuando no reúnan los requisitos de Ley.

El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.1.4 Se presenta incumplimiento parcial del contrato IDU-UEL 215,  toda vez que el contratista de la maquinaria no realiza de manera oportuna el alquiler de la misma, obstruyendo de esta manera el desarrollo del contrato. Se evidencia que el IDU no da cumplimiento al seguimiento contractual, pues no ha dado alcance a la solicitud de la interventoria en el sentido de hacer cumplir la cláusula 10, numeral 5. De igual forma, se presentan improvisaciones que no guardan relación alguna con las programaciones, como es el caso del alquiler de una camioneta para el transporte de herramientas menores y la utilización de una plancha vibratoria (rana).
Es deber del IDU y la UEL responder por el cumplimiento del contrato toda vez que existe requerimiento por parte del interventor, solicitando se tomen las medidas pertinentes para solucionar los inconvenientes del contrato y se solicita además incorporar los recursos necesarios que permitan su pronta ejecución. En este orden de ideas es flagrante la violación del Articulo 51 de la Ley 80 de 1993 en cuanto a la responsabilidad de los servidores publico que a letra señala “El servidor publico responderá disciplinaria, civil y penalmente por sus acciones u omisiones en la actuación contractual en los términos de la constitución y la Ley”. 

El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.1.5  Se presentan falencias en cada uno de los contratos evidenciados en el informe “sisoma” y los informes solicitados por la interventoria no son entregados de manera oportuna, como es el caso de las pruebas de laboratorio.
Todo lo anterior, genera riesgos, debido a que no se pueden asignar a otros frentes, lo que implica incorporación de recursos adicionales a los rubros faltantes, para que así se puedan ejecutar los no agotados; se evidencia una falta de control en el proceso de contratación por parte de la oficina de control interno, pues no se realizar el control previo en los procesos contractuales, violándose de esta manera el Articulo 65 de la Ley 80 en cuanto a la intervención de las autoridades que ejercen el control fiscal; en este sentido el articulo antes citado plantea “El control previo administrativo de los contratos le corresponde a las oficinas de control interno”
El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.1.6. El convenio se suscribió el 2 de agosto de 2005, figura con un acta de inicio fechada el 15 de septiembre de 2005  y la obra comienza efectivamente el 15 de junio de 2006, o sea transcurridos 9 meses después del acta de inicio, actualmente se encuentra en ejecución. Se suscribió un otrosi al convenio, donde cambiaron sus características pasando de convenio ínter administrativo de cooperación a convenio ínter administrativo de cofinanciaciòn, careciendo de fecha de suscripción, desconociéndose a partir de cuando tiene efectos jurídicos.
La oficina de control interno no ha realizado labores de control previo del contrato, por lo que se viola el articulo 2º de la Ley 87 de 1993 en razón al incumplimiento de los objetivos del sistema de control interno que garantizan la protección de los recursos públicos a través de la eficiencia la eficacia y la economía como principios rectores. De otra parte es obligación de la oficina de control interno garantizar la correcta evaluación y seguimiento de la gestión organizacional que para el caso que nos ocupa se deben pronunciar acerca de la falta de coordinación y planeación de las actividades contractuales.

El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.2. Convenio ínter administrativo de cofinanciación No 036 de 2005

Suscrito entre el IDU y el Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito cuyo objeto es cofinanciar, la atención de vías sobre corredores de movilidad local, en la localidad de Tunjuelito de Bogotá D.C, por valor de $1.787.5 millones con una duración de 14 meses  y fecha de suscripción 25 de mayo de 2005, se registra acta de iniciación el 25 de agosto de 2005.

El convenio tuvo un desarrollo fundamentado en la suscripción de tres (3) contratos: contrato de mantenimiento; contrato de suministro de mezcla asfáltica; contrato de interventoría al mantenimiento y al suministro de mezcla asfáltica .  Se suscribió el adicional No 1 al otrosi No 1 del convenio inter administrativo de cofinanciación que establece una prorroga en tiempo de tres (3) meses y seis (6) días. Este contratos adicional carece de fecha de suscripción, desconociéndose la fecha a partir de la cual se surte efectos jurídicos. Dicho convenio figura con acta de iniciación el 25 de agosto de 2005 y se establece como fecha de terminación  el 24 de agosto de 2006, con una duración de un año, encontrándose en ejecución.
2.6.2.2.1. En los documentos de aval técnico y viabilidad técnica, no se evidencia la firma de los funcionarios responsables de su contenido o elaboración, sin embargo, en las fechas de suscripción de cada contrato se observa que todos se realizaron en diciembre con un monto de interventoría que supera el 6,42% del total del contrato.
CUADRO No 15
CONTRATOS SUCRITOS CONVENIO 036 DE 2005
	CONTRATO
	VALOR
	FECHA DE SUSCRIPCIÓN

	Contrato IDU-72-2005 para el mantenimiento de vías 
	1.418.521.930,00
	12 de diciembre de 2005

	Contrato IDU-79-2005 de interventoría
	470.103.034,00
	19 de diciembre de 2005

	contrato IDU 115-2005 para el suministro de la mezcla asfáltica
	5.426.725.884,00
	25 de diciembre de 2005


Fuente: Carpeta convenio No. 036

El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT y la UEL IDU no dieron respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en los respectivos Planes de Mejoramiento.

2.6.2.2.2. Se observa que el Otrosí No. 1 de este Convenio no tiene la fecha en el que fue suscrito, creando con ello la imposibilidad de determinar el momento en que se generan los efectos jurídicos de lo acordado. No se encuentran documentos, ni se encuentra constancia de los derechos de publicación del contrato principal y sus otrosí al IDU. 
En lo relacionado con la organización de los documentos del convenio, éstos no están foliados y no guardan un orden acorde con la normatividad del archivo general. Respecto a la finalización del Convenio, no figura el acta de terminación suscrita por las partes, trasgredie3ndo de esta manera lo normado en los artículos 3, 4, 5 ,14 y 26 de la ley 80 de 1993. El convenio se inició tres meses después de haberse firmado denotándose que obedeció a una improvisación y no a un proceso de planeación contractual que permitiera  una iniciación oportuna. 

2.6.2.3. Contrato 227-IDU – Consorcio G4 

Corresponde al adicional No 2 y al adicional No 4 del contrato de obra No IDU-227 de 2004 suscrito entre el IDU y el Consorcio G4. En virtud de los adicionales Numero 2 del respectivo contrato el cual fue firmado el 29 de Diciembre de 2005  y cuyo objeto corresponde a adicionar el contrato 227 con recursos provenientes del Fondo de Desarrollo Local para que  “….. por disposición por parte del IDU expresada mediante memorando se adicionan las siguientes vías al alcance contractual”. Por medio del adicional No 4 fechado el 7 de junio de 2006 en que se justifica por memorando la adición necesaria para terminar las vías adicionadas al contrato  y se adiciona el contrato en valor y se amplia en plazo de treinta (30) días.  
En virtud de estos adicionales se expiden los certificados de registro presupuestal No 597 el 30 de diciembre de 2005  por valor de $321.40 millones y 439  el cuatro (4) de julio de 2006 por valor de $178.1 millones. La sumatoria total de este contrato es equivalente a $499.49 millones, pero al hacer el seguimiento a los giros se encuentra que solo se han desembolsado $153.1 millones.  Desde el año 2002 se encontraban realizados los estudios y diseños  y se habían priorizado las cuatro vías que figuran como materia del contrato, pero hasta la vigencia de 2005 fueron objeto de intervención por asignación de recursos.

Los adicionales que se expiden a través de los certificados de registro presupuestal citados, evidencian la violación al principio de anualidad, dado que no es posible adicionar recursos con vigencia distintas para lo cual se comprometieron, situación que se constituye en una prolongación del proceso contractual que exige que se cumplan requisitos legales que tienen que ver con vigencias futuras, es decir con previa autorización de los órganos competentes conforme lo señala el Articulo 23 del Decreto 111 de 1996 como norma jerárquica en materia presupuestal.
2.6.2.4 Convenio No.4 de 2004 

Suscrito entre el FDLT- IDIPRON, cuyo objeto realizar actividades  necesarias para la ejecución y mantenimiento de las vías de la localidad incluyendo demolición de pavimento, excavación, rellenos con base y rodadura asfáltica, relleno con material seleccionado incluyendo la preparación en área, con un valor de $ 806.276.347 

2.6.2.4.1 Se evidencia falta de planeación, toda vez que se suscribe el Convenio el 20 de diciembre de 2004 y según acta de inicio se empieza a ejecutar el 16 de agosto de 2005, es decir 8 meses después. 
Esta obra pertenece al Plan de Desarrollo 2002 – 2004 y se desarrolla en el año de 2005. En los documentos de aval y viabilidad técnica no se evidencia la firma de los funcionarios responsables de su contenido, si se tiene en cuenta que se toma desde la vigencia 2002, expresado en su Plan de Desarrollo, hasta la vigencia 2005, se denota una violación al principio de anualidad que plantea que el año fiscal comienza el 1 de enero y concluye el 31 de diciembre de cada año. 
El presente hallazgo administrativo queda en firme toda vez que, el FDLT no dio respuesta en término al informe preliminar, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.6.2.4.2. Se observa además,  que el proyecto obedece al Plan de Desarrollo 2002 – 2004, sin que medie explicación a la violación de las normas presupuestales que señalan que la ejecución de los gastos se hará con base en el programa anual mensualizado de caja, como el instrumento que define el monto máximo mensual de fondos disponibles y el monto de máximo mensual de pagos con el único fin de cumplir a cabalidad con los compromisos adquiridos. De otra parte se trasgreden los Artículos 3, 4 ,5 de la Ley 80/93
2.7.
BOSA

2.7.1. Plan de Desarrollo
En los últimos tres planes de Desarrollo del Distrito Capital el comportamiento de  las inversiones  en materia de malla vial y parques  nos permite señalar  que se ha venido desarrollando intervenciones comunes de la problemática  en  malla vial y espacio público (parques). En particular, el Plan de Desarrollo “Bogotá Sin Indiferencia” enfatiza en la gestión el mejoramiento  y rehabilitación en parques. El cuadro No. 1 describe las metas propuestas de los Planes “Por la Bogotá que queremos” 1998-2000; Bogotá para vivir todos del mismo lado” 2001-2003, y “Bogotá Sin Indiferencia” 2004-2008.
CUADRO No 16
RESUMEN PRINCIPALES METAS Y PROPUESTAS EN MATERIA DE VIAS Y PARQUES  1998-2008

	DESCRIPCION


	POR LA BOGOTÁ QUE QUEREMOS

1998-2000
	BOGOTÁ PARA VIVIR TODOS DEL MISMO LADO

2001-2003
	BOGOTÁ SIN  INDIFERENCIA

2004-2008

	ESTRUCTURA VIAL
	*  Construir 1.100 Km. 

    /carril de vías locales
	*  Construir 80      

    Km/carril.

*  Mantener  760.000M2 de     

    Vías locales.
	* Construcción de 195  

   Km/carril de vías  locales.

* Mantener 876 km/carril.



	ESPACIO PÚBLICO.


	* construir 200 ha en  

   Parques metropolitanos.

* Construir 6 parques  Urbanos y rurales. 
*  Dotar y mejorar 385 parques  metropolitanos  

 ,deportivos y  barriales    
	* Recuperación y    

   mantenimiento de 600 ha de    

    espacio publico , en general.
	*  Construcción de 2 parques  

   zonales

* Mantenimiento o  rehabilitación    

  1.500 parques o escenarios    

   intervenidos.


Fuente: Planes de Desarrollo 1998-2000; 2001-2003 y 2004-2008.

De acuerdo a las visitas realizadas y a la información obtenida tanto en la UEL del IDU y en el se observa que las metas propuestas en el programa Hábitat de los barrios y las UPZ, en el primer año de ejecución del Plan de Desarrollo Local, en lo referente a la construcción y/o mantenimiento de vías ya se cumplió; caso contrario ocurre en los programas de reforestación, arborización, construcción y/o mantenimiento de zonas verdes para la recreación pasiva y activa, en la cual no se programaron recursos para su ejecución durante la vigencia del 2005. 

CUADRO No 17
EVALUACION CUMPLIMIENTO DE METAS  EN MALLA VIAL Y PARQUES

 VIGENCIA 2005 

	EJES/PROGRAMAS
	 METAS
	METAS  PROPUESTAS

2005-2008


	METAS ALCANZADAS 

2005
	OBSERVACIONES 
	PROYECTOS

	URBANO REGIONAL/ HABITAT DESDE LOS BARRIOS Y UPZ
	Gestionar la adecuación, recuperación y mantenimiento de  zonas verdes y parques durante la vigencia del Plan.
	16 Zonas verdes y parques Recuperados
	         
	
	

	
	Construcción y/o mantenimiento de  vías locales y vías internas durante la vigencia del Plan.
	20.000 mts2. de vías construidas y recuperadas
	 Mantenimiento y adecuación de 30.000 mtrs2  de vías


	A la fecha algunos contratos están   en ejecución  como se presentan en el cuadro No. 6. 
	1719


FUENTE: Acuerdo Local No. 04-2004-F.D.L.B.

Como se observa en el cuadro anterior durante la vigencia 2005, no se presupuestaron recursos para el cumplimiento de las metas en para la adecuación, recuperación y mantenimiento de  zonas verdes y parques.

2.7.1.1. Análisis sobre estado actual malla vial 

De acuerdo con la información suministrada por el Instituto de Desarrollo Urbano la Localidad de Bosa tiene 816.15 kilómetros carril de vías que están distribuidas de la siguiente manera: 58.53 kilómetros carril corresponden a la malla vial arterial, 13.83 kilómetros carril a la malla vial intermedia y 743.78 kilómetros carril a la malla vial local. El 19.86% de las vías de la localidad se encuentran en buen estado, el 8.74% en regular y el 71.40% en mal estado.

La Localidad cuenta con aproximadamente 262.37 kilómetros carril de vía a recuperar, los cuales corresponden al 71.40% de las vías de la localidad que se encuentran en mal estado, así mismo  cuenta con 
32.12 kilómetros carril de vías a mantener, los cuales corresponden al 8.74% de las vías de la localidad que se encuentran en regular estado.

De acuerdo con la información suministrada la localidad requiere construir 434.85 kilómetros carril, correspondiente al 54.2% del total de la malla vial local que se encuentra sin pavimentar (en afirmado). Por lo anterior el IDU y las autoridades locales consideran que el valor estimado para la recuperación y mantenimiento de la malla vial de la localidad es de  aproximadamente $722.072.0 millones.

Entre las principales causas del deterioro que presenta la malla vial de la localidad 7ª. Tenemos: 1). La antigüedad de las vías 2). Escasez de recursos especialmente locales para construir nuevas vías y para realizar mantenimiento de las existentes 3) Incremento del parque automotor 4) Entrada en funcionamiento de TransMilenio, ya que las vías no fueron diseñadas para el tipo de tráfico que soportan al igual que los diferentes recorridos que realizan los alimentadores.

2.7.1.2 Análisis sobre  el estado actual de los parques

Al efectuar el análisis a la información suministrada por el IDRD sobre los parques y zonas verdes de la Localidad de Bosa, se observó una diferencia de tres (3)  parques, entre las el Área Técnica y la de Administración de Escenarios, como se puede observar en los Cuadros Nos 2. y 3. 
CUADRO No 18
PARQUES Y ZONAS VERDES POR TIPO- FDL BOSA
A 31 DE OCTUBRE DE 2006

	ESCALA DE PARQUES


	CANTIDAD
	AREA TOTAL

MTS 2
	%  AREA /TIPO DE PARQUES

	BOLSILLO
	106
	52.436
	4.29

	VECINALES
	131
	578.636
	47.39

	ZONALES EXISTENTES
	4
	94.696
	7.76

	ZONALES PROPUESTOS
	3
	60.338
	4.94

	METROPOLITANOS EXISTENTES
	2
	260.156
	21.30

	METROPOLITANOS PROPUESTOS
	1
	175.000
	14.32

	T O T A L
	247
	1.221.262
	100.00


Fuente: Información Suministrada por el Área Técnica del IDRD.

Como se observa en el cuadro No. 2, el mayor número de parques son los vecinales con 131 y un área de 578.636 mts2, seguidos de los metropolitanos existentes que son 2 y tienen un área de 260.156 mts2.

En la localidad existen 106 parques de bolsillo que se encuentran en regular estado y que requieren de mantenimiento, adecuación y dotación de mobiliarios y juegos infantiles.

CUADRO No 19 
ZONAS VERDES  Y PARQUES POR UPZ- FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE BOSA

A 31 DE OCTUBRE DE 2006
	No

	NOMBRE UPZ

	No TOTAL  DE PARQUES


	AREA TOTAL DE PARQUES

	No PARQUES CERTIFICADOS

	AREA TOTAL PARQUES CERTIFICADOS

	No PARQUES NO CERTI

FICADOS
	AREA TOTAL  PARQUES   NO CERTIFI

CADOS

	49
	APOGEO
	16
	164.196
	15
	160.021
	1
	4.175

	84
	BOSA  OCCIDEN.
	72
	141.588
	65
	134.879
	7
	6.709

	85
	BOSA CENTRAL
	138
	480.063
	125
	401.204
	13
	78.859

	86
	EL PORVENIR
	13
	53.671
	11
	12.595
	2
	41.076

	87
	TINTAL SUR
	5
	185.360
	0
	0
	5
	185.360

	
	T O T A L
	244
	1.024.878
	216
	708.699
	28
	316.179


Fuente: Información Suministrada por el Área Técnica del IDRD
Como se observa en el cuadro anterior, la UPZ, que tiene mayor número de parques es la No. 85 con 138, de los cuales 125 se encuentran certificados y es la que concentra mayor población de la localidad.
2.7.2. Evaluación del presupuesto
CUADRO No 20
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL AÑO 2005
Millones de pesos

	CÓDIGO PRESUPUESTAL
	NO. PROYECTO
	DESCRIPCIÓN
	DISPONIBLE
	COMPROMETIDO
	%
	GIROS
	%

	
	
	Total
	
	
	
	
	

	3.3.1.12.02
	
	Eje Urbano Regional
	5.917.3
	5.801.5
	98.04
	1.184.8
	20.02

	3.3.1.12.02.11
	
	Hábitat desde los barrios y las UPZ
	5.217.9
	5.102.1
	97.78
	1.083.3
	20.76

	3.3.1.12.02.11
	1719
	Construcción, rehabilitación y/o terminación de vías de la localidad
	3.617.9
	3.615.5
	98.40
	1.045.3
	28.89

	3.3.1.12.02.13
	
	Sostenibilidad Urbano - Rural
	161.6
	161.6
	100
	101.6
	62.86

	3.3.1.12.02.15
	
	Bogotá Productiva
	537.8
	537.8
	100
	
	


Fuente: Ejecución presupuestal a diciembre 31 de 2005 -  FDLB

En el Plan de Desarrollo Local 2005 - 2008 “Bosa Incluyente y Solidaria” en el  Plan Plurianual de inversiones al Programa Hábitat desde los barrios y las UPZ del Eje Urbano Regional se le asignó un presupuesto de $3.942.06 millones para el año 2005.
Los recursos comprometidos en el mismo programa fueron $5.102.1 millones, lo que representa un incremento de 29.42% con respecto a lo proyectado inicialmente en el Plan de Desarrollo.

En el proyecto No. 1719 Construcción, rehabilitación y/o terminación de vías de la localidad se presupuestaron $3.617.96 millones de los cuales se comprometieron $3.615.5 millones para un cumplimiento de 99.93%, y se le giraron a los contratistas $1.045.3 millones que corresponden al 28.93% del total de los recursos comprometidos. 

De los $16.577.3 millones que comprometió el Fondo durante la vigencia del 2005, $3.615.5 millones, corresponden al programa Hábitat dirigidos a los proyectos de integración barrial y el mejoramiento del barrio lo que representa un 20.8% al problema de vías locales.

El Fondo de Desarrollo Local no incluyo en el presupuesto recurso alguno para atender las necesidades de construcción y/o mantenimiento de zonas verdes y parques.

Así mismo, se presenta en su ejecución presupuestal el 97.78% de compromisos realizados para los proyectos destinados al cumplimiento financiero de la Política de Hábitat desde los barrios y las UPZ del Eje Urbano Regional, observando que los giros a estos compromisos fueron a diciembre 31 del 20.76% por cuanto la suscripción se realizó en su mayoría durante el mes diciembre dando inicio en el año 2006,.
2.7.3.  Evaluación de la contratación
2.7.3.1. Contrato Nº IDU-07- 108 de 2005, suscrito entre el Instituto de Desarrollo Urbano-IDU y  Manufacturas y Procesos Industriales Ltda., en cuyo objeto el Contratista  se compromete para con el IDU, al suministro de emulsiones  asfálticas para la localidad de Bosa, puesta en los sitios que determine la localidad en Bogotá D.C. a precio unitario reajustable hasta que se agoten los recursos del contrato. El valor del presente contrato es de $50.8 millones, el plazo estimado de ejecución es de 6 meses a partir  de la fecha que se indique en el acta de iniciación.

Se suscribe un Otrosí al contrato Nº IDU-UEL-7-108 de 2005. Modificar la cláusula  octava del contrato principal, la cual quedará así: La interventoría será ejercida por la Alcaldía  Local de Bosa, y el IDU quienes mantendrán durante todo el tiempo que dure la ejecución del contrato, un coordinador para que  verifique la ejecución, de conformidad con el manual de Interventoría  del IDU. Analizado este contrato y verificada la documentación que contienen la carpeta se observa que se encuentra en etapa de ejecución, con acta de iniciación de agosto 25 de 2006 y de terminación febrero 25 de 2007, y a septiembre 15 de 2006, no ha iniciado la ejecución, esta auditoria determina  que  existe debilidades  y deficiencias, al no dar cumplimiento a la ejecución, teniendo en cuenta la fecha  del acta inicio, en tiempo real y oportuno, por otra parte  se encuentra que los  documentos que están en la carpeta se encuentran sin foliar y  en su mayoría son fotocopias. 

Revisada la respuesta dada por el FDLB y la UEL IDU, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.

2.7.3.2. Convenio Ínter administrativo de Cofinanciación No. 1 – 2005 Fondo de Desarrollo Local de Bosa -  IDIPRON 

Objeto: Recuperación, reparcheo y mantenimiento de las vías de la Localidad de Bosa. El valor del contrato es de $517.0 millones, distribuidos, así: El Fondo Local aporta la suma de $470.0 millones, IDIPRON aporta la suma de $47.0 millones representado en soporte técnico en las áreas a intervenir.

El plazo de ejecución del Convenio es de 5 meses a partir de la firma del Acta de Iniciación del 24-01-2006 y debe terminar el 23-06-2006.

Se evidenció un adicional en dinero y tiempo según fecha 13-06-2006 por 2 meses y medio a partir de 24-06-2006 hasta el 07-09-2006, y la suma para el  Fondo Local es de $235.0 millones, y el adicional de IDIPRON es de $ 23.1 millones.

La carpeta no contiene las actas de recibo final, terminación parcial y definitiva de la obra, así como la de liquidación del convenio, lo que se concluye es que el Convenio esta pendiente a cancelar el pago definitivo. 
Revisada la respuesta dada por el FDLB, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.8.
KENNEDY

2.8.1. Evaluación procesos de legalización Urbanización Santa Catalina sector      UPZ-46 Castilla y problemática Avenida  Alsacia.

En la evaluación al proceso de Legalización de la Urbanización Santa Catalina y de conformidad con la Audiencia Pública llevada a cabo el 25 de marzo de 2006, y subsiguientes mesas de trabajo realizadas por esta Unidad de Control Local, se advierte una serie de irregularidades por parte de Planeación Distrital; en ella se estructura la mayor responsabilidad de la situación caótica y precaria en la que hoy se encuentra sometida la comunidad del sector, con el agravante que con las actuaciones administrativas de esta entidad se causa posible daño patrimonial al Distrito de acuerdo con la investigación adelantada por el Ente de Control en el proceso auditor. En consecuencia con lo anterior se enumeran las siguientes irregularidades:

2.8.1.1. De acuerdo con  la resolución 1699 del 10 de noviembre de 1994, emitida por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, se legaliza el desarrollo Santa Catalina –sector 1 y 2- ubicado en la localidad de Kennedy, de la cual son notificados la firma PROINVA, responsable del desarrollo  y el Presidente de la Junta de Acción Comunal de Santa Catalina. Que la resolución se  enuncia en el Artículo 5. “El responsable del desarrollo hará la entrega material de las zonas de uso público a la Procuraduría de Bienes del Distrito, y otorgará escritura de cesión de las mismas al Distrito Capital de Santa fe de Bogotá, dentro los 30 días siguientes a notificación de la presente resolución. “
“PARAGRAFO: En caso de que el responsable del desarrollo no cumpla con la entrega y escrituración  de las zonas de uso público el Departamento Administrativo de Planeación Distrital solicitará a la  Procuraduría de Bienes del Distrito que toma las medidas que sean necesarias para garantizar la escrituración correspondiente, o bien que las aprenda, de conformidad con lo dispuesto en el acuerdo 18 de 1989 Articulo 106.”
“Articulo 13. También se consideran acciones de habilitación aquellas encaminadas a mejorar las condiciones de las vías y zonas verdes del desarrollo, así como su entrega material a la Procuraduría de Bienes del Distrito. “ 

De lo anterior se concluye que la firma PROINVA infringió  la Resolución No 1699 de 1994 de conformidad con los artículos y parágrafo arriba citados, por consiguiente las entidades del Distrito estaban en la obligación de hacer efectivo a cabalidad el cumplimiento de dicha resolución. No obstante, solo hasta el 20 de diciembre de 1999, cinco años después se llevó a cabo el cumplimiento de la resolución mediante Acta de Recibo No. 173 en la cual se hace entrega material a la Procuraduría de Bienes del Distrito, por parte de la comunidad, en cabeza del presidente de la acción comunal, los 57.000 m2 de área de reserva para futuras afectaciones (plan vial arterial) y  áreas de espacio público de cesión obligatorias. Luego tres años después en el 2002, el Departamento de Planeación Distrital emite una nueva resolución No. 0204, donde se excluye el área  de los 57.000 m2 como zona de cesión y obliga a la Defensoría del Espacio Público a expedir el Acta de Modificación No. 1586 del 18 de octubre 2002, favoreciendo de esta manera a PROINVA, sin hacer ningún requerimiento legal al incumplimiento arriba expuesto.  

Es claro entonces, para este Órgano de Control, el incumpliendo de la empresa PROINVA responsable del desarrollo de Santa Catalina,  como también son claras las actuaciones administrativas  irregulares de Planeación Distrital para favorecer y encubrir la inacción; la conducta omisiva, engañosa y dolosa  de la  mencionada empresa. Por lo anterior, Planeación Distrital es directamente responsable de la situación anómala que se viene presentando con el área de los 57.000 m2, por haber permitido y generado con sus actuaciones administrativas confusas y poco transparente, un conflicto social, económico y jurídico que acabo afectando a los habitantes del sector y causado presunto daño patrimonial al bien público. 

Desde hace 12 años la comunidad  vive en medio de este limbo jurídico, en donde no se puede hacer inversión pública porque la Av. Alsacia y la Av. Agoberto Mejía aparecen a nombre de la empresa  privada Proinva. Situación que hace  evidente las irregularidades del acto administrativo,  Resolución No 0240 de 2002, expedida por Planeación Distrital a solicitud de Proinva en el año 2001. Solicitud que da lugar a modificar  la  resolución No. 1699 de 1994  y el acta 173 de 1999, que sin fundamento legal se excluye de manera explicita a la comunidad en el considerando VIII de la Resolución No 0204 que a continuación dice: “Que tomando en consideración que la firma, Sociedad Proyectos Inmobiliarios “PROINVA Ltda.” En liquidación, adelantó el proceso de legalización y es la que solicita la corrección del plano de loteo No K 3/4-00, no se requiere de la intervención de la comunidad”. De igual manera no se puede hablar de reserva para futuras afectaciones (plan vial arterial) cuando se incumplió  el artículo 105 del Acuerdo 6 de 1990 que establece con claridad y precisión: “En el caso de las vías públicas, las afectaciones podrán tener una duración máxima de nueve (9) años”. A renglón seguido: En los actos administrativos por medio de los cuales se  imponga afectaciones siempre se deberá señalar un término de duración, so pena de invalidez. Es de anotar que ninguna de las dos resoluciones señaló término alguno. 

Desde esta perspectiva legal es inválida  la reserva vial arterial y es válida el Acta de Recibo 173 de 1999 donde se hace entrega de todas las vías, incluida el área de 57.000 m2 como zona de cesión y  espacio público. De igual manera, surge nuevamente la pregunta que nunca respondió Planeación Distrital: El por qué si se tuvo en cuenta a la comunidad como parte del proceso de desarrollo de Santa Catalina I y II  en la resolución  1699 de 1994,  en la cual se notifica al presidente de la acción comunal y asimismo reconoció y se ratificó a la comunidad, responsable del desarrollo de Santa Catalina, en el segundo párrafo del Acta de Recibo 173 de 1999 expedida  por la Procuraduría de Bienes del Distrito, que a continuación dice: “Dando cumplimiento a la Resolución de aprobación; No. 1699 del 10 de Noviembre de 1994 quien entrega las referidas zonas es el responsable del desarrollo quien como costa en el plano  arriba citado es la COMUNIDAD, en cabeza de su presidente de Junta de Acción Comunal, señor Juan Ángel Cardozo identificado como aparece al pie de su firma. Una vez allí se procedió a medir y alinderar  las zonas que son objeto de la actual diligencia”. 
Además, en el artículo 239 del Acuerdo 6 de 1990 se considera que tienen interés jurídico las juntas de acción comunal o asociaciones cívicas que pretendan participar en la continuidad del mejoramiento progresivo de los asentamientos de desarrollo incompleto y demuestren por lo tanto su interés legitimo en la legalización. Es claro entonces para el grupo auditor  desde de la perspectiva del Acuerdo 6 de 1990, no se debió excluir a la comunidad y por lo tanto carece de fundamento jurídico la argumentación de planeación  en la resolución citada. 

2.8.1.2. La  resolución No. 0240 de 2002 y el Acta de Modificación No. 1586 del 18 de octubre 2002 indujeron a error a la EAAB, condicionando a la empresa a pagar la suma de $679.431.764 por el concepto de servidumbre, valores cancelados por la EEAAB a favor de PROINVA en la vigencia 2005 para el paso de una red de alcantarillado.

Asimismo, para el equipo auditor las respuestas de los funcionarios de Planeación Distrital al ente de Control, es prueba fehaciente de la poca transparencia de esta entidad distrital en el proceso de legalización de Santa Catalina. El 20 de agosto del año en curso se nos envía un oficio en el cual se afirma “Que existe un faltante de 9.378.28 m2 de acuerdo con las obligaciones del urbanizador; y a renglón seguido se nos dice: “Es importante señalar que el caso es de origen ilegal por tanto su desarrollo no cumplió con las normas urbanísticas vigentes, constituyéndose en una situación de hecho razón por la cual este departamento adelantó el proceso de Legalización Urbanística de barrios de conformidad a los parámetros normativos vigentes”. Firma el documento Francisco Ambrosi Filardi –Subdirector de Gestión Urbanística- Proyectó María del Carmen Peña y Revisó Glenda Luna. 

Para este mismo caso, el 14 de agosto del año en curso se envía respuesta al Concejal Fernando López, y se afirma lo siguiente: “Es importante señalar que el estudio efectuado para revocatoria de la resolución, no se consideró demarcar vías paralelas a las Avenidas citadas por cuanto en el estudio vial se señalaba el perfil de las Avenidas del Plan vial arterial, por lo tanto los predios localizados sobre las Avenidas Alsacia y Agoberto Mejía quedaron sin acceso, continua “Con base a lo anterior se solicitó a la Subdirección Jurídica sobre los pasos a seguir para requerir al señor Alirio Vargas Anzola quien obra en calidad de “PROINVA  Ltda “, sociedad responsable del desarrollo Santa Catalina Sectores I y II, para que ceda el área necesaria para acceder a los lotes con frente a esas vías. Firma  Cesa Augusto Ruiz Rojas –Gerente Área de tráfico Transporte y Vías- Proyectó Gregorio Alonso Huerta. 

En Memorando de la Subdirectora de Jurídica ante el mismo problema de acceso a la vía pública de los habitantes afectados propone dos alternativas: 1. la modificación del acto administrativo de legalización, con el fin de definir una vía local de acceso a dichos lotes, la cual sería objeto de legalización gratuita al Distrito Capital. Para este efecto, se debe obtener el consentimiento expreso de los titulares del acto administrativo, y 2. En caso de obtenerse la aquiescencia de los titulares del acto legalización, los propietarios de los lotes desprovistos de acceso a la vía pública tendrían que recurrir a la constitución de una servidumbre de tránsito, de conformidad con lo establecido en el artículo 905 del Código Civil, que reza: “Si un predio se halla destituido de toda comunicación con el camino público, por interposición de otros predios, el dueño del primero tendrá derecho para imponer a los otros la servidumbre de transito, en cuanto fuere indispensable para el uso y beneficio de su predio, pagando el valor del terreno necesario para la servidumbre, y resarciendo todo otro perjuicio.”  

El 11 de septiembre del año en curso se envió un nuevo oficio de parte del Gerente Área de tráfico Transporte y, en donde se nos dice: “Una vez revisada la normatividad vigente cuando se aprobó dicho desarrollo, se puede dar aplicabilidad a lo dispuesto en el articulo 21 del Decreto 323 del 29 de mayo de 1992, reglamentario del Acuerdo 6 de 1990. que establece que: “Cuando un terreno esté afectado por una o más vías de la Malla Vial Arterial y dada sus características y diseño urbanístico no se prevea una malla vial local y el urbanizador está en la obligación de construir y ceder la vía, con un acho mínimo equivalente a una vía V-4, a ser definido por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, y que hará parte de la sección transversal definitiva”, permitiendo la accesibilidad, movilidad y conectividad de los barrios del sector con el resto de la ciudad. 

Las anteriores observaciones nos permiten determinar irregularidades, hallazgo administrativo, en cabeza del la Alcaldía Local por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.

2.8.2. Invasión Espacio Público Barrio  Carimagua II Sector
Por solicitud de la comunidad y avocando conocimiento y trámite del derecho de petición DPC-967-06, la Contraloría participó en mesa de trabajo realizada el día 14 de julio de 2006, en el salón comunal de Carimagua segundo sector. En desarrollo de la mesa se escuchan denuncias por ocupación y explotación ilegal del espacio público; luego en forma inmediata la Contraloría practicó visita ocular acompañada de registro fotográfico, evidenciando que efectivamente hay aproximadamente 8 zonas de estacionamiento que son explotadas por particulares. Es así que se determina incluir  esta problemática como insumo  en el desarrollo de la auditoria de hábitat.

La Contraloría, una vez analizada y evaluada la documentación presentada por un sector de la comunidad del sector de Carimagua, convocó a mesa de trabajo el día  07 de septiembre de 2006, a la cual se citó a la comunidad, la Alcaldía Local de Kennedy, la Defensoría del Espacio Público, la Asociación de Propietarios de Vivienda de Carimagua y la Junta de Acción Comunal, con el fin de dar trámite al derecho de petición 967-06, cuya solicitud de fondo es la intervención de la Contraloría de Bogotá, para que investigue, analice y establezca realmente las posibles irregularidades administrativas, financieras y contables de los recursos económicos administrados por la junta de acción comunal del barrio; frente a los hechos materia de investigación, este Organismo de Control pudo establecer lo siguiente: 

Que hay aproximadamente 8 zonas de estacionamiento que son explotadas en forma ilegal como parqueaderos, situación que se presenta desde hace varios años y como presuntos responsables se determina a las siguientes personas: Presidente de la junta de acción comunal señor Miguel Gustavo Vanegas, quien desde el 25 de marzo de 2004 suscribió el contrato de administración mantenimiento y aprovechamiento económico sobre el espacio público No. 020, con la Defensoría del Espacio Público, por un valor de $18.360.000 y un plazo de 5 años, según el contrato se entregó un área total  de 21.174 m2.

Este organismo de control observa incumplimiento en el numeral 3 de la cláusula 4 y numerales 4, 7, 8, 12, 13,14, 17,de la cláusula 5 del contrato, luego no obstante haber tratado el tema y haber solicitado mediante memorandos 32108-354 del 21 de junio de 2006 y memorando 32108-409 del 24 de agosto de 2006, se informaran las acciones adelantadas en lo relacionado con Informe de reinversión contrato No. 020 del 25 de marzo de 2004, celebrado entre el Departamento  Administrativo Defensoría de Espacio Público y el señor Miguel Gustavo Vanegas.
Acciones relacionadas con los siguientes espacios públicos ubicados en la Urbanización  Carimagua II Sector, estacionamientos 4-V-  y 4-VI, y parque II la y acciones respecto de la querella 101/98 informe que contenga los siguientes aspectos: Contrato, área, uso legal, uso actual, administrado, arrendado, reinversión, nombre del administrador o arrendatario, monto de los ingresos generados al Distrito  por este concepto y acciones relacionadas con la querella  101/98, predio ubicado en la  carrera 72 H entre calle 39 B sur y 40 sur barrio Cari magua.

Frente a esta solicitud la información presentada por el DADEP es incompleta, carece de soportes y no corresponde a la realidad; se cita como ejemplo el incumplimiento de la Defensoría en su calidad de interventor…, no existen informes trimestrales que prueben la reinversión…, no existen soportes en el pago de la seguridad social…, además de las anteriores irregularidades el Departamento permite que el mismo señor presidente subarriende espacios públicos a través de los convenio suscritos entre: Miguel Gustavo Vanegas y Bautista Pineda Moyano, por un valor mensual de $190.00, con fecha de suscripción del 30 de diciembre de 2004, convenio suscrito entre Miguel Gustavo Vanegas y Javier Agudelo Nieto, por un valor mensual de $190.000, con fecha de suscripción 30 de diciembre de 2004; y convenio entre Miguel Gustavo Vanegas y Ramiro Rondon Gomez, por valor mensual de $120.000, suscrito el 30 de diciembre de 2004, hecho que arroja un detrimento patrimonial en cuantía de $11.500.000.

Sumado a lo anterior, permite la Defensoría la explotación ilegal del estacionamiento 4-V y 4-VI, uno de ellos lo explota la Asociación de Propietarios de Vivienda d Carimagua VIII Sector, y el otro un comité conformado por un grupo de ciudadanos; finalmente frente a las acciones relacionadas con la querella  101/98, predio ubicado en la  carrera 72 H entre calles 39 B sur y 40 sur barrio Cari magua, predio que en cumplimiento de la resolución No. 595 de 2003 fue restituido el 29 de agosto de 2005. De lo actuado se le informó a la Defensoría del Espacio Público mediante oficio A.J 4176  del 3 de Octubre; a la fecha este Organismo de Control no conoce acciones de fondo que garanticen la recuperación definitiva del predio que comprende un área de 21.400 m2, el cual a la fecha de la presente auditoria se encuentra en manos de particulares quienes reclaman ser sus verdaderos propietarios,  aspecto que determina un detrimento patrimonial en cuantía de $2.568.000.000.

Así las cosas, en resumen la problemática de invasión del espacio público en el sector de Carimagua II, dadas las múltiples irregularidades en las que se incurrió, al permitir la explotación ilegal de bienes de uso público que están bajo su custodia, nos permite determinar presuntas un hallazgo Administrativo en cabeza de la Alcaldía Local por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.

2.8.3. Recuperación Lote zona de cesión ambiental sector Villa Anita querella        40/04.
De conformidad con la investigación realizada por esta Contraloria estableció, que la Alcaldía Local de Kennedy  inicio proceso querellable No. 40-04, por presunta ocupación indebida de la zona de uso público ubicada en la calle 54 sur con  carrera 80 esquina noroccidental en la urbanización Villa Anita, zona ocupada por el señor Alexander Rincon, quien obtuvo autorización de la Alcaldía Local de Kennedy  para realizar un evento artesanal del 19 al 27 de diciembre de 2003 y desde entonces ocupa el mencionado lugar. Luego la Alcaldía Local emite Resolución No.275 de fecha 12 de diciembre de 2005, mediante la cual se ordena restituir el espacio público; pendiente por resolver recurso de apelación  ante el Consejo de Justicia desde el 28 de junio de 2006. 

Por otra parte, es claro que el lote objeto de investigación, según la manzana catastral 00457632, plancha H-73 a escala 1: 2000 del instituto Geográfico Agustín Codazzi y los planos B181/4-01 y B181/4-02, de la urbanización Villa Anita y Resoluciones No.204 del 01 de agosto/85 y 319 del 12 de julio del 91 de Planeación Distrital, hace parte del área identificada como CONTROL AMBIENTAL- zona de cesión de uso público que forma parte del control ambiental de la avenida Agoberto Mejía,  Tipo v-3. 
Que el lote en mención cuenta con un área aproximada de 88 mt2, el cual viene siendo explotado desde el año 2004 por la fundación FUNDIC, quien arrienda 10 puestos a vendedores por un costo mensual cada uno de $300.000; a la fecha de la presente auditoria el inmueble sigue siendo explotado por  particulares en forma ilegal, de tal manera que el Distrito ha dejado de percibir $91.560.000. 
Las anteriores observaciones nos permiten determinar irregularidades, hallazgo administrativo, en cabeza del la Alcaldía Local por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.

2.8.4. Recuperación espacio público Urbanización Súper Manzana Siete de  Kennedy. DPC 531-06

Previo análisis de la documentación presentada por un sector de la comunidad en cabeza del hoy presidente de la Junta de Acción Comunal del barrio Súper Manzana Siete de Kennedy y efectuadas mesas de trabajo convocadas por la Contraloría, la primera se realizó el pasado 16 de mayo de 2006, la segunda el día 07 de septiembre de 2006, a la cual se invitó a la comunidad, la Alcaldía Local de Kennedy, la Defensoría del Espacio Publico, la Asociación de Copropietarios de Vivienda Multifamiliares de la super manzana siete, con el fin de dar tramite al derecho de petición 531-06, cuya solicitud de fondo es la intervención de la Contraloría de Bogotá, para solucionar la problemática de la ocupación indebida del espacio publico, en especial las bahías del barrio, que están siendo utilizadas como parqueaderos particulares desde hace varios años por la asociación de copropietarios de vivienda multifamiliares de la super manzana siete. 

Frente a esta solicitud la Contraloría evidenció que en la Alcaldía Local de Kennedy cursa la querella 077/00, de la cual se emite la resolución No.0128-11-02-01, por medio de la cual se resuelve en su articulo primero Declarar como contraventor por ocupación del espacio público a la señora Melida Castiblanco Rodriguez, artículo segundo restituir el espacio público y  en su articulo tercero se impone sanción de $8.580.000 a la señora Melida Castiblanco Rodriguez.

Que según oficios de fecha 30 de noviembre y 2 de diciembre de 2004 emanados de la Alcaldía Local de Kennedy, la diligencia de restitución de espacio publico y entrega a la Defensoría del Espacio Público, se materializó el 11 de marzo de 2004; además de ello, este organismo de control estableció en documento de fecha noviembre 22 de 2005 emanado de la Asociación de Adjudicatarios de Vivienda Multifamiliar Súper Manzana Siete, en el cual le informan al señor Israel Rey, la terminación del contrato de arrendamiento del parqueadero No. 6 que sostenía desde el 25 de mayo de 2003; la anterior decisión se da por orden de la Defensoría del Espacio Público, toda vez que ante visita efectuada se determinó que este no es sitio privado; igualmente se evidencia que en la certificación de los estados financieros de la asociación de copropietarios de vivienda multifamiliares de la super manzana siete expedidos por contador público en la nota 12 ingresos operacionales parqueaderos, se refleja en el año 2003 un monto de $89.588.800 y para el año 2004 un monto de $86.628.000. 
Las anteriores irregularidades en las que se incurrió al permitir que particulares explotaran ilícitamente  el espacio público, y en el caso objeto de estudio siete bahías o estacionamientos con capacidad total de parqueo vehicular de 240 vehículos aproximadamente, a los cuales se les cobraba una mensualidad de $20.000 pesos, generando un ingreso mensual de $4.800.000 pesos, durante las vigencias de 2003, 2004, 2005 y 11 meses del año 2006, cifras que nos arrojan un monto de $225.600.000 pesos.

Se tiene conocimiento que cerca al supermercado Carulla se explotan en forma ilegal algunos locales comerciales que forman parte del espacio público, como es el caso de un expendio de carnes, expendio de lácteos, billares Mur, por una parte y por otra según acta de recibo No.33 de zonas de cesión de uso público de la Procuraduría de Bienes del Distrito de fecha 17 de septiembre de 1998, mediante la cual  recibió un total de 38.659.46 m2, zonas  de uso  público explotadas por particulares y a futuro la pérdida del bien que representa un costo de $439.080.000, aspectos que determinan afectación del patrimonio Distrital por $664.680.000 lo que constituye un hallazgo de tipo administrativo en cabeza de la Alcaldía Local por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.

2.8.5. Recuperación Espacio Público Colegio Prospero Pinzón
Al igual que en el caso anterior, previo el análisis de la documentación  que corresponde a invasión de espacio publico en el sector de la súper manzana siete de Kennedy, por  la asociación de copropietarios de vivienda multifamiliares de la super manzana siete ; esta Contraloría convocó y realizó mesa de trabajo  el día 16 de mayo y 07 de septiembre de 2006, en la cual participaron la comunidad, la Alcaldía Local de Kennedy, la Defensoría del Espacio Público, la asociación de copropietarios de vivienda multifamiliares de la super manzana siete, en la cual se solicitó tanto a la Alcaldía Local de Kennedy como a la Defensoría del Espacio Público, que informaran las acciones  sobre el estado del proceso de restitución del inmueble de propiedad del distrito capital ubicado en la calle 36 sur No.77-02, costado nororiental, con un área aproximada de 150 m2, cuya destinación según planos Nos. F-80/4-60,F80/4-60-1 y F80/4-60-2 y Resolución de aprobación No.77 de fecha 9-abril -84, expedidos por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital y escritura pública No.3114 del 17 de julio de1963, con matricula inmobiliaria No.50S-1045714; es la escuela No. 2, para el funcionamiento del centro educativo Prospero Pinzón, ya que a la fecha dicho inmueble se encuentra ocupado como sede de la citada asociación de copropietarios.  

Trascurrido cinco meses  sin obtener respuesta o información de las acciones emprendidas por la Defensoría del Espacio Público, incumpliendo los compromisos adquiridos en la mesa de trabajo, y algo mas,  es el hecho de que la ocupación del espacio publico viene siendo gestada por una misma funcionaria del espacio público de nombre Melida Castiblanco Rodriguez, luego se prueba la explotación ilegal de un bien de uso público, se atenta contra el  derecho fundamental a la educación y por consiguiente la prevalencia de los derechos de los niños sobre los demás derechos. Las anteriores irregularidades configuran un hallazgo administrativo por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.
2.8.6. Recuperación  Espacio Público Lote Colsubsidio
Esta Contraloria convocó y realizó mesa de trabajo  el día 07 de septiembre de 2006, en la cual participaron la comunidad, la Alcaldía Local de Kennedy, la Defensoría del Espacio Público, la Asociación de Vendedores de Kennedy, Fondo de Ventas Populares, Colsubsidio, Inurbe, en ella se solicito tanto a la Alcaldía Local de Kennedy como a la Defensoría del Espacio Público y al Fondo de Ventas Populares, que informaran las acciones  sobre el estado del proceso  de restitución del inmueble de propiedad del Distrito Capital ubicado en la carrera 80 No. 37-00, conocido como lote Colsubsidio Kennedy, con un área de 1.649.65 mt2, el cual fue transferido al Fondo de Ventas Populares mediante contrato ínter administrativo de promesa de compraventa  suscrita el 26 de julio de 1999, Unidad administrativa en liquidación del I.C.T, Resoluciones de Inurbe No. 5596 del 29 de diciembre de 2005 y Resolución No.  1248 del 17 de mayo de 2006, por valor de $231.950.000.

El mencionado lote viene siendo ocupado por Colsubsidio desde el año 1989, lo irregular en este caso es que el Fondo de Ventas Populares y la Defensoría del  Espacio Público, permiten que este lote se utilice  para fines distintos para lo cual se adquirió, que es la reubicación de vendedores informales de Kennedy, además de ello el FVP suscribe el contrato de prestación de servicios No.015 de 2006 y el señor Ezequiel Villa Arias, cuyo objeto es la atención de los procesos que se encuentren en curso, por valor de $38.400.000, a la fecha y trascurridos tres meses de la mesa de trabajo no se conoce acciones de fondo que determinen la recuperación definitiva de este bien inmueble de propiedad del Distrito, conllevando lo anterior a agravar la problemática de los vendedores ambulantes y la invasión de espacio público en la Localidad de Kennedy. 
Las anteriores irregularidades pueden afectar el patrimonio público en cuantía de $270.350.000 pesos, y constituyen para la Alcaldía Local un hallazgo de naturaleza administrativa por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.
2.8.7. Acción de Tutela No.110014088018-2005-00014, formulada por el señor Jaime Enrique Salazar Lozano, contra la Alcaldía Local de Kennedy, instaurada ante el  Juzgado Dieciocho Penal Municipal.
De conformidad con el artículo cuarto del fallo proferido por acción de Tutela No.110014088018-2005-00014, formulada por el señor Jaime Enrique Salazar Lozano, contra la Alcaldía Local de Kennedy, instaurada ante el Juzgado Dieciocho Penal Municipal, con función de control de garantías, mediante el cual compulsa copias para que investigue lo pertinente sobre el menoscabo patrimonial que pudo padecer el Distrito por inaplicación de la normatividad administrativa Local, al  otorgar permiso para realizar ferias artesanales por un tiempo de 41 días en el predio ubicado en la carrera 78 con calle 8 y 8 bis frente a Carulla del barrio Castilla, dicho permiso  se otorgó en forma gratuita, es decir, se permitió que un tercero particular explotara el espacio público.

Frente al caso objeto de estudio, está probado que por parte de la Alcaldía Local de Kennedy se autorizó el uso del espacio público en forma gratuita, no obstante existir el Acuerdo Local No. 37 de 1998, por el cual se determinan los espacios públicos locales y se reglamenta el cobro por concepto del uso de los mismos; el cual señala en su  artículo cuarto, capitulo III, que se cobrará diariamente por metro cuadrado  el equivalente al 8% de un salario mínimo diario legal vigente; para la época de los hechos el SMLV año 2005 $381.500. Los anteriores hechos configuran un presunto detrimento patrimonial, en cuantía de $12.509.100.
2.8.8. Trámite DPC 360-06 problemática ambiental y social generada por PRONALCEBOS.
Previo análisis de la documentación presentada por un sector de la comunidad en cabeza del hoy vicepresidente de la Junta de Acción comunal  del Barrio El Rubí  y barrios aledaños de la  UPZ-48 Timiza de Kennedy y efectuadas mesas de trabajo convocadas por esta Contraloría Local, la primera se realizó el pasado 28 de febrero de 2006, la segunda el día 10 de marzo de 2006, a la cual se invitó a la comunidad y se solicitó el apoyo del DAMA, el Hospital del Sur, luego se surtió el trámite del  derecho de petición 360-06, cuya solicitud de fondo es la intervención de la Contraloría de Bogotá, para solucionar la problemática de contaminación ambiental, problemática higiénico sanitaria generada por el funcionamiento ilegal de la empresa procesadora de cebos PRONALCEBOS y lo relacionado con la estratificación.

Frente a esta solicitud la Contraloria estableció que en la Alcaldía Local de Kennedy cursa la querella 052/01, de la cual se emite la resolución No.051- fecha 03-03-06, por medio de la cual  Resuelve en su articulo primero Declarar infractor del numeral 4 del artículo 4 de la Ley 232/95 a Myriam Calderon Niño, artículo segundo Ordenar el cierre definitivo del establecimiento de comercio procesadora de sebo, ubicada en la calle 58 Bis No. 83-A- 06 del barrio el Porvenir II sector. Realizado el correspondiente seguimiento  se materializó el cierre  de esta empresa el día 25 de Julio de 2006; luego el juzgado 17 Civil Municipal  de Bogotá ordena a la Alcaldía Local de Kennedy inaplique los efectos jurídicos  del acto administrativo No. 051 del 3 de marzo de 2006, hasta tanto se notifique en legal forma el mismo a la señora Miryam Calderon Niño.  
A la fecha el citado establecimiento sigue desarrollando sus labores, produciendo contaminación ambiental, daño en la salud, vertimiento de aguas residuales, contaminación del Rió Tunjuelito, emisión de olores ofensivos.

Presuntamente, con la orden del juzgado y sin estar probado que se notificó ilegalmente, se reconoce derecho individual y se vulneran derechos colectivos o de interés general de los habitantes de los barrios el Porvenir, Rubí, Ciudad Roma, Antonio José de Sucre, Antonio Galán, Prados y Casa Loma, quienes desde hace más de 10 años soportan esta problemática  social. De lo anterior se concluye que la empresa Pronalcebos no cumple con las normas sanitarias, no cuenta con las respetivas licencias de construcción, ambientales y vertimientos entre otras y que de conformidad con la competencia  no se conocen acciones del  DAMA, en las que haga cumplir con severidad la normatividad ambiental, las sanciones y multas impuestas como es el caso de la multa impuesta mediante Resolución No.1398 de 2003, por valor de $3.320.000 la cual se confirmo mediante Resolución No.1574 de 2003, su pago está en entre dicho ya que a la fecha el DAMA no ha informado  a pesar de que este organismo de control le requirió mediante memorando No.32108-141. La ineficiencia y la permisividad de este organismo y de Salud Pública permiten la vulneración de derechos fundamentales y ambientales, los cuales ocasionan costos y daños irreparables en la salud humana y el desmejoramiento de la calidad de vida., aspectos que determina un hallazgo de carácter administrativo para la Alcaldía Local por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.
2.8.9. Tramite DPC 164-06 problemática ambiental y social generada por  instalación de antena sector Nuevo Kennedy.

Al igual que los casos anteriores, se trató el tema en mesa de trabajo realizada y convocada por esta Unidad de Control Local  el día 10 de Agosto de 2006, previo análisis de la documentación presentada por un sector de la comunidad  del barrio Nuevo Kennedy, se invito a la Alcaldía Local, comunidad, el DAMA, el Hospital del Sur, Planeación Distrital y Secretaría de Salud; se surtió el tramite del  derecho de petición 164-06, impetrado por la Asociación de Propietarios de Inmuebles de Nuevo Kennedy Sector II, cuya solicitud de fondo es la intervención de la Contraloría de Bogotá, para solucionar la problemática de contaminación ambiental, de salud pública, generada por Colombia Móvil S.A., por la instalación de la estación de telecomunicaciones denominada Kennedy II- carrera 79 D Bis No. 43-62 Interior 59.

Frente a esta solicitud la Contraloría estableció que en la Alcaldía Local de Kennedy cursa la querella 172/03,  a la fecha no se conoce pronunciamiento oficial por parte de Colombia Móvil en el sentido de seguir desarrollando la obra, igual por parte de Salud y DAMA no se conoce pronunciamiento si dichas antenas producen contaminación electromagnética y sus efectos a la salud y al medio ambiente; lo cierto es que dicha obra si despertó zozobra y malestar en la comunidad; por lo anterior y teniendo en cuenta la falta de certeza científica en la materia y el haber invertido en este proyecto un presupuesto oficial por valor de $130.000.000, se observan irregularidades y se determina un hallazgo administrativo por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.
2.8.10. Recuperación Espacio público Colegio Parroquial de los Santos Apóstoles

Esta Contraloria convocó y realizó mesa de trabajo  el día 07 de septiembre de 2006, en la cual participaron la comunidad, la Alcaldía Local de Kennedy, la Defensoría del Espacio Público, la Asociación de Vendedores de Kennedy, Fondo de Ventas Populares, Colsubsidio, Inurbe, en ella se solicitó, tanto a la Alcaldía Local de Kennedy como a la Defensoría del Espacio Público, que informaran las acciones  sobre el estado del proceso  de restitución del inmueble de propiedad del Distrito Capital ubicado en la carrera 84 A con calle 58 B-09 sur, nomenclatura actual según certificación catastral de fecha 15 de Noviembre de 2006, predio con nomenclatura oficial CL 57 C BIS SUR 79 C- 41, con un área construida de 1230 m2 y un avaluó catastral vigente de $308.531.000.

En el predio anotado desde hace 16 años viene funcionando el Colegio Parroquial de los Santos Apóstoles, institución educativa que cuenta con  522 estudiantes que cursan el grado preescolar, educación Básica Media, y superior en jornada única, con un costo aproximado por estudiante de $200.000. El mencionado predio fue restituido por la Alcaldía Local de Kennedy en cumplimiento de diligencia  de fecha 27 de enero de 1993 querella 47/92 y diligencia  de fecha 13 de diciembre de 1994 y en la misma se hizo entrega  a la Procuraduría de Bienes del Distrito. Lo irregular en este caso es que la Defensoría de  Espacio Público, permite que este bien de uso público que pertenece al Distrito se explote de manera ilegal por un particular, ya que en la actualidad no existe contrato alguno; a la fecha y trascurridos tres meses de la mesa de trabajo no se conocen acciones de la Defensoría de Espacio Público que determinen la recuperación definitiva de este bien inmueble de propiedad del Distrito. Las anteriores observaciones configuran un para la Alcaldía Local un hallazgo administrativo por un presunto incumplimiento en lo preceptuado en el artículo 86 del decreto 1421/93.
Las observaciones, con excepción de la identificada bajo el numero 2.8.7., serán trasladadas a las direcciones sectoriales de la Contraloría de Bogotá D.C. competentes, con el fin de que se surta la evaluación pertinente.
2.9.
FONTIBON

2.9.1. Evaluación del plan de desarrollo
El desarrollo de Encuentros Ciudadanos
, ha permitido determinar la siguiente problemática con respecto a la malla vial de Fontibón: se presenta alto nivel de deterioro por no existir pavimentación en la mayoría de las vías, hay ausencia de puentes peatonales sobre todo cerca de los colegios, así como de semáforos en algunas partes de la Localidad, se necesita recuperar el espacio público, se presenta deficiencia de la infraestructura vial y obras inconclusas.

Respecto al tema del desarrollo de la malla vial, se tomaron los siguientes apartes del diagnóstico local que está actualizado a junio 30 de 2006: el proceso de crecimiento urbanístico y poblacional de la localidad ha sido acompañado por el crecimiento de las vías de acceso y del tráfico vehicular, siendo los principales puntos de entrada a Fontibón el puente de la Avenida El Dorado con Boyacá,  la Avenida Centenario y la Autopista El Dorado con carrera 100 (Av. Fontibón).

A las vías de acceso a la Localidad se suma el tráfico de transporte pesado por la ruta que comunica a Bogotá con el noroccidente del país, ya que por esa vía se trae carga para la central de Abastos, o también durante los días de puente o de fin de semana, es sitio de salida y de llegada de tráfico de vehículos particulares. Además, la ubicación y el tráfico de transporte intermunicipal de la Terminal de Transporte de Bogotá, entre la avenida Boyacá y la avenida El Espectador, con la avenida La Esperanza. 

A la Localidad la recorren 278 rutas de Transporte Público autorizadas, con una flota de 10.645 vehículos. Se estima que en las horas pico salen aproximadamente 26.288 pasajeros y entran unos 2.815 pasajeros. Diariamente se realizan 298.597 viajes en promedio
. 

Teniendo en cuenta lo anterior y la importancia de la Localidad como zona y polo de desarrollo, se destaca la insuficiencia de la red vial al presentarse problemas de embotellamiento y congestión. La escasa capacidad y el deterioro de las vías, como en la Avenida Centenario, llevan a la creación de puntos críticos en los que se presentan trancones; uno de ellos es la entrada y salida de Fontibón por la calle 22 hacia la Avenida Boyacá. Estas vías presentan alto flujo vehicular por ser empleadas por la mayoría de las rutas de transporte urbano. Situación similar se presenta entre las carreras 99 y 100 con la calle 22 y la Avenida del Ferrocarril, que además por ser un espacio comercial y financiero importante, produce traumatismos en la movilización. Otros puntos de congestión se presentan en la desembocadura de la Avenida La Esperanza con la avenida Centenario, que comunica con el municipio de Funza; en la intersección de la avenida El Ferrocarril 

con la vía que conduce al sector de Capellanía y en la Avenida Luis Carlos Galán.

Los Encuentros Ciudadanos
 desarrollados en la Localidad de Fontibon, han priorizado la siguiente problemática con respecto al fortalecimiento del Hábitat desde los parques locales: No existen programas para el mantenimiento y recuperación de parques en la Localidad, se necesitan programas para construcción de parques en los barrios que no los tienen, se requiere destinar recursos para el deporte y las escuelas de formación (recreativas y competitivas), se requiere fortalecer el mantenimiento de las zonas verdes de la Localidad., no existen programas de recreación dirigida, se deben construir nuevos escenarios deportivos y mejorar la infraestructura y dotación de los existentes. 

Según el Diagnóstico Local, los principales espacios de recreación y deporte de la Localidad son el Parque Estadio Atahualpa (Avenida Versalles No. 36A - 50), el Parque Sauzalito (Avenida La Esperanza Diagonal 22), el Parque Centenario (Avenida Centenario saliendo a Funza), el Centro de Desarrollo Comunitario La Giralda (Carrera 134B con Calle 35), y el Centro Interactivo MALOKA. Además, hay 38 parques ubicados en los diferentes barrios de la Localidad, aunque algunos de ellos no están dotados de manera adecuada.

La Junta Local de Deportes, en convenio con la empresa privada, realiza juegos intercolegiados, locales y distritales, además de campeonatos interbarriales de microfútbol, baloncesto y atletismo. Si un barrio o un sector posee un parque, la Junta de Acción Comunal, en convenio con particulares, organiza periódicamente campeonatos de microfútbol, siendo los más importantes los de Villemar, La Giralda, La Cabaña, El Internacional y el Cuco-La Estancia, lo que demuestra que este deporte es uno de los más practicados en la Localidad. 

Según reunión del DABS - UCPI con 32 jóvenes de las UPZ 75, 76, 77 y 114 (Barrios San Pablo, Jericó, Zona Franca, Fontibón Centro, Santa Cecilia y Modelia) y 2 representantes del Consejo Local de Juventud, se encontró que: "no hay programas de recreación y deporte o se desconoce la información; se deberían hacer más campamentos, salidas juveniles; los clubes juveniles carecen de recursos como zancos, televisores, vhs, computadores, sonido, tarimas y convenios para la realización de deportes. Falta dotación de implementos deportivos y apoyo para la ejecución de eventos”.
En la UPZ de Modelia se encuentra la zona verde que bordea el Canal Boyacá y la comunidad manifiesta que su mantenimiento es deficiente.

En el Plan de Desarrollo de la Localidad de Fontibón se incorpora como objetivo del Eje Urbano Regional: “Avanzar en la conformación de una ciudad de las personas y para las personas, con un entorno humano que promueva el ejercicio de los derechos colectivos, la equidad y la inclusión social. Una ciudad moderna, ambiental y socialmente sostenible, equilibrada en sus infraestructuras, integrada en el territorio, competitiva en su economía  y participativa en su desarrollo”     
De las cuatro políticas definidas para el Eje Urbano Regional en el Plan de Desarrollo de la ciudad, el Plan de Desarrollo Local participa en tres de ellas: Hábitat; Ciudad Región; y Sostenibilidad Ambiental, excluyendo el de Competitividad.
2.9.1.1. Gestión por Proyectos de los Programas del Eje Urbano Regional 

Los Proyectos de los programas del Eje Urbano Regional, participan con un 13.92% (22 contratos) en el total de contratos de la vigencia, destacándose la participación de los contratos realizados en Proyectos pertenecientes al Programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ” con un 12.66% (20 contratos) de participación en el total, dentro de los cuales solo el 4.35% (1 contrato) se terminó durante la vigencia, este contrato pertenece al  proyecto “Construcción y dotación de jardines infantiles”, el contrato UEL-DABS-1857-005-00  ya mencionado.  

CUADRO No 21

GESTIÓN POR PROYECTOS DE LOS PROGRAMAS DEL EJE URBANO REGIONAL

DEL PLAN DE DESARROLLO FDLF VIGENCIA 2005

	
	PPTO COMPROMETIDO

Mil  $
	CONTRATACION   UEL Y CONVENIOS FDLF
	PARTICIPACIÓN  POR CADA PROYECTO DE INVERSIÓN
	% PART ETOTAL CTOS



	Nombre
	VALOR
	No  .contrato
	En ejecución
	Sin iniciar
	Terminados
	% contratado
	% en ejecución
	% sin iniciar
	% terminado
	

	EJE URBANO REGIONAL
	3.015,54
	22
	16
	5
	1
	100
	72,73
	22,73
	4,55
	13,92

	Hábitat desde los barrios y las UPZ
	2.970,20
	20
	16
	3
	1
	100
	80,00
	15,00
	5,00
	12,66

	Dotación mejoramiento y mantenimiento de parques y zonas verdes de Fontibón
	211,33
	2
	0
	2
	0
	100
	0,00
	100,00
	0,00
	1,27

	Estudios, diseños, construcción y rehabilitación de la malla vial local 
	2.757,05
	17
	16
	1
	0
	100
	94,12
	5,88
	0,00
	10,76

	Construcción y dotación para jardines  infantiles de la localidad 
	1,97
	1
	0
	0
	1
	
	
	
	
	0,00

	Ampliación del Centro Operativo Local de la Giralda
	0,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Sostenibilidad urbano –rural
	45,00
	2
	0
	2
	0
	100
	0,00
	100,00
	0,00
	1,27

	Conformación de la Unidad Ambiental Local
	45,00
	2
	0
	2
	0
	
	
	
	
	1,27

	INVERSION DIRECTA
	9.926,29
	158
	96
	39
	23
	
	
	
	
	


FUENTE:    Ejecución Presupuesto de Gastos e Inversiones FDLF 2005, Estado Proyectos, Contratación UEL y 

             Convenios FDLF, Contratación celebrada por Gestión Pública Humana vigencia 2005   
Elaboro: Profesional Especializado 335-04, Unidad Local de Fontibón, Dirección Desarrollo Local y Participación Ciudadana, Contraloría de Bogotá      

De los 22 contratos celebrados en proyectos de los programas del Eje, el 12.82% (5 contratos) se encontraban sin iniciar. 
De los contratos celebrados por los proyectos del Eje, el 26.67% (16 contratos) del total de contratos estaban en ejecución durante la vigencia, contratos estos, pertenecientes al Proyecto “Estudios, diseños, construcción y rehabilitación de la malla local”.   

2.9.2. Evaluación presupuestal
El Plan de Desarrollo  de la Localidad en la vigencia 2005, se financió de los ingresos que recibe de la Administración Central. Los Ingresos de la localidad ($9.714.99 millones) provienen en un 98.86% ($9.604.99 millones) de las transferencias que recibe de la Administración Central y de un 1.13% de sus Ingresos Corrientes ($110.00 millones) generados en multas y rentas contractuales. 
CUADRO No 22
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL DE LOS PROGRAMAS DEL EJE URBANO REGIONAL -  FDLF VIGENCIA 2005

Millones de $

	CONCEPTO
	PPTO VIGENTE
	COMPRM
	% EJECUCION PPTO (COMPROM).
	AUTORIZ GIRO
	% EJECUC. PPTO (AUT.GIROS)
	RESERVAS
	

	Hábitat desde los barrios y las UPZ
	3.507,00
	2.970,20
	84,69
	831,27
	23,70
	2.198.93
	72.01

	Sostenibilidad urbano-rural
	45,00
	45,00
	100,00
	0,00
	0,00
	45.00
	100.00

	EJE URBANO REGIONAL
	3.552,00
	3.015,20
	84,89
	831,27
	23,40
	2.183.93
	72.43


FUENTE: Ejecución Presupuesto de Gastos e Inversiones FDLF 2005

Elaboro:   Profesional Especializado 335-04, Unidad Local de Fontibón, Dirección Desarrollo Local y Participación 

           Ciudadana, Contraloría de Bogotá 

El Eje Urbano Regional ejecutó en el 84.89% ($3.015.20 millones) de los $3.552.00 millones asignados, pero solo contó con autorizaciones de giro del 23.40% ($831.27 millones), por que quedo en Reserva el 72.43% ($2.183.94 millones) de los recursos comprometidos.

En este Eje aunque el Programa “Sostenibilidad Urbano Regional” fue el que mayor ejecución presentó al comprometer el 100% de los $45.00 millones asignados, sin que se realizaran autorizaciones de giro. El Programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ” ejecutó el 84.69% ($2.970.20 millones) con autorizaciones de giro del 23.70% ($831.27 millones)
El Eje presenta una participación del 20.47% ($3.552.00 millones) en el presupuesto vigente y disponible, y del 19.09% ($3,015.00 millones) en los compromisos adquiridos, pero en  autorizaciones de giro solo alcanzó el 13.58% ($831.27 millones). 

El Eje Urbano Regional, comprometió recursos por $3.015.20 millones, dentro de los cuales, la mayor participación fue para el programa “Hábitat desde los Barrios y las UPZ”  con el 98.51% ($2.970.20 millones), seguido de “Sostenibilidad Urbano Rural”, con el 1.49% ($45.00 millones.   

El comportamiento de las autorizaciones de Giro muestra que el eje con mayor participación es Urbano Regional con un 42.16% ($831.27 millones), el  segundo lugar en participación fue para el Objetivo Gestión Pública Humana con el 34.31% le siguió el Eje Social con el 17.37% ($342.75 millones) y en último lugar lo ocupó el Eje Reconciliación con el 6.15%. 

En los Proyectos pertenecientes a los Programas del Eje Urbano Regional se presentó la siguiente ejecución presupuestal

En el Programa “Hábitat sobre los barrios y las UPZ”, el proyecto que presentó mayor ejecución fue “Estudios, diseños, construcción y rehabilitación de la malla vial local”  con el 99.99% ($2.756.89 millones de los $2.757.06 millones asignados para el proyecto), pero en autorizaciones de giro, solo alcanzó el 30.15% ($831.27 millones) quedando en reserva el 69.85% ($1.925.62 millones). 

CUADRO  No 23
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL DE LOS PROYECTOS PERTENENCIENTES A LOS PROGRAMAS DEL EJE

URBANO REGIONAL DEL FDLF VIGENCIA 2005

Millones de $

	CONCEPTO
	DISPONIBLE
	COMPR
	% 
EJECUCIÓN -  COMPROMISOS
	AUTORIZ GIRO
	%EJECUC  REAL - AUTOR. GIRO
	RESERVAS

	EJE URBANO REGIONAL
	3.552,00
	3.015,20
	84,89
	831,27
	23,40
	2.183,93

	Hábitat desde los barrios y las UPZ 
	3.507,00
	2.970,20
	84,69
	831,27
	23,70
	2.138,93

	Dotación, mejoramiento y mantenimiento de Parques y zonas verdes de Fontibón 
	214,97
	211,34
	98,31
	0,00
	0,00
	211,34

	Estudios, diseños, construcción y rehabilitación de la malla vial local
	2.757,06
	2.756,89
	99,99
	831,27
	30,15
	1.925,62

	Construcción y dotación para jardines infantiles de la localidad 
	534,97
	1,97
	0,37
	0,00
	0,00
	1,97

	Ampliación del Centro Operativo Local de la Giralda
	0,00
	0,00
	0,00
	0,00
	0,00
	0,00

	Sostenibilidad urbano-rural
	45,00
	45,00
	100,00
	0,00
	0,00
	45,00

	Conformación de la Unidad Ambiental Local
	45,00
	45,00
	100,00
	0,00
	0,00
	45,00


FUENTE: Ejecución Presupuesto de Gastos e Inversiones FDLF 2005

Elaboro:   Profesional Especializado 335-04, Unidad Local de Fontibón, Dirección Desarrollo Local y Participación 

                Ciudadana, Contraloría de Bogotá      

Le siguió en ejecución el proyecto “Dotación, Mejoramiento y mantenimiento de parques y zonas verdes  de Fontibón”, con el 98.31% ($211.34 millones) de los recursos disponibles, sin presentar autorizaciones de giro por lo que se constituyeron en reservas para ser pagados en el año 2006; el proyecto “Construcción y dotación para jardines infantiles de la localidad” presentó ejecución del 0.37% ($1.97 millones) de los $534.97 millones disponibles para el proyecto. Para el Proyecto “Ampliación del Centro Operativo Local de la Giralda” no le fueron asignados recursos en la vigencia 2005.

Del análisis de la información entregada por la Alcaldía Local referente a las metas de los proyectos del Plan de Desarrollo para la vigencia 2005, se concluye que  durante la  vigencia la totalidad de las metas se encontraban en ejecución.
2.9.3. Evaluación de la contratación
El Eje Urbano Regional, con $3.015.20 millones comprometidos, en 22 contratos celebrados, aportó el 13.92% del total de contratos celebrados, en el cual el Programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ”  comprometió $2.970.20 millones realizando el mayor aporte al eje en número de contratos celebrados, con el 12.66% (20 contratos), seguido por el Programa “Sostenibilidad Urbano-Rural” con el 1.27% (2 contratos) en el total de contratos celebrados en la vigencia 2005. 

CUADRO No 24 

GESTIÓN POR PROGRAMAS DEL EJE URBANO REGIONAL DEL PLAN DE DESARROLLO 

FDLF VIGENCIA 2005

	
	PPTO COMPROMETIDO

Mil  $
	CONTRATACION   UEL Y CONVENIOS FDLF
	PARTICIPACIÓN  POR CADA PROGRAMA DE INVERSIÓN
	% PARTIC EN No. TITAL CONTR.

	Nombre
	Valor
	No.ctos
	En ejec
	Sin iniciar
	Terminados
	% Contratos
	% En ejec
	% Sin in.
	% Term.
	

	EJE URBANO REGIONAL
	3.015,20
	22
	16
	5
	1
	100,00
	72,73
	22,73
	4,55
	13,9

	Hábitat desde los barrios y las UPZ
	2.970,20
	20
	16
	3
	1
	100,00
	80,00
	15,00
	5,00
	12,6

	Sostenibilidad urbano –rural
	45,00
	2
	0
	2
	0
	100,00
	0,00
	100,00
	0,00
	1,27

	INVERSION DIRECTA
	9.676,65
	158
	96
	39
	23
	
	
	
	
	


FUENTE: Ejecución Presupuesto de Gastos e Inversiones FDLF 2005, Estado Proyectos, Contratación UEL y Convenios FDLF, Contratación celebrada por Gestión Pública Humana vigencia 2005  

Elaboro:   Profesional Especializado 335-04 , Unidad Local de Fontibón, Dirección Desarrollo Local y Participación 

                Ciudadana, Contraloría de Bogotá 
De los 22 contratos celebrados en la vigencia, pertenecientes a este Eje estructural, el único programa que participó con contratos terminados fue el de “Hábitat desde los barios y las UPZ” con el 4.5% de participación (1 contrato); este contrato fue el celebrado con la Organización Nacional de Servicios Industriales ONASI LTDA, por $1.97 millones según contrato UEL-DABS-1857-005, mencionado anteriormente. Igualmente, este programa fue el que presentó mayor cantidad de contratos sin iniciar, con el 7.69% (3 contratos) en el total de los contratos; en tanto que de 2 contratos celebrados en el Programa “Sostenibilidad Urbano – Rural” por $45.00 millones, la totalidad de ellos (2 contratos) se encontraban sin iniciar al final de la vigencia 2005, participando en un 5.13% del total de los contratos no iniciados

2.9.3.1. Es deber del Fondo propender por que todas las actividades y recursos de la organización estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos de la entidad y asegurar la oportunidad, claridad y confiabilidad de la información y sus registros de acuerdo con los numerales c) y e) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993 en concordancia con el articulo 12 del Acuerdo Local 04 de 2004, Acuerdo Distrital No.13 de 2000 por cuanto analizada la información relacionada con el cumplimiento de metas, se observa que el FDLF no determinó completa, clara y detalladamente las metas anuales a cumplir, en la gestión vinculada con la atención a la problemática identificada en el objetivo Hábitat desde los barrios y las UPZ, afectando la oportunidad y eficiencia del Plan de Desarrollo Local. 
Revisada la respuesta dada por el FDLF, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.
2.9.3.2. El Fondo debe garantizar la eficiencia, eficacia y economía de todas las operaciones para el logro de la misión institucional como se indica en el literal b)  del artículo 2 de la Ley 87 de 1993. Esto no se garantizó, dado que el nivel real de alcance de las metas señaladas en el Eje Urbano Regional no se especificó  y el porcentaje de giros para la contratación del Programa “Hábitat desde los Barrios y las UPZ” fue muy bajo, generando descontrol en la ejecución contractual y afectando la oportunidad en el cumplimiento del Plan de Desarrollo de la Localidad.
Revisada la respuesta dada por el FDLF, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.
2.9.3.3. En el Contrato No. IDU 226-2004 con INECON -TE S.A, en cuyo objeto el Contratista se compromete a realizar por el sistema de precios unitarios sin formula de reajuste, las obras requeridas para la construcción, rehabilitación y mantenimiento de accesos a barrios y pavimentos locales, programa pavimentos locales grupo 2, localidades de Bosa, Kennedy, Fontibon y Puente Aranda por valor de $9.981.856.533 y plazo de 33 meses a partir del 27 de diciembre de 2005.

Se determinaron debilidades en el manejo documental relacionado con soportes sin las firmas correspondientes y actas de adición sin justificaciones argumentadas. Lo anterior, unido a la desarticulación de soportes provocada por el esquema organizacional del IDU, afectan el control documental en sus componentes financieros, técnicos y de gestión, los cuales son manejados separadamente. Igualmente, se observaron deficiencias con respecto a la Planeación de las obras y al Monitoreo al cumplimiento del contrato, manifestados por la falta de algunos informes de gestión que deben elaborar tanto el interventor como el coordinador del contrato, sobre el avance de las obras en los términos de calidad y oportunidad convenidos, todo lo cual contribuyó a  que no se advirtieran incumplimientos de los cronogramas de obra en varios frentes de trabajo.  

Las anteriores consideraciones, evidencian la inobservancia de los Objetivos del Sistema de Control Interno en especial el establecido en los literales a),g) y f) del artículo 2 y de los elementos del Sistema Interno indicados en el literal e) del artículo 4 de la Ley 87 de 1993. 

Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.9.3.4.  En el Contrato IDU – 65 de 2005, con el CONSORCIO GV-25, cuyo objeto es el mantenimiento de vías, programa de mantenimiento vial fase II grupo 2, localidades de Fontibon, Barrios Unidos, Teusaquillo y Puente Aranda, con un valor de $2.421.443.146, un plazo de ejecución de 7 meses contados a partir del 28 de noviembre de 2005 y la interventoria de Consorcio ING Ingeniería S.A. – PCA Ltda., se observaron debilidades en el manejo documental relacionado con algunos soportes sin las firmas correspondientes y faltan los informes de seguimiento a las actividades contempladas en los términos contractuales. Así mismo, se encontraron fallas en los informes de las revisiones a las cantidades de obra desarrolladas, que no especifican como se está verificando que cumplen con las condiciones de calidad ofrecidas por el contratista, lo que genera deficiencias con respecto al manejo del riesgo y al monitoreo al cumplimiento de los proyectos, debilitando el cumplimiento del Plan de desarrollo Local. 

Las anteriores consideraciones, evidencian la inobservancia de los Objetivos del Sistema de Control Interno en especial el establecido en los literales a),g) y f) del artículo 2 y de los elementos del Sistema Interno indicados en el literal e) del artículo 4 de la Ley 87 de 1993. 
Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.9.3.5. Gestión antieconómica generada por la celebración de un segundo contrato de interventoria, el No 39 firmado el 20 de septiembre de 2006 con el Consorcio de Interventoria Vial Sur 2006, por valor de $316,2 millones, con el mismo objeto del contrato No 245 de 2004.

Así lo describe el articulo 6 de la Ley 610 de 200…..” ARTICULO 6o. DAÑO PATRIMONIAL AL ESTADO. Para efectos de esta ley se entiende por daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. Dicho daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la persona natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan directamente o contribuyan al detrimento al patrimonio público” (subrayado fuera del texto).
En el Contrato No. IDU 226-2004 con INECON -TE S.A, en cuyo objeto el Contratista se compromete a realizar por el sistema de precios unitarios sin formula de reajuste, las obras requeridas para la construcción , rehabilitación y mantenimiento de accesos a barrios y pavimentos locales, programa pavimentos locales grupo 2, localidades de Bosa, Kennedy, Fontibon y Puente Aranda, de acuerdo con la descripción, especificaciones y demás condiciones establecidas en el Pliego de Condiciones, el valor es de $9.981.856.533, con un plazo de 33 meses a partir del 27 de diciembre de 2005, discriminados con 8 meses para la construcción y rehabilitación, un mes para la entrega a la interventoria de las obras ejecutadas y 24 meses para la etapa de mantenimiento. 

Inicialmente, no se cumplió con los 8 meses de construcción, por lo cual se cambiaron los términos pactados en el objeto contractual y en las cláusulas segunda y tercera, para concederle más tiempo y dinero a la etapa de construcción. Por lo anterior, al 30 de octubre de 2006, faltan 6 frentes de trabajo por construir, después de 20 meses de iniciado el contrato. Los incumplimientos en el desarrollo de la obra se han generado por la falta de planeación, por la falta de personal a cargo del contratista y por las fallas de supervisión contractual. 

Los incumplimientos del contratista, advertidos por la Interventoría en repetidas ocasiones, han generado tres tipos de consecuencias en el desarrollo de la Interventoria del contrato de obra.  Por un lado, que se adicionará  y luego terminará el contrato de Interventoría Técnica, Administrativa, Financiera y Ambiental, No 245 de 2004, suscrito entre el IDU y el  Consorcio CEI CIVILTEC, sin que el contratista haya cumplido con la totalidad de ejecución del contrato. 

Una segunda consecuencia, es que se haya paralizado la obra por un lapso de 4 meses, por no contar el contrato de obra con su correspondiente interventoria, generando un nuevo proceso para la contratación de una nueva interventoria que permita finalizar  la obra en un tiempo de cinco meses solicitados por el contratista y concedidos por el IDU. Y por último, se debió contratar la Interventoria No 39 firmada el 20 de septiembre de 2006 con el Consorcio de Interventoria Vial Sur 2006 por valor de $316,2 millones, con el mismo objeto del contrato No 245 de 2004. 

Por lo anterior se concluye, que por los innumerables incumplimientos del contratista y  la negligencia  del supervisor del contrato, el Distrito podría  sufrir un posible detrimento. 
Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento
2.9.3.6.  Contrato de obra Publica UEL- IDRD 044 de 2005 celebrado entre el Instituto Distrital para la recreación y el deporte y la compañía de Urbanismo Construcciones e Ingeniería Ltda – Urbaniscom Ltda, cuyo objeto es la realización a precio global fijo los diseños y estudios técnicos y por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de reajuste, la construcción, adecuación y mejoramiento de parques de las Localidades de Kennedy y Fontibón, con un plazo de ejecución de cinco meses, dos para la etapa de diseño y estudios técnicos y tres para la etapa de construcción, por un valor inicial de $588.084.817, un adicional en valor de $112.500.000 el 28 de diciembre de 2005 y una prorroga el 23 de junio por 15 días calendario, el Interventor es  Payc S.A.
Se pudo evidenciar que existe documentación incompleta y sin numerar, faltan informes de gestión que permitan el monitoreo, seguimiento y supervisión general al contrato de obra en mención, atrasos en la ejecución de las obras de la mayoría de los frentes de trabajo y  fallas en la programación financiera  al  generarse  el adicional No 1, al día siguiente de firmar el contrato y sin los soportes presupuestales requeridos.

Las anteriores consideraciones, evidencian la inobservancia de los Objetivos del Sistema de Control Interno en especial el establecido en los literales a),g) y f) del artículo 2 y de los elementos del Sistema Interno indicados en el literal e) del artículo 4 de la Ley 87 de 1993. 
Revisada la respuesta dada por la UEL IDRD, ésta se acepta, por consiguiente, se retira el presente hallazgo administrativo.
2.9.3.7. En la evaluación al Convenio de Asociación UEL IDR No. 056 de 2005 celebrado con la Fundación de Educación Superior San José y las Localidades de Fontibon y Engativá, con el objeto de desarrollar las actividades de planeación, organización, coordinación y ejecución de los proyectos y subproyectos, en la Localidad de Fontibón: 48 horas de Microfutbol, actividad física para adulto mayor, torneo de baloncesto ramas masculina y femenina, el valor total de aportes al convenio corresponde a  $1.218.847.956.78, de los cuales el valor de los aportes por parte de los Fondos al convenio corresponde a la suma de $679.447.956 y de la localidad de Fontibón $333.141.241.40, un plazo de ejecución de  10 meses a partir del primero de febrero de 2006 fecha en que se firma el acta de inicio.

Se evidenciaron fallas en el manejo documental  referidas a algunos soportes que no están debidamente numerados consecutivamente, encontrándose igualmente que en el archivo del contrato, faltan los informes de seguimiento de los responsables del contrato que muestren el avance del proyecto o el cumplimiento de las  actividades contempladas en el objetivo, tal como se exige en las cláusulas del contrato. Estas deficiencias afectan negativamente el Manejo del Riesgo y al Monitoreo en el cumplimiento de los proyectos que son contratados por la UEL.

Las anteriores consideraciones, evidencian la inobservancia de los objetivos del Sistema de Control Interno en especial el establecido en los literales a),g) y f) del artículo 2 y de los elementos del Sistema indicados en el literal e) del artículo 4 de la Ley 87 de 1993. 

Revisada la respuesta dada por la UEL IDRD, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDRD el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento
2.10.
ENGATIVA

2.10.1. Plan de desarrollo.

El objetivo del Eje Urbano Regional, es avanzar en la conformación de una localidad de las personas y para las personas, con un entorno humano que promueva el ejercicio de los derechos colectivos, la equidad y la inclusión social. Una localidad moderna, ambiental y socialmente sostenible, equilibrada en sus infraestructuras, integrada en la región, competitiva en su economía y participativa en su desarrollo.

CUADRO No 24
FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE ENGATIVA
PRESUPUESTO PLURIANUAL DE INVERSIONES
Millones

	PROGRAMA

	2005
	2006
	2007
	2008
	TOTAL

	Eje Urbano Regional
	7.930.0
	7.930.0
	7.930.0
	7.930.0
	31.720.0

	1. Hábitat para los barrios y las UPZ
	7.480.0
	7.480.0
	7.480.0
	7.480.0
	29.920.0

	2. Sostenibilidad Urbano Rural
	225.0
	150.0
	150.0
	150.0
	675.0

	3. Región integrada para el desarrollo
	75.0
	75.0
	75.0
	75.0
	300.0

	4. Engativa productiva
	150.0
	225.0
	225.0
	225.0
	825.0


Fuente: Plan de desarrollo Engativa Humana Solidaria 2005-2008.

En el año 2005 el FDLE, en el Eje Urbano Regional, proyectó ejecutar en el Presupuesto la suma de $11.566.4 millones, de la siguiente manera:






CUADRO No 25





EJECUCION DE PRESUPUESTO  FDL ENGATIVA
Millones

	CÓDIGO
	NOMBRE
	DISPONIBLE
	COMPROMISOS
	GIROS
	% GIR/COMPR.

	3-3-1-12-02
	Eje Urbano Regional
	11.566.4
	11.011.4
	1.328.8
	12.07

	1629
	Adecuación y Mejoramiento Plazas
	34.0
	0
	0
	0

	1827
	Adecuación y Mejoramiento Parques
	1.539.0
	1.505.1
	0
	0

	1830
	Adecuación, construcción salones comunales 
	1.771.7
	1.478.7
	364.7
	24.66

	1834
	Reparcheo y construcción malla vial
	7.813.0
	7.813.0
	961.4
	12.30

	1716
	Creación coso localidad
	150.0
	0
	0
	0

	2370
	Campañas Medio Ambiente
	25.0
	25.0
	0
	0

	2730
	Programas soluciones ambientales
	76.0
	76.0
	0
	0

	0302
	Capacitación familia FDLE
	32.7
	9.5
	2.7
	28.42

	2316
	Conformación Consejo Nacional Economía Solidar
	125.0
	104.1
	0
	0


Fuente: Informe presupuesto FDLE a 31 de Diciembre de 2005.

Como se puede observar en el Plan de Desarrollo, se planeo ejecutar en el 2005 la suma de $7.930.0 millones, sin embargo, la localidad dispuso de $11.566.4 millones, equivalente a un 45,8%, más de lo planeado. 

De nueve (9) proyectos a ejecutar en el año 2005, hay dos (2) el 1629 y 1716, donde no se compromete ningún valor a 31 de diciembre de 2005, por lo cual el 22% de los proyectos no se ejecutó.

En lo concerniente a recuperación, rehabilitación y mantenimiento de la malla vial local, bajo el proyecto 1834, se adquirieron compromisos por valor de $7.813.0 millones, de los cuales la mayor parte fue realizada en el mes de diciembre.

Para el proyecto 1827, relativo a adecuación y mejoramiento de parques, se comprometieron $1.505.1 millones, de la siguiente forma:

2.10.2. Evaluación de la contratación

2.10.2.1. Convenio Interadministrativo de Cofinanciación Nº 007 de 2004, celebrado entre el FDL de Engativa y La Administración Cooperativa Nacional de Desarrollo de Entidades Territoriales –CONALDE-.

Objeto: Desarrollo de actividades conjuntas para financiación, administración y ejecución de las obras requeridas para la evaluación y rehabilitación de vías de la Localidad de Engativa mediante la ejecución de un mantenimiento preventivo y correctivo y/o plan exhuecos. Valor: $4.265.3 millones, donde el FDL, aporta $3.877.6 millones y CONALDE aporta el 10% equivalente a $387.7 millones así:  5% del valor de los aportes será en estudios y diseños que corresponde al costo normal y comúnmente reconocido por estas actividades en este tipo de proyectos, el 2% en materiales que se suministrarán para la construcción de vías valorado a precio de mercado, un 2% en intervención social especialmente orientada a divulgación y atención al ciudadano y 1% orientada a generación de empleo con mano de obra no calificada posible de la localidad de Engativa. Plazo: diez (10) meses contados a partir de la respectiva acta de iniciación de labores.

En los términos de referencia se establecen unos valores de los índices representativos de la rehabilitación y/o mantenimiento de las vías, los cuales: “…no podrá ser mayor al 100% del valor de los Índices Representativos Oficiales ni inferior al noventa y cinco por ciento 95%. En caso que esto ocurra, se considera como causal de rechazo de la propuesta”; sin embargo la propuesta de CONALDE, a pesar de que en 28 de 29 items cotizó por encima del Valor Unitario Máximo (incluido A.I.) permitido, le fue adjudicado el contrato:

CUADRO No 26

COMPARTIVO DE PRECIOS COTIZADOS FDL-CONTRATISTA
	ITEM
	Descripción


	FDLE
	CONALDE
	*DIFERENCIA

	
	Preliminares
	
	
	

	1.01
	Replanteo General
	369.82
	347.50
	-22.32

	1.02
	Profundidad
	12.583,04
	12.940,00
	356.96

	1.03
	Excavación Mecánica 
	16.156.56
	17.585,00
	1.428.44

	1.04
	Transporte
	30.090,00
	32.475,00
	2.385,00

	1.05
	Escombros
	14.761,80
	14.722,50
	39.30

	1.06
	Fresado pavimento
	69.704,96
	88.562,50
	18.857.54

	1.07
	Demolición de sardinel 
	2.849,70
	3.017,50
	167.80

	1.08
	Cortadora de pavimento
	3.451,50
	8.587,50
	5.136.00

	
	Rellenos
	
	
	

	2.01
	Mejoramiento de subrasantes
	44.241,74
	46.865,00
	2.623.26

	2.02
	Granular sección 13 a IDU
	34.251,86
	36.343,75
	2.091.89

	2.03
	Granular sección 14 IDU
	41.355,46
	43.808,75
	2.453.29

	
	Pavimentos
	
	
	

	3.01
	Emulsión asfáltica tipo crr-1 pura
	1.180,00
	1.202,50
	22.50

	3.02
	Compacto en obra
	368.053,80
	389.887,50
	21.823.70

	3.03
	70-90 Compacto en obra MDC-2
	379.046,68
	401.532,50
	22.485.82

	3.04
	70-90 Compacto en obra MDC-3
	398.840,00
	416.073,75
	17.233.75

	3.05
	Rodadura Asfáltica 1350
	410.640,00
	433.750,00
	23.110.00

	3.06
	Losa de concreto MR-43
	540.323,18
	572.375,00
	32.051.82

	3.07
	Sello de fisuras
	1.311,60
	1.615,00
	303.40

	
	Sardineles y Andenes
	
	
	

	4.01
	Sardinel Prefabricado A-10
	45.605,82
	48.310,00
	2.704.18

	4.02
	Sardinel Fundido H-40
	30.806,26
	32.632,50
	1.826.24

	4.03
	Concreto para anden E=10M
	49.419,58
	51.778,75
	2.359.17

	
	Alcantarillado
	
	
	

	5.01
	Limpieza de pozos con retiro
	37.760,00
	39.085,00
	1.325.00

	5.02
	Limpieza de sumideros con retiro
	37.760,00
	39.085,00
	1.325.00

	5.03
	Hiladas
	88.877,60
	94.150,00
	5.272.40

	5.04
	Reconstrucción sumidero
	173.732,58
	184.038,75
	10.306.17

	
	Tela Geotextil
	
	
	

	6.01
	Geotextil NT 1400
	2.459,12
	2.605,00
	145.88

	6.01
	Geotextil NT 1800
	3.522,30
	3.731,25
	208.95

	
	Gestión Ambiental y Social
	
	
	

	7.01
	Plan de manejo ambiental
	8.349.680,00
	8.843.750,00
	494.070.00

	7.01
	Programa de atención al ciudadano
	1.014.800,00
	1.062.500,00
	47.700.00


*Diferencia: El valor unitario inferior o superior establecido entre lo ofertado y lo solicitado en los términos de referencia. 

En el acta parcial de obra Nº 07 del 15 de Diciembre de 2005, se presentan los siguientes valores acumulados. 

CUADRO No 27

VALORES ACUMULADOS EJECUCION CONTRACTUAL – ACTA No 7
	ITEM
	DESCRIPCIÓN
	ACUMULADO

	DIFERENCIA
	VALOR TOTAL

	
	Preliminares
	
	
	

	1.01
	Replanteo General
	
	-22.32
	

	1.02
	Profundidad
	654,79
	356.96
	233.733,84

	1.03
	Excavación Mecánica 
	179,56
	1.428.44
	256.490,69

	1.04
	Transporte
	6.356,15
	2.385,00
	15.159.417,75

	1.05
	Escombros
	639,39
	39.30
	25.128.03

	1.06
	Fresado pavimento
	0
	18.857.54
	0

	1.07
	Demolición de sardinel 
	1.111.40
	167.80
	186.492.92

	1.08
	Cortadora de pavimento
	3.355,16
	5.136.00
	17.232.101.76

	
	Rellenos
	
	
	

	2.01
	Mejoramiento de subrasantes
	56.10
	2.623.26
	147.164.89

	2.02
	Granular sección 13 a IDU
	57.36
	2.091.89
	119.990.81

	2.03
	Granular sección 14 IDU
	9.00
	2.453.29
	22.079.61

	
	Pavimentos
	
	
	

	3.01
	Emulsión asfáltica tipo crr-1 pura
	80.344.39
	22.50
	1.807.748.78

	3.02
	Compacto en obra
	4.613.98
	21.823.70
	100.694.115.33

	3.03
	70-90 Compacto en obra MDC-2
	3.305.18
	22.485.82
	74.319.682.55

	3.04
	70-90 Compacto en obra MDC-3
	0
	17.233.75
	0

	3.05
	Rodadura Asfáltica 1350
	0
	23.110.00
	0

	3.06
	Losa de concreto MR-43
	0
	32.051.82
	0

	3.07
	Sello de fisuras
	2.590.49
	303.40
	785.934.67

	
	Sardineles y Andenes
	
	
	

	4.01
	Sardinel Prefabricado A-10
	791.00
	2.704.18
	2.139.006.38

	4.02
	Sardinel Fundido H-40
	3.00
	1.826.24
	5.478.72

	4.03
	Concreto para anden E=10M
	180.00
	2.359.17
	424.650.60

	
	Alcantarillado
	
	
	

	5.01
	Limpieza de pozos con retiro
	97.00
	1.325.00
	128.525.00

	5.02
	Limpieza de sumideros con retiro
	130.00
	1.325.00
	172.250.00

	5.03
	Hiladas
	0
	5.272.40
	0

	5.04
	Reconstrucción sumidero
	27.00
	10.306.17
	278.266.55

	
	Tela Geotextil
	
	
	

	6.01
	Geotextil NT 1400
	0
	145.88
	0

	6.01
	Geotextil NT 1800
	0
	208.95
	0

	
	Gestión Ambiental y Social
	
	
	

	7.01
	Plan de manejo ambiental
	8.00
	494.070.00
	3.952.560.00

	7.01
	Programa de atención al ciudadano
	
	47.700.00
	0

	
	TOTAL
	
	
	218.090.818,88


Como se evidencia en los cuadros anteriores, este contrato presenta unos sobrecostos por obra efectuada por valor de $218.090.818,88. 

Por lo anterior se configura un presunto detrimento al patrimonio público producido por una gestión fiscal antieconómica, de conformidad con lo señalado en el artículo 6o de la Ley 610 de 2000 y numeral 31, articulo 48 de la Ley 734 de 2002. 

Revisada la respuesta dada por el FDLE  ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo Fiscal y Disciplinario con incidencia administrativa en cabeza del Alcalde del FDLE, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.11.
SUBA

Dentro del universo contractual del Eje Urbano Regional, Política de Hábitat, Programa Hábitat desde los barrios y UPZ, del FDLS – UEL para la vigencia de 2005, de 18  contratos por valor total de $ 3.822.8 millones, se evaluaron  cuatro contratos por un valor total de $2.008.6 millones, correspondiendo al 52.54% del valor total del universo.

2.11.1. Evaluación del Plan de Desarrollo

Proyecto 249. Construcción, mantenimiento y recuperación de la malla vial, del cual se realizaron ocho contratos por un valor de $2.976.4 con ejecución  de $1.192 millones  correspondiente al 39.99%  
2.11.1.1. Inventario y Diagnostico de la  Infraestructura Vial y de Espacio Público de la Localidad de Suba

La localidad de Suba tiene 1.335 kilómetros de carril de vías que corresponden a 0.23 kilómetros de carril de vías por hectárea urbana. Aproximadamente el 50% de las vías se encuentran en pavimento flexible, el 19% en pavimento rígido el restante 31% está construido en otros tipos de materiales como afirmado. El 20% de las vías de la localidad se encuentran en buen estado, el 41% en regular y el 39% en mal estado.

La malla vial se encuentra distribuida de la siguiente manera: Arterial: 129 Km/carril, Intermedia: 335 Km/carril y Local: 871 Km/carril, cuya recuperación total se estima en aproximadamente $450 mil millones de pesos (Datos de la Dirección Técnica de Planeación del Instituto de Desarrollo Urbano).


Un alto porcentaje de las vías de la localidad se encuentran actualmente en mal estado y el presupuesto con que cuenta el Fondo de Desarrollo Local para proyectos de infraestructura vial resulta muy escaso frente a las necesidades de inversión requeridas. Lo anterior dificulta el tráfico vehicular y peatonal en el sector afectado, propiciando el descontento general entre los habitantes que viven en estas zonas.

La Localidad presenta un alto índice de crecimiento, viéndose afectada por diversos desarrollos urbanísticos que trajeron como consecuencia el deterioro de las vías y el espacio público, tanto para los residentes como para la población flotante.

Adicionalmente, la malla vial local construida se encuentra en permanente proceso de  deterioro debido al tránsito permanente de vehículos por lo que se hace necesario realizar acciones para su mejoramiento que permitan mantener o prolongar la vida útil de los pavimentos existentes.

En el sector de Suba las zonas urbanizadas se han desarrollado sin contar con las vías y mucho menos con su pavimentación, por lo que se nota un elevado número de vías en afirmado o tierra (31%).
Los pavimentos se ven afectados seriamente por la presencia de suelos blandos y drenaje deficiente, reflejándose en el deterioro de las vías. En las partes altas las vías se ven afectadas por hundimientos y deterioro de la capa de rodadura al que contribuye el arrastre del agua en épocas de lluvia. 

En materia de Espacio Público (Andenes y separadores asociados a la malla vial),  la localidad cuenta con un total de 3.184.279 m2, de los cuales 2.644.583 m2 corresponden a Andenes y 535.696 m2 a separadores viales.

En área verde Suba cuenta con 2.477.526 metros cuadrados, para un promedio por habitante de 3.29 m2, siendo el promedio de la ciudad 4.23 m2/habitante 

2.11.1.2. Inventario y Diagnostico de los parques de la  Localidad de Suba 

De acuerdo al informe del IDRD  a enero de 2006,  la Localidad de Suba en el equipamiento de zonas verdes y parques, registra 4.301.139,33 metros cuadrados con un total de 670 parques, de los cuales el 14% son de bolsillo y  el 85%  vecinales. El 29%  están localizados en el estrato 3, el 24% en el estrato 2 y el 23%  en el estrato 5.

Las obras realizadas en los parques corresponden a inversiones parciales, es decir la construcción se lleva a cabo por etapas teniendo en cuenta el Plan Director y la optimización de los recursos del Fondo de Desarrollo Local.

2.11.2. Evaluación presupuestal

Con respecto al total del presupuesto disponible de gastos e inversiones para la vigencia auditada, su ejecución en compromisos y giros presentó los siguientes registros para el Eje Urbano Regional:

CUADRO  No 28
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL GASTOS E INVERSION 2005

(En miles de pesos)

	RUBRO PRESUPUESTAL
	DISPONIBLE
	COMPROMISOS
	%   
EJECUCIÓN
	GIROS
	% 

GIROS

	INVERSIÓN
	36.740.5
	33.162.7
	90.26
	16.127.8
	43.90

	 Directa
	22.636.7
	19.280.2
	85.17
	4.790.3
	21.16

	02 - EJE URBANO REGIONAL
	6.127.2
	5.110.0
	83.40
	1.413.5
	23.07

	PROYECTO 244
	469.7
	455.7
	97.02
	216.8
	46.16

	PROYECTO 247
	444.0
	436.0
	98.21
	0
	0

	PROYECTO 248
	899.6
	0
	0
	0
	0

	PROYECTO 249
	2.980.7
	2.976.3
	99.85
	1.191.9
	39.99


Fuente: Ejecución Presupuestal FDLS 2005

El presupuesto del Fondo contó con una apropiación disponible de $36.740.5 millones; al culminar el año 2005, logró un nivel de ejecución global del 90.26%, que en términos absolutos equivalen a $33.162.7 millones representados en compromisos adquiridos, cuya ejecución física sólo alcanzó el 43.9%. Sin embargo para el Eje Urbano Regional alcanzó una ejecución real de sólo el 23.07%, lo que significa un regular desempeño en la ejecución de recursos,  afectando de esta manera a la población potencialmente beneficiada.
Una de las razones del bajo nivel de ejecución se sustenta en el hecho de que los proyectos 247 y 248 no reportaron ejecución real en giros, con el agravante que para el proyecto 248 no se apropiaron los recursos presupuestados; es decir no se utilizaron los $899.6 millones.

Dado el objetivo a desarrollar: “(…) se  atenderá a las necesidades individuales y colectivas para lograr un entorno respetuoso de los elementos naturales y ecológicos que haga del territorio una realidad socialmente equitativa en la movilidad y en la distribución de la infraestructura, los equipamientos y las actividades, así como competitivo en la producción e integrado espacialmente, de tal forma que atienda al desarrollo humano, integral y ambientalmente sostenible para el crecimiento económico la equidad y la inclusión  social”, se observa que  por definición legal se deben atender las necesidades mas sentidas a nivel local, propósito que durante el período en análisis y bajo la óptica presupuestal  no logró un cubrimiento real de su ejecución, gestión que además de ineficaz fue antieconómica, ya que la no ejecución de los recursos oportunamente, genera mayores costos e igualmente evidencia una ineficiencia en el manejo de las apropiaciones.

El presupuesto por inversión directa, junto con los ejes en que se desagrega  presentaron saldos por apropiar, es decir recursos que no se utilizaron y por ende harán parte de la disponibilidad final, resaltando lo correspondiente al Eje Urbano Regional, el cual se muestra en el siguiente gráfico:

En razón del saldo de apropiación señalado anteriormente, es evidente que los objetivos, metas y proyectos del Eje Urbano Regional presentan rezagos y por ende que la población ve aun mas atrasadas la satisfacción a sus necesidades, teniendo en cuenta que al finalizar la vigencia 2005, quedó una Disponibilidad Final por este concepto de $1.017.1 millones, como resultante de la diferencia existente entre el presupuesto Disponible para Inversión y el total comprometido, recursos que no fueron utilizados en la vigencia.

Lo antes mencionado significa que la administración local y las entidades Distritales a través de cuyas UEL se ejecutó el presupuesto y realizó la contratación, fueron ineficaces en un 16.60% con respecto a la meta de ejecución presupuestal pasiva fijada, y además tampoco fueron económicas en cuanto al costo de oportunidad que representa el no uso de los recursos para solucionar las necesidades de la población objetivo de la localidad.

2.11.3. Evaluación de la contratación

2.11.3.1. Contrato UEL IDRD No. 048-2005 – Contratista INCIVIAS LTDA. 
Objeto: El Contratista se obliga con el IDRD a realizar a precio global fijo los diseños y estudios técnicos y por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de ajuste, la construcción adecuación y mejoramiento de parques de las Localidades Suba y Usaquen del Distrito

Valor  Estudios y Diseños: $30.3 millones

Valor Total del Contrato: $578.1 millones

Inicial más Adición No. 1: $844.1 millones

Valor Anticipo 50% $422 millones

Recursos Suba: $398.5 millones 

Recursos IDRD Parque Potrerillos

Valor Total de Contrato $266 millones

Valor Anticipo 50%: $133 millones

Valor Saldo Final: $133 millones

Plazo de Ejecución: Cinco Meses, Dos Meses Diseño y Tres Meses de Obra

Fecha Iniciación: 27 de Febrero de 2.006

Fecha de Terminación: 27 de Julio de 2.006

Interventoria: Subdirección Técnica de Construcciones - IDRD

Los parques objeto de inversiones parciales fueron: Villa Hermosa, Tierra Linda, Nuevo Monterrey, La Floresta II, Urbanización Teusaca, Urbanización el Poa, Urbanización Fontanar del Río, Desarrollo Nueva Suba y Tuna Alta es decir la construcción se lleva a cabo por etapas teniendo en cuenta el Plan Director o diseño general del parque, esto significa que para terminarlos completamente se necesitan nuevas inversiones.

El Parque Potrerillos, no hacía parte del objeto inicial del contrato, sin embargo se incluye mediante adición No. 1 del 28 de diciembre de 2005 por valor de $266 millones, recursos provenientes del IDRD, con un incremento en asignación de recursos del 67%;  iniciando con los estudios y diseños del parque en un área de 4.356 m”, para iniciar su construcción por etapas. Con el presente contrato se realizó la construcción de senderos peatonales internos, redes eléctricas, juegos infantiles y cerramiento contraimpacto.

Parque La Floresta. Se adoquinó el sendero peatonal y se entregó el 30 de julio de 2006, En la visita realizada por la Contraloría, se evidenció que el parque tiene encerramiento y se abre de 7 a.m. a 5 p.m., lo cual va en contravía de los parámetros del IDRD y la Defensoría del Espacio Público que establecen: “Los cerramientos en zonas de espacio público que impidan la libre circulación peatonal y su uso por parte de la comunidad se encuentran expresamente prohibidos; las zonas de uso público son para el uso y aprovechamiento de toda la comunidad incluidos los estudiantes de los planteles educativos, esto en razón a que el uso de las zonas recreativas en ningún momento constituye una ocupación indebida del espacio público; sin embargo los establecimientos educativos deben comprometerse a utilizarlo de manera que se respete el derecho al uso que tiene el resto de los residentes del sector, así como, a contribuir con el mantenimiento
 

Este cerramiento contraviene lo reglado en el Decreto 190 de 2004 POT y el Acuerdo 079 de 2003 Código de Policía, artículo 80 numeral 5. 
Revisada la respuesta dada por la UEL IDRD y por el FDLS, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.11.3.2. También se evidencia, en el manejo de la relaciones con la comunidad, que no existe una guía para facilitar al usuario, el seguimiento y  evaluación de planes, proyectos, servicios y contratos que realiza la UEL-IDRD; desconociendo la necesidad de  implementar mecanismos para facilitar el acceso a la información,  consulta y la formación de los ciudadanos para facilitar el control social , la función veedora de la ciudadanía, el seguimiento y la evaluación  de los contratos; con lo anterior la UEL -IDRD no esta brindando herramientas para la participación con la consecuente incremento de  los conflictos con la comunidad, el malestar y rechazo a las obras. 

Las anteriores deficiencias contravienen lo normado en el Artículo 21, Sistemas de información Decreto 2145 de 1999 y la Ley 489 de 1998: Artículo 32. Democratización de la Administración Pública. 
“Todas las entidades y organismos de Administración Pública tienen la obligación de desarrollar su gestión acorde con los principios de democracia participativa y democratización de la gestión pública. Para ello podrán realizar todas las acciones necesarias con el objeto de involucrar a los ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil en la formulación, ejecución, control y evaluación de la gestión pública. Entre otras podrán realizar las siguientes acciones:

1. Convocar a audiencias públicas, 2. Incorporar a sus planes de desarrollo y de gestión las políticas y programas encaminados a fortalecer la participación ciudadana, 3. Difundir y promover los mecanismos de participación y los derechos de los ciudadanos, 4. Incentivar la formación de asociaciones y mecanismos de asociación de intereses para representar a los usuarios y ciudadanos, 5. Apoyar los mecanismos de control social que se constituyan y 6. Aplicar mecanismos que brinden transparencia al ejercicio de la función administrativa.”
Revisada la respuesta dada por la UEL IDRD y por el FDLS, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.11.3.3. No se observó, dentro de los documentos de los contratos verificados, la existencia de actas o evidencias de los ajustes realizados en forma concertada por la UEL IDRD, la Alcaldesa Local, el Coordinador Administrativo y Financiero, y el Profesional de Planeación, para asegurar el cumplimiento de los objetivos,  hecho que  evidencia  el Incumplimiento de la Resolución 0128 de 2003 Manual de Procedimientos, orden administrativa 1200-20-13 tareas, numeral  18 “La UEL junto con el Alcalde Local, el Coordinador Administrativo y Financiero y el Profesional de Planeación realizan los ajustes de manera concertada sobre los términos de referencia para la adquisición de bienes o servicios, las condiciones y mecanismos de la interventoria”.
Revisada la respuesta dada por la UEL IDRD y el FDLS, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDRD y el Alcalde Local de Suba, el cual debe ser incluido en los respectivos planes de mejoramiento.
2.11.3.4.  A la fecha de la visita fiscal (agosto 17 de 2006),  se encontraba una gran cantidad de informes y documentos sin archivar, radicados por los contratistas que ejecutan los proyecto, correspondientes a los meses de julio y agosto, porque desde el  20  de julio de 2007, fecha en que finalizó la orden de prestación de servicios No. 49 de la encargada del archivo, el IDRD no había firmado la nueva orden de servicios. Esta falencia entorpece la labor de control fiscal porque los documentos no se encuentran debidamente archivados, hay dificultades en el manejo y oportunidad de la información y las carpetas incompletas que no permiten tener información oportuna.

El Jefe de la Unidad Ejecutiva Local en varias oportunidades ha solicitado la contratación del encargado de los procesos de la UEL relacionados con la radicación, distribución, consulta, recepción, reprografìa de las comunicaciones oficiales, archivo, correspondencia, control y seguimiento, pero a la fecha no lo han realizado.

Lo anterior transgrede lo reglado en: El artículo 1, literales a, b d artículo. 4 de la Ley 87  de 1993 y la  Ley 594 de 200 Ley General de Archivos.

Revisada la respuesta dada por la UEL IDRD, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDRD, el deberá ser incluido en el plan de mejoramiento y se acepta la respuesta del FDLS.
2.11.3.5. Contrato IDU-UEL No. 11-174-2005 Contratista Doble A Ingenieria S.A. 
Objeto: “…ejecutar a precios unitarios, las obras requeridas para el mantenimiento de vías en la localidad de Suba, en Bogotá, D. C., de acuerdo con la descripción, especificaciones y demás condiciones establecidas en el pliego de condiciones, en especial lo dispuesto en el capítulo 4, y la propuesta presentada el 21 de noviembre y los apéndices, los cuales hacen parte integral de este contrato.

Valor contrato: $1.008.180.919 

Plazo: 5 meses (Febrero 3 a 18 de agosto de 2006).

Anticipo: 30%

Interventoria: Atlanta Consorcio 

Supervisión: Coordinador Técnico IDU

El monto del contrato es agotable.

Contrato IDU-UEL No. 216 de 2005 Contratista Atlanta Consorcio  
Objeto: “Consultoría e interventoria técnica, administrativa, financiera y ambiental para el mantenimiento de vías en la localidad de Suba en Bogotá, D. C.”

Valor contrato: $91.537.427 

Plazo: 6.5 meses (Febrero 3 y 1 junio finaliza el 18 de octubre de 2006.

Supervisión: Coordinador Técnico IDU

Los dos contratos reiniciaron el 17 de agosto y el de obra finaliza el 18 de diciembre de 2006. De las 23 vías a intervenir, a la fecha de auditoria habían excluido la vía del barrio Villa Cindy y estaban trabajando la primera vía correspondiente al tramo No. 8 del barrio La Cañiza. La razón de las  prórrogas es la intervención de las vías definidas en el contrato por parte de la Empresa de Acueducto, Agua y Alcantarillado de Bogotá

Se evidencia el cumplimiento parcial de las obligaciones del contratista en el pago de los aportes parafiscales (Caja de Compensación Familiar, Sena e ICBF) porque a la fecha de la visita septiembre 14 de 2006, estaba pago hasta el mes de junio de 2006,  hecho que se constituye en  incumplimiento del contrato e impide el disfrute del derecho irrenunciable del subsidio familiar y demás beneficios sociales a los trabajadores con posibles  demandas y sanciones ante el no pago de los aportes parafiscales, lo cual denota una deficiente labor de supervisión.

Revisada la respuesta dada por la UEL IDU y el FDLS, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDU y el Alcalde Local de Suba, el cual debe ser incluido en los respectivos planes de mejoramiento.
2.11.3.6. No se observó, dentro de los documentos de los contratos verificados, actas o evidencias de los ajustes realizados en forma concertada por la UEL IDU, la Alcaldesa Local, el Coordinador Administrativo y Financiero, y el Profesional de Planeación, para asegurar el cumplimiento de los objetivos, hecho que evidencia el Incumplimiento de la Resolución 0128 de 2003 Manual de Procedimientos, orden administrativa 1200-20-13 tareas, numeral 18.

Revisada la respuesta dada por la UEL IDU y el FDLS, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Gerente de la UEL IDU y el Alcalde Local de Suba, el cual debe ser incluido en los respectivos planes de mejoramiento.

2.12.
BARRIOS UNIDOS

2.12.1. Plan de Desarrollo

2.12.1.1.  Análisis sobre el estado actual de la malla vial 

El Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos no cuenta con una información real basada en estudios de diagnostico técnico, debido a que es muy elevado el costo de la realización de una consultaría que arroje esta información, únicamente se cuenta con datos parciales provenientes de evaluaciones hechas por el IDU de los cuales se tiene que la localidad presenta 668,59 Km/carril de malla vial, distribuidos en 95.4 Km/carril de malla arterial,221.09 Km/carril de malla intermedia y 352.03 Km/carril de vías locales.

Expresa además el Fondo  que no pueden determinar exactamente la cantidad de Km/carril de vías a recuperar, a mantener o construir, pero basándose  en el conocimiento que se tiene de la localidad, adquirido a través del tiempo y visitas que se realizan, y sobre todo a las solicitudes y comentarios realizados por la comunidad se puede estimar que aproximadamente se cuenta con:

Un 75% de la malla vial total para mantenimiento rutinario equivalente a 501.44 Km/carril.
Un 25% de la malla vial total para mantenimiento periódico equivalente a 140.40 Km/carril.
Un   4% de vías para reconstrucción, equivalente a 26.75Km.carril.

Como no se tiene un estudio detallado y técnico del estado de la malla vial, se estima que teniendo en cuenta la magnitud de la malla vial, y el estado que presenta la suma requerida para atender las necesidades viales en la localidad pueden superar los cien mil millones de pesos. 

Su mayor problema es debido al uso continuo, a la falta de mantenimiento adecuado, desconocimiento y ausencia de la normatividad, algunos sectores presentan un notable deterioro en sus vías. Es necesario recuperar  vías vehiculares locales que se encuentran en avanzado estado de deterioro lo cual reduce la movilidad, reduce la productividad y afecta las condiciones de vida de los habitantes en los barrios afectados.

Las causas son diversas entre las que se desatacan: Insuficiencia de recursos locales para adelantar intervenciones integrales, la antigüedad de las vías hace que  éstas hayan  superado ya la vida útil para la cual fueron diseñadas, así como en los últimos años se ha incrementado el  parque automotor en circulación,  lo que induce a muchos usuarios a utilizar las vías locales, aspecto que ha sido agravado por la construcción de transmilenio, lo cual ha ocasionado el traslado de rutas de servicio publico con el obvio incremento del trafico por vías locales, tráfico para el cual no fueron diseñadas.

La localidad paso de residencial a industrial y comercial, lo que ha incrementado el tráfico de vehículos  de carga pesada  por vías locales no diseñadas para este tipo de peso.

2.12.1.2. Análisis sobre  parques Locales

El Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos no cuenta con un diagnostico detallado actual de parques de la localidad como tampoco con su clasificación, por ende no existe un criterio de selección eficaz o planeación veraz sobre las necesidades reales de la localidad, sino que  se limitan a realizar mejoras  o intervenciones de parques de acuerdo a requerimientos de la comunidad, información que avala el IDRD, siempre y cuando estén en la clasificación que maneja la Entidad.    

De acuerdo a la clasificación definida en el Decreto 190 de 2004, se identifican parques de Bolsillo (o áreas libres como una modalidad de parque de escala vecinal, con un área inferior a mil metros cuadrados destinados principalmente a la recreación de menores de edad y adultos mayores). En la Localidad como se muestra en el  siguiente cuadro se encuentran parques de bolsillo, vecinales, zonales urbanos y Metropolitanos.                     

CUADRO No. 29
PARQUES Y ZONAS VERDES POR TIPO AÑO  2002

	TIPO
	CANTIDAD
	AREA TOTAL m2
	%
	M2 DE PARQUE Y ZONAS VERDES X HABITANTES

	BOLSILLO
	12
	29.448.91
	1.64
	0.17

	VECINALES
	92
	211.884.71
	11.85
	1.2

	ZONALES 
	3
	40.459.11
	2.26
	0.23

	URBANOS
	1
	46.545.57
	0.02
	0.26

	METROPOLITANOS
	3
	1.459584.62
	81.63
	8.27

	TOTAL
	111
	1.787.922.92
	100.00
	10.13


   Fuente : IDRD y DAPD, Subdirección de Desarrollo Social, Bogotá D.C.-año 2002

Como se observa en el cuadro anterior los 3 parques metropolitanos constituyen  un alto porcentaje del total de zonas verdes de la localidad ya que corresponden a un  81.63%.
CUADRO  No. 30
ZONAS VERDES  Y PARQUES POR UPZ
	No
	NOMBRE UPZ
	CANTIDAD

PARQUES
	AREA TOTAL PARQUES m2
	POBLACION
	M2 DE PARQUE Y ZONAS VERDES X HABITANTES

	21
	Los Andes
	31
	123.852.06
	36.138
	3.43

	22
	Doce de Octiubre
	31
	172.563.39
	72.417
	2.38

	98
	Los Alcazares 
	45
	112.826.
	65.358
	1.73

	103
	Parque Salitre
	4
	1.378.680.52
	2.639
	No aplica

	
	TOTAL
	111
	1.787.922.92
	176.552
	10.13


      Fuente : IDRD y DAPD, Subdirección de Desarrollo Social, Bogotá D.C.-año 2002

Como se observa en el cuadro anterior la UPZ los Alcázares tiene el indicador mas bajo de parques por habitante, seguida del Doce de Octubre, donde se concentra la mayor población de la localidad.

CUADRO No. 31
EVALUACION CUMPLIMIENTO DE METAS  EN MALLA VIAL Y PARQUES -  VIGENCIA 2005 

	EJES/PROGRAMAS
	 METAS
	METAS  PROPUESTAS

2005-2008
	METAS ALCANZADA 

2005
	OBSERVACIONES 
	PROY.

	URBANO REGIONAL/ HABITAT DESDE LOS BARRIOS Y UPZ
	Gestionar la adecuación, recuperación y mantenimiento de 10 parques(vigencia del plan).
	10 parques Recuperados
	         1
	Contratado con Consorcio Barrios Unidos por la UEL IDRD contrato  No. 055 de 2005
	1488

	
	Gestionar la atención y recuperación de andenes y sardineles en áreas criticas de invasión de espacios públicos
	1600 metros entre andenes y sardineles
	7 tramos 
	Secun proyecto  anexo al contrato  3187.8 m2 con recursos del año 2005. No indica cuantos tramos 

Contratado con IDIPRON convenio 025 de 2005 en proceso de liquidación

No se establece cobertura 
	1488

	
	Recuperación de la malla vial local 18.000 mts lineales de vías8 (vigencia del plan.
	18.000 mts. recuperados
	 75 tramos


	Según proyecto anexo al contrato establece:

IDIPRON 24160 m2

IDU 6300 m2 de vía, no señala cuales y cuantos tramos. 

Los contratos estan  en ejecución . No tiene definidas las vías a intervenir.  

A septiembre de 2006 se  han intervenido 60 tramos en 35 vías con el  contrato 024 de 2005 con IDIPRON

-15 vías intervenidas con el  convenio 023 de 2005 con el IDU.
	1489


FUENTE: PDL Acuerdo Local No. 04-2004  F.D.L.B.U

De acuerdo a la formulación de los proyectos calificados de carácter prioritario para desarrollar la política de Hábitat del Plan de Desarrollo Local considerado por su cuantía e importancia de recursos constituyéndose en uno de los más importantes para atacar los problemas críticos identificados, para mejorar las condiciones recreativas, de accesibilidad y de espacio publico invirtiendo en la infraestructura vial local, recreativa, deportiva y en las áreas de criticas de invasión del espacio público y evaluada la información en referencia se determina: 

El Fondo debe propender por que todas las actividades y recursos de la organización estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos de la entidad y asegurar la oportunidad, claridad y confiabilidad de la información y sus registros de acuerdo con los numerales c) y e) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993 por cuanto el informe de gestión presentado en la cuenta anual a diciembre 31 de 2005, y los datos de las fichas de los proyectos adjuntos a la documentación de los contratos se observan cifras diferentes sobre la cobertura esperada, como se analiza en el cuadro presentado a continuación:

CUADRO No. 32
COMPARATIVO DE ALCANCE DE METAS

	Datos de Metas del proyecto (FICHA EBI)
	Datos Informe Gestión (CUENTA ANULA)
	Ejecutado con el Convenio
	Observación

	6300 m2 de vías
	23000 m2 vías
	023- IDU
	Difiere en alcance

	24160 m2 de vías
	
	024 - IDIPRON
	No se determino en el informe de gestión 

	Diseño 2 andenes
	
	
	No se contrato 

	3187.8 m2 andenes
	3187,8 M2 de andenes  
	025 – IDIPRON
	

	1683 ml sardineles
	1.432 ML de sardineles
	025 - IDIPRON
	Difiere en alcance


 Fuente: Información cuenta anual a diciembre 31 de 2005 y copia de Fichas EBI anexa a los convenios 024 y 025 de 2005
Lo anterior se ratifica al evaluar las metas señaladas en el plan de desarrollo de la localidad, donde la ejecución de la contratación no es determinable en las actas y los informes de interventoría, los cuales carecen de datos sobre las cantidades de obra y áreas por cada tramo intervenido, en  cifras y porcentajes, lo cual impide establecer el alcance físico de cada contrato de conformidad a las metas propuestas.

2.12. 2.  Análisis  presupuestal
El presupuesto definitivo de ingresos y gastos e inversiones a 31 de diciembre del 2005 disponible y comprometido para la Política Hábitat desde los barrios y las UPZ, se detalla en cuadro siguiente:

CUADRO No 33
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL AÑO 2005

 Miles de pesos

	Código Presupuestal
	No. Proyecto
	Descripción
	Disponible
	Comprometido
	%
	Giros
	%

	3.3.1.12.02
	
	Eje Urbano Regional
	
	
	
	
	

	3.3.1.12.02.11
	
	Hábitat desde los barrios y las UPZ
	3.099.0
	3.049.4
	98.40
	500.0
	16.13

	3.3.1.12.02.11
	1488
	PGI Unidos y solidarios con nuestro espacio público
	1.029.00
	979.5
	95.18
	0
	0

	
	1489
	PGI Unidos y solidarios con nuestra movilidad
	2.070.0
	2.069.9
	99.99
	500.0
	24.15


Fuente: Ejecución presupuestal a diciembre 31 de 2005 FDLBU

De la Ejecución presupuestal se establece que durante la vigencia 2005 los recursos ascienden al $3.099.0 millones, asignados a dos proyectos (1488 y 1489).  De estos  recursos se comprometieron $3.049.4 millones equivalente a 98.40%, con un giro de $500.0 millones, equivalente al 16.13% de los compromisos, el cual se realizó con destino al IDU para atender parte del proyecto 1489 PGI unidos y solidarios con nuestra movilidad y con los cuales la entidad celebro el convenio interadministrativo de cofinanciación con el IDU No. 023-05.  
El Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos a diciembre 31 de 2005, presenta en su estado presupuestal el 99.99% de compromisos realizados para los proyectos destinados al cumplimiento financiero de la Política de Hábitat desde los barrios y las UPZ del Eje Urbano Regional, observando que los giros a estos compromisos fueron a diciembre 31 del 16.93% por cuanto la suscripción se realizó en su mayoría durante el mes diciembre dando inicio en el año 2006. Los giros de estos compromisos corresponden a la ejecución financiera y física del dinero girado a IDU para el programa de mantenimiento vial,  por otra parte, la mayoría de los recursos comprometidos se destinaron a IDIPRON para la recuperación de la malla vial, andenes y sardineles así como a la interventoría de dichos contratados que iniciaron a partir del 2 de febrero de 2006, por valor total comprometido para estos componentes de $2.561,0 millones (83.98%).
2.12.3. Evaluación de la contratación
El fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos durante la vigencia 2005, para desarrollar los proyectos de la política de Habitar desde los barrios y las UPZ, celebraron (4) convenios interadministrativos de cofinanciación para recuperación de  malla vial, andenes y sardineles.  A continuación se presentan los hallazgos producto de la evaluación:  

2.12.3.1. Con cargo al proyecto 1488-05 se celebró el Convenio Interadministrativo de Cofinanciación No.25 de 2005,  suscrito entre el FDL Barrios Unidos y Instituto Distrital para la Protección para la Niñez y la Juventud IDIPRON, por valor de $540.1 millones de los cuales IDIPRON aporta $49.1 millones representados en gestión ambiental y social, evaluación y visita preliminar al estado de la zona a intervenir y elementos de señalización en la ejecución del Convenio.  Aporte del Fondo: $491.0 millones.  Cuyo objeto es IDIPRON se compromete para con el FDLBU a reparar y mantener los andenes y sardineles de la localidad de BU para restablecer el adecuado funcionamiento de los mismos, brindar una mejor circulación al ciudadano mejorar los espacios peatonales y garantizar un entorno agradable a los vecinos según la lista de andenes y sardineles priorizados para su evaluación e intervención serán aprobados por el FDLBU previamente de acuerdo a las necesidades presentadas en la localidad.

De conformidad al acta No. 06 del 3 de agosto de 2006, pago parcial de obra se establece que del aporte FDLBU el saldo acumulado de ejecución corresponde a $359.9 millones equivalente al 73% de ejecución física y financiera. Revisada la documentación archivada en la carpeta del contrato se establece: 

2.12.3.1.1. El Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos debe exigirle al interventor el cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato atendiendo el artículo 1602 del “Código Civil”  “El contrato es ley para las partes”.  Dado que no se evidencia pronunciamiento por parte del Fondo hacia el interventor, para el cumplimiento del texto del contrato donde se indica su verificación a los términos para la forma de pago del 40% equivalente a $196.4 millones del valor total del convenio como anticipo, con destino exclusivo a la compra de prefabricados, arenas y agregados pétreos.  Posteriormente en el parágrafo primero indica: Para el pago del anticipo se requiere del cumplimiento de los siguientes requisitos de ejecución entre otros: 

Dar cumplimiento del articulo 7 del decreto 2170 de 2002 en cuanto al reintegro de los rendimiento que llegaren a producir los recursos así entregados, pertenecen al tesoro. Como lo indica el texto del contrato, observando en las partidas de los extractos suministrados registro por este concepto y que no se informa en los reportes del interventor, al igual que de la solicitud de cancelar la cuenta bancaria anulando los cheques sobrantes y harán el reintegro al FONDO del saldo de la cuenta si lo hay.  

Parágrafo segundo: “La entidad deberá presentar al interventor fotocopias del extracto bancario, la conciliación bancaria correspondiente y un cuadro que muestre el gasto correspondiente según las partidas del programa de inversión del anticipo.  El interventor cotejará esta información con los fotocopias de los respectivos comprobantes de egreso y sus facturas presentadas por el contratista o directamente en el archivo de originales”.
En desarrollo de la presente auditoria mediante oficio No. 32112-184 de septiembre 21 de 2006, en el numeral 5 se solicitó a la administración soportes de los gastos cancelados con los recursos del anticipos de los convenios 024 y 025 de 2005, el Fondo de Desarrollo Local atiende el requerimiento suministrando como soportes copia de los contratos suscritos con los recursos de los anticipos entregados por los convenios interadministrativos con IDIPRON observando que estos carecen de consistencia, por lo cual se requirió y levantó acta de visita con el director de interventoría de la Universidad Militar 035 de 2005 entidad con la cual el Fondo suscribió el convenio de Interventoría para las obras en mención.

De la anterior solicitud se evidencia la falta del control y seguimiento al manejo del anticipo, por cuanto la documentación adjunta refiere a los contratos que soportan el gasto, sin embargo estas copias no cuentan con las firmas correspondientes, además no se anexan los extractos, conciliaciones bancarias, los soportes de anulación de la cuenta, los informes emitidos no refieren a los procesos de supervisión al tema y por otra parte en el acta se señala que no saben si la cuenta esta vigente, donde se comprometen a entregar la información al respecto, actividad que no ha sido atendida totalmente, actividades de las cuales debe conocer el supervisor del contrato.  

Igualmente, revisada la lista de los elementos comprados e insertos en el texto de los contratos con los cuales se ejecutó el anticipo, no se encontró la adquisición del adoquín prefabricado y los precios en la arena y de otros elementos no son coherentes con el plan de inversión de conformidad a lo acordado contractualmente. Proceso que de no efectuarse genera inconvenientes para establecer el control real a los compromisos en cuanto a condiciones de calidad, cantidad y costos los elementos suministrados a través de los convenios y lo cual debe el Fondo constatar. 
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.12.3.1.2. Se debe propender por que la información gestionada sea veras, confiable y clara, como lo señalan el literal e ) de la Ley 87 de 1993 y el numeral 2 del artículo 4 y numeral 5 del articulo 5 de la Resolución 1047 de Secretaria de Gobierno.  Al observarse entre otras que el acta No. 6 de fecha de elaboración 3 de agosto de 2006 de pago parcial firmada por el interventor e IDIPRON, se determina que el saldo por ejecutar del estado del convenio 025-05, firmado por el inventor señala $444.2 millones el cual presenta inconsistencia en el nivel de avance financiero por cuanto el valor revisado aritméticamente indica que el saldo por ejecutar corresponde a $96.6 millones, que representa el 98.75 % y no al señalado en el acta en mención., lo que esta generando inexactitud en la información base para la toma de decisiones ante terceros.  
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.12.3.1.3. Se observa incumplimiento por parte del Fondo de los temimos contractuales conllevando a no atender los literales b), c) y h) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993, en concordancia con el articulo 1602 del “Código Civil”  “El contrato es ley para las partes”.  Por cuanto el texto del contrato en el objeto establece que se anexa una lista de los andenes y sardineles a intervenir.  Revisada los folios correspondientes al contrato no refieren a la lista anexa, se evidencian varias listas y en últimas es suministrado a la auditoria un listado de ejecución que presenta modificaciones a lo consignado en el cronograma de actividades. Lo anterior no atiende al término de  priorización contractual y al fin de la gestión desde el punto de vista de eficiencia y economía conforme a las necesidades propuestas en el proyecto y alcance de la meta señalada en el Plan de Desarrollo, situación que se corrobora en la respuesta de la administración mediante oficio No.5957-94-06 de fecha 18 de septiembre de 2006

La anterior inconsistencia se presenta adicionalmente en el contrato No. 023 firmado con el IDU y el No. 024 suscrito con IDIPRON.  
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.12.3.2. El Proyecto No. 1489-05 se desarrolló mediante la contratación del Convenio de Cofinanciación entre el Instituto de Desarrollo Urbano IDU y el Fondo de Desarrollo Local Barrios Unidos No. 023 de 2005, por valor de $1.000 millones  en donde el aporte del Fondo es de $500 millones.  Cuyo objeto es la atención de vías sobre corredores de movilidad local. Suscrito el 3 de mayo de 2005, con acta de inicio 9 de junio de 2005, giro del aporte el 23 de junio de 2005, plazo un (1) año, terminación inicial 8 de junio de 2006, una vez modificado el plazo mediante Otrosí se determinó como fecha de terminación 13 de octubre de 2006.  

Ejecución: El parágrafo segundo establece que el IDU realizará la atención de las vías en los Corredores de Movilidad Local, mediante el siguiente esquema de Contratos:

1. Contrato de mantenimiento: realizado por el Contrato 065 de 2005 con el Consorcio GV – 25 por $175.1 millones 

2. Contrato de Suministro de mezcla asfáltica mediante el contrato 114 de 2005 con ICM Ingenieros Ltda. Por valor de $324.8 millones.

3. Contrato de Interventoría con el contrato No 64 de 2005, con el Consorcio ING Ingeniería S.A. _ PCA Ltda., para el cual el fondo no aporta recursos son suministrados por el IDU. 

De la documentación analizada sobre el estado del convenio se determinaron los siguientes hallazgos administrativos: 

2.12.3.2.1. En el área Jurídica del Fondo debe reposar toda la información actualizada, como se señala en el parágrafo quinto de la cláusula tercera del contrato y solicitar se cumpla el articulo 1602 del “Código Civil”  “El contrato es ley para las partes”, así como los literales d), e) y f) de la Ley 87 de 1993, dado que revisada las carpetas puestas a disposición por parte del FDLBU, no se encontró la documentación relacionada con el avance de las obras, las adiciones y prorrogas de los contratos, las actas de ejecución e informes. Por lo anterior no se puede determinar el estado de las obras, los aspectos financieros, físico y técnicos del convenio.  Solo se encuentran en la oficina jurídica, 4 AZ que contienen la información relacionada con el proceso  de licitación, contractual, copia de los contratos y las actas de inicio, situación que impide el seguimiento, control y determinación del estado de ejecución de los recursos aportados al convenio. 

Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.12.3.2.2. A la fecha de la visita de auditoria (septiembre 16 de 2006), el informe sobre estado de ejecución del convenio señala un avance financiero del 22.2% para la intervención en 15 vías, por valor de $94.3 millones en obra y por suministro de mezcla asfáltica $233.8 millones, para un total del $333.1 millones, mientras que ha transcurrido el 81.90% del tiempo. Situación que evidencia la debilidad del sistema de planeación de las obras, de conformidad con los literales d) y h) de la Ley 87 de 1993, lo cual origina adiciones en tiempo y valor, postergando el beneficio social. 

Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.

2.12.3.3. La Alcaldía Local de Barrios Unidos incluyó dentro de su Plan de Desarrollo Local 2005-2008 “Barrios Unidos produciendo sin indiferencia”, recursos conducentes a ayudar a la solución la problemática de la malla vial de la localidad, mediante el Proyecto: PGI, Unidos y solidarios con nuestra movilidad, correspondiente al componente reparación y mantenimiento de la malla vial local de Barrios Unidos, Eje Urbano Regional, Programa Hábitat desde los barrios y las UPZ, Meta Recuperación de la malla vial local, se desarrolla la población objetivo directa 12.960 y flotante de 500.000, para un total de 512.960. 

La descripción del proyecto señala como objetivo general reparar y mantener las vías de la malla local de Barrios Unidos, mediante la reposición de las calzadas en los tramos de vías priorizadas para restablecer el adecuado funcionamiento de las mismas y garantizar un entorno agradable a los vecinos. Y el objetivo específico es recuperar y mantener como mínimo 48 cuadras con la ejecución del presente proyecto, en un periodo de 6 meses. (formato ID).  El impacto de este proyecto en la población es mejorar la movilidad de habitantes.

Con cargo al proyecto antes referido se celebró el Convenio Interadministrativo  No. 024-05, suscrito entre el Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos y el Instituto Distrital para la Protección de la niñez y la juventud, IDIPRON. Por valor de $1.606.0 millones, de los cuales el IDIPRON aporta la suma de $146.0 millones representados en componentes ambientales y sociales y para la evaluación del estado de vías en la ejecución del convenio el Fondo aportará la suma de $1.460.0 millones, con un plazo de ejecución de 7 meses. Forma de pago: 40% ($584.0 millones) del valor total del convenio como anticipo y el 55% ($803.0 millones) restantes del valor correspondiente a la inversión de la alcaldía, será pagado mediante actas parciales mensuales de obra ejecutada. El 5% equivalente ($73.0 millones), se pagara una vez se haya suscrito el acta de liquidación del convenio. 

El avance al 1 agosto de 2006, determinado en los informes de interventoría es del 63.70% financieramente, en tiempo en un 86%, fecha de terminación 2-9-2006,  para lo  cual se realizó prorroga al convenio interadministrativo No. 024 de 2005, IDIPRON mediante solicitud escrita manifiesta se prorrogue el término de ejecución del convenio inicialmente pactado por un (1) mes, contado a partir de 2 de septiembre hasta el 1 de octubre de 2006,  firmada el 31 de agosto de 2006. De su análisis se desprende:

2.12.3.3.1. El Fondo debe dar cumplimiento a las metas físicas planteadas en el proyecto; donde establecen la intervención de 24.160 m2, que equivalen a 6.6 km/carril en tanto que el Plan de Desarrollo para los cuatro años con una la cobertura de 18 km/carril o 18.000 metros lineales como lo establecen los literales b) y c) de la Ley 80 de 1993, al determinarse que durante el año 2005 no se ejecutaron obras, estas se iniciaron a partir de marzo del año 2006, de acuerdo a lo informado a septiembre 20 de 2006  y no precisa de la ejecución el alcance según las metas, solo se establece que se han intervenido por este contrato 60 tramos con un costo aproximado de $1.449.0 millones equivalente al 73.9% del total de recursos asignados por el proyecto 1489-05 de $1.530.0 millones incluyendo la interventoría. 
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.12.3.3.2. El Fondo debe garantizar la eficiencia, eficacia y economía en todas las operaciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional, así como velar porque los recursos estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos de la entidad, de que tratan los literales b) y c) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993, dado que cotejada la base de datos de las solicitudes de mantenimiento vial realizadas por la comunidad y el listado de las vías a intervenir mediante el contrato No. 024-05, información suministrada por la Alcaldía Local de Barrios Unidos, mediante oficio No. 4351-79-06, del 17 de julio de 2006, se pudo establecer que de la base de datos de 180 solicitudes, solo se incluyen 15 vías para su ejecución, es decir el 8.3%, de solicitudes.  En consecuencia las necesidades de la comunidad de acuerdo a las solicitudes no se han tenido en cuenta, como lo determina textualmente el objeto del contrato.  
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.12.3.3.3.  El fondo debe propender por el cumplimiento de lo establecido en los literales d) y g) de la Ley 87 de 1993, por cuanto en la Forma de Pago se específica  un anticipo de 40% equivalente a $584 millones, el parágrafo primero solicita la presentación y aprobación por parte del interventor, del programa de inversión del anticipo.  Se observa que esta formalidad no se cumplió al no llevar la firma respectiva del interventor, en contravía de las condiciones contractuales pactadas. Esta situación se presenta también en el convenio No. 035 de 2005 suscrito con la Universidad Militar.

Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.12.3.3.4. Se debe atender lo establecido en los literales f) y g) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993, por cuanto el parágrafo primero, de la forma de pago contractual entre otros señala que si la cuenta bancaria produce rendimientos financieros, estos deberán se consignados en la cuenta indicada por el Fondo, una vez se termine de amortizar el anticipo. Igual situación se evidencia en el convenio 25 de 2005, el cual carece de la documentación de extractos conciliaciones bancarias, soportes de la consignación de los rendimientos financieros, comprobantes de la cancelación o anulación de los cheques una vez invertido todo el anticipo.

Mediante oficio No.32112-184, numeral 5 se solicitó a la administración soportes de los gastos cancelados con los recursos del anticipo. El Fondo de Desarrollo suministró soportes que no cuentan con las firmas correspondientes, por ende carecen de valides, además la cuenta corriente al ser conjunta entre el fondo y el contratista requiere del control mutuo y conocimiento de su manejo y estado durante todo el tiempo de la vigencia.
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.12.3.3.5. El Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos no esta atendiendo lo contemplado en los literales a), e), f) y g) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993, las normas de Generales de Archivo Ley 594 de 2000, al establecerse los siguientes hechos:

1- En la carpeta no reposan todos los documentos relacionados con el desarrollo del contrato, a la fecha de la revisión del contrato no se habían archivado la totalidad de los mismos.

2- Revisadas en forma selectiva las actas parciales de obra, se encontró que carecen de las firmas correspondientes como son el acta No. 6 falta la firma de ingeniero del Fondo y la Alcaldesa Local, las actas No. 3, 4 y 5 falta la firma de la Alcaldesa Loca.  

3- El Fondo debe hacer seguimiento y control a la información soporte de la ejecución del contrato, por cuanto realizada la verificación de la sumatoria de las actas No. 1 y 5, donde se pudo establecer que las actas fueron canceladas por valores diferentes a la sumatoria real, se observa falta de  supervisión a  la hora de firmas y girar dichas actas, en el caso puntual del acta No. 5, el valor real a cancelar es de $214.9 millones, la cuenta de cobro No. 146 de 2006, aparece el valor del Acta No. 5 por $216.5 millones, se canelo mediante Orden de Pago No. 256 de julio 25 de 2006, cancelando el Fondo de Desarrollo Local un suma superior por valor de $1.6 millones.  
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.

2.12.3.4.  Convenio Interadministrativo de Cofinanciación No. 035 de 2005, con la Universidad Militar Nueva Granada por $109.8 millones, con cargo a los proyectos 1488 y 1489 proporcionalmente. El objeto es ejecutar interventoría técnica, administrativa, socio ambiental y financiera, a precio global fijo de los convenios 024 y 025 de 2005 suscritos por el Fondo con IDIPRON para la realización de obras de reparación y mantenimiento malla vial, andenes y sardineles de la localidad de Barrios Unidos. Suscrito el 1 de diciembre de 2005, con plazo de 8 meses, fecha inicio 2 de febrero de 2006. Revisada la información correspondiente al presente convenio se establece:

2.12.3.4.1. El Fondo debe solicitar el cumplimiento del contrato conforme a los literales d) y g) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993, debido que se establece durante la auditoria, la falta de control al cumplimiento del anticipo, al no anexar  en su totalidad la información solicitada como soporte del proceso en cuestión y la suministrada carece de consistencia; debido a que los contratos suscritos para las compras de material no están firmados, la información en ellos no contiene  todos los elementos descritos adquiridos como se describen en el plan de inversión, no allegaron las conciliaciones bancarias, las facturas de compra que soporten los pagos realizados con el dinero de los anticipos, también como es condición del buen manejo del anticipo; para las erogaciones de las cuentas debieron requerir de las firmas autorizadas tanto del Fondo como por IDIPRON, además la cuenta tuvo que estar generando intereses durante el tiempo que reposaron los fondos en el banco. Con lo cual se reitera la falta de seguimiento y control denotando incumplimiento en las condiciones contractuales y funciones de la interventoría.  

Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.

2.12.3.4.2. De acuerdo a lo establecido en el literal c) del articulo 2 de la Ley 87 de 1993, al observarse que en los informes presentados de los contratos a los que les debe realizar la interventoría,  no señalaron información de las actividades técnicas y físicas que desarrollan por tramo en cada frente de trabajo. Igualmente ellos no se refieren al buen manejo del anticipo entregado a IDIPRON por cada contrato. No establecen el avance físico de los convenios, solo miden aspectos financieros y de tiempo.

Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.

2.12.3.4.3. De la documentación solicitada a la administración sobre las quejas presentadas por las obras de este contrato, se observa inobservancia de los principios consagrados e el articulo 3 del CCA y la de los términos para resolver o contestar las peticiones, en concordancia con el literal f) de la Ley 87 de 1993 a la falta de atención al escrito de parte de la comunidad donde presenta queja sobre las obras entre la calle 77 y 78 con carrera 35 mediante oficio del 25 de agosto de 2006. No existe videncia de la respuesta formal que se dio a la comunidad ni se señalan de las medidas correctivas, así como tampoco en los informes semanales de interventoría se mencionan actividades a este frente de trabajo con el fin de atender la problemática o de requerimientos del interventor al contratista, aun cuando el tema se trato en el acta de comité del 1 de septiembre de 2006 y al cual la Alcaldía debe dar respuesta escrita a la anterior queja. 
Revisada la respuesta dada por el FDLBU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del Alcalde Local de Barrios Unidos, el cual debe ser incluido en el respectivo plan de mejoramiento.
2.13.
TEUSAQUILLO

2.13.1. Plan de Desarrollo
2.13.1.1. Proyecto Número 0123 

El Proyecto se viene implementando desde la vigencia fiscal 2001, para la intervención de los parques de bolsillo de la localidad, en el caso. En la vigencia 2003 se suscribió el Contrato de Obra Publica UEL No 03 de 2003 celebrado entre el Fondo y el Consorcio Urbicar, de la Localidad  de Teusaquillo, firmado en marzo 12 de 2003 por $705.61 millones, quedando pasivos exigibles por $156.29 millones en el 2004, correspondientes a las reservas presupuestales de 2003.

Si bien es cierto, que la planeación es el instrumento que permite orientar las políticas, no se ven reflejadas para los periodos programados por la administración local, sin embargo se les da continuidad de una administración a otra. 
Para la vigencia fiscal 2005, se formuló el proyecto “Construcción, adecuación, mantenimiento y arborización de parques y zonas verdes de la localidad”, para beneficiar a la población de los estratos 3 y 4 de todas las edades un numero aproximado de 15.000 ciudadanos, el cual fue viabilizado el 14 de septiembre de 2005, por la oficina  Asesora de Asuntos Locales del IDRD, para los siguientes componentes:
Parque Galerías carrera 20 con la calle 54

Parque Quirinal calle 59 con transversal 47
Quinta Paredes 5 calle 22B. Av. esperanza carrera 44A y 44C 

El proyecto inició en la vigencia fiscal de 2005, con una apropiación presupuestal inicial de $120.00 millones, durante el segundo semestre se realizó una modificación presupuestal de $80.00 millones, por Acuerdo Local No 045 de septiembre  29 de 2005, correspondiente  a la incorporación  y distribución de los excedentes financieros 2004 y a la adición de recursos de reaforo de la transferencias de la Administración Central al Fondo de Desarrollo Local.    

Con está modificación, el proyecto finalizó la vigencia 2005, con una apropiación  presupuestal de $200.00 millones, de los cuales se comprometieron $120.00 millones correspondiente a una ejecución del 60%. Así mismo los giros autorizados fueron de 00.00, a diciembre 31 del mismo año.

Para el cumplimiento de las  metas definidas para la vigencia fiscal de 2005, se propusieron  intervenir los siguientes parques:

Parque Galerías carrera 20 con la calle 54

Parque Quirinal calle 59 con transversal 47
Quinta Paredes 5 calle 22B. Av. Esperanza carrera 44A y 44C
Con respecto a las obras civiles del parque Quinta Paredes calle 22B. Av. Esperanza carrera 44ª y 44C, quedan terminadas con el COP UEL-IDRD No 003 de 2004, como informa la oficina Asesora de Asuntos Locales del Instituto, meta física que se cumplió en el 100% con recursos de la vigencia fiscal 2004. El desconocimiento o falta de coordinación entre el Fondo y la UEL, originó reasignación de recursos para los parques de Galerías y Quirinal, cambiando la meta física propuesta de tres (3) parques a dos (2), situación que no implicó una disminución de recursos  sino que asignaron por el mismo valor total. 
El aval técnico de proyectos de infraestructura de acuerdo con el documento de la Oficina Asesora de Asuntos Locales del IDRD, de fecha  septiembre de 2005, se expidió únicamente para los parques Galerías y Quirinal. 

 Así mismo,  en el pliego de condiciones  de la Licitación Publica No IDRD-UEL-LP-006-2005, en el numeral 1.8 Alcance y Ubicación, se incluyen estos mismos parques a intervenir.
Para lograr el cumplimiento de las metas,  se suscribieron los siguientes contratos, los cuales a la fecha no han sido liquidados:
Contrato de Obra Publica UEL- IDRD No 043 de diciembre 27 de 2005, celebrado entre el – IDRD y el Consorcio Urbano, por $107.84 millones, el cual tiene por objeto realizar a preció global fijo los diseños  y estudios técnicos por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de ajuste la construcción, adecuación  y mejoramiento de los parques de la localidad, en un término de cinco (5) meses a partir del acta de iniciación, la cual se suscribió en enero 26 de 2006 y fecha de terminación del contrato junio 26 de 2006.

A julio  31 de 2006 se canceló la suma de $93.57 millones a través de rubro obligaciones por pagar de la vigencia anterior.  

Con respecto al Contrato de interventoría No 054 de 2005, celebrado  entre el IDRD y PAYC SA, firmado el 28 de diciembre de 2005 con el objeto de “realizar la interventoría técnica, administrativa y financiera, para los contratos de obra publica  resultantes  de las Licitaciones publicas  No IDRD-UEL- LP-006-2005  e  IDRD-UEL- LP-007-2005”, por $12.15 millones, pagaderos de la siguiente forma: el noventa por ciento (90%) de conformidad con los informes mensuales y el diez  por ciento (10%) restante  previa suscripción del acta de liquidación, el plazo de ejecución de seis meses y medio (6.5) a partir del acta  de iniciación.   
 A julio  31 de 2006, se canceló la suma de $8.86 millones a través de rubro obligaciones por pagar de la vigencia anterior, quedando un saldo a la misma fecha de $3.28 millones.  

Con respecto  al cumplimiento  de las metas físicas a diciembre 31 de 2005 no se cumplieron, debido a que los contratos se suscribieron a finales del mes diciembre de 2005, donde  se comprometieron los recursos para la siguiente vigencia, así como la ejecución de los contratos, observación que ha sido reiterativa por parte de este ente de control. 
En conclusión, la política definida en el Plan Desarrollo para la inversión pública “a fin de elevar la calidad de vida mediante el mejoramiento de las condiciones de habitabilidad, accesibilidad, física” y “aquellos sectores de la localidad que requieren programas  de revitalización y recuperación integral, acordes con el plan de ordenamiento territorial”, sin duda es buena auque no eficiente. Esto debido que a diciembre 31 de 2005, las metas físicas programadas no se cumplieron, pues la ejecución presupuestal alcanzó el 60% y los resultados no contribuyeron al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de estratos 3 y 4 de todas las edades un número aproximado de 15.000 ciudadanos. 

2.13.1.2. Proyecto Numero 0494

El deterioro del espacio publico referente a las vías, andenes, sardineles, parques y puentes peatonales de la Localidad de Teusaquillo afectan la calidad de vida de los residentes con respecto a la movilidad, invasión del espacio publico, estancamiento de aguas e inundaciones, contaminación ambiental entre otros, por falta de su mantenimiento y conservación por parte de las autoridades locales. 

La comunidad afectada con este problema interpuso la acción popular AP 04-2324 con el fin de que fueran intervenidas las vías, la cual fue admitida por la Sección Cuarta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Como resultado de lo anterior, dichas vías fueron incluidas en la Priorización por parte de la administración local, se dio aval técnico en julio 7 de 2005 y registrado en el Banco de Programas y Proyectos en la misma fecha.

Con el propósito de resolver la problemática se planteó el Proyecto No 494 “Reconstrucción, recuperación y mantenimiento de vías secundarias y alternas andenes y sardineles  de la localidad y puente”, correspondiente al Eje Urbano Regional, Programa Hábitat  desde los Barrios y las Unidades de Planeación Zonal- UPZ  establecido en el Plan Desarrollo Local 2005-2008. 
Para el cumplimiento del proyecto se suscribieron los siguientes Convenios Interadministrativos: 
Convenio No 20 de 2005 celebrado entre el IDU y el FDLT,  para la atención de vías sobre corredores de movilidad local, suscrito mayo 3 de 2005, con el objeto de cofinanciar entre el Fondo y el IDU, la atención de las vías sobre corredores de movilidad local mediante actividades de mantenimiento rutinario y periódico.
La obligación del Fondo es aportar para el desarrollo del convenio la suma de $500.00 millones,  valor girado mediante orden de pago No 323 de junio 21 de 2005 al IDU, y el mismo aportó $ 201.25 millones, para un total de $701.25 millones, plazo de ejecución de un año contado a partir del acta de inicio.

En virtud del convenio el IDU adelantará la contratación necesaria para su ejecución, mediante el esquema de contratos de mantenimiento, suministro de mezcla asfáltica e Interventoría de los mismos. 
El proyecto No 0494, inició en la vigencia fiscal de 2005, con una apropiación presupuestal inicial de $870.53 millones. Durante el segundo semestre se realizó una modificación presupuestal de $807.00 millones por Acuerdo Local No 045 de septiembre  29 de 2005, correspondiente  a la incorporación  y distribución de los excedentes financieros 2004 y a la adición de recursos de reaforo de las transferencias de la Administración Central al Fondo de Desarrollo Local.

Con esta modificación, el proyecto finalizó la vigencia 2005, con una apropiación presupuestal de $1.677.53 millones, con una ejecución  del 100%. Así mismo los giros autorizados fueron de $860.53 millones correspondientes al 53%, cantidad que fue girada al IDU de acuerdo con las órdenes de pago No 323 de junio 21 de 2005 por $500.00 millones  y No 447 de agosto 24 de 2005, por $360.53 millones, correspondiente a los certificados  de registro presupuestal Nos 242 de mayo 12/05 y 348 de agosto 10/05 respectivamente. 
Con respecto a la ejecución del presupuesto, el Fondo de Desarrollo Local registra, elabora y expide el certificado de disponibilidad y de registro de acuerdo con los compromisos adquiridos y concretados en los proyectos de inversión en cumplimiento de las políticas establecidas en el Plan de Desarrollo Local y materializadas a través de la suscripción de los contratos, con respecto a las  metas términos de ejecución presupuestal presenta el 77%, un nivel de efectividad bueno, contrario a las metas físicas. 
El Plan de Desarrollo para el cuatrienio se propuso construir, rehabilitar y/o recuperar 30.000 M2 de la malla vial local. Para cumplir con esta meta se suscribieron los convenios Interadministrativos de Cooperación Nos 20 y 74 de 2005, entre el IDU y Fondo de Desarrollo Local de Teusaquillo, los cuales a la fecha se encuentran en ejecución. De acuerdo con la priorización realizada para vigencia fiscal de 2005, la meta programada fue de 6000 MT2, por lo tanto a la fecha de la auditoria no se puede determinar su cumplimiento físico.
Por lo tanto se requiere de orientar la gestión pública local hacia el logro de resultados a través de la evaluación y seguimiento permanente de las políticas y proyectos de inversión para que en tiempo real se reflejen los resultados en el mejoramiento de la calidad de vida de su comunidad que son la razón de ser de la existencia del FDLT.

2.14.
MARTIRES

2.14.1. Evaluación del Plan de Desarrollo

La intervención de la malla vial en la localidad está dirigida únicamente a actividades de mantenimiento tipo reparcheo y se da en la medida que los recursos disponibles lo permiten, toda vez que la asignación presupuestal es mínima frente a las necesidades de inversión requeridas para mantener y mejorar las condiciones de movilidad en este tipo de vías.
Con respecto a los parques, la Localidad cuenta con un (1) parque metropolitano, un (1) parque metropolitano propuesto, dos (2) parques zonales, veintiún (21) parques de bolsillo y veintiocho (28) parques vecinales, para un total de cincuenta y tres (53) parques, caracterizándose algunos de ellos por la inseguridad y el abandono en que se encuentran sumidos, desvirtuando  la finalidad de recreación a la que están destinados.

Para la vigencia 2005-2008 la Localidad de Los Mártires suscribió el Plan de Desarrollo Local “Mártires Sin Indiferencia, un compromiso social contra la pobreza y la exclusión”, el cual fue adoptado mediante Acuerdo Local No. 003 de 2004. En el Eje Urbano Regional se encuentra el programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ”, mediante el cual se pretende mejorar las condiciones de servicios sociales y recreativos y de accesibilidad y espacio publico, con el fin de garantizar el desarrollo adecuado de la localidad. 
Para dar cumplimiento a este programa la Alcaldía Local formuló el proyecto No.PGI 76/05 “Recuperar, mantener y construir la infraestructura física, vial y de espacio público en los Mártires”. Para su ejecución se le asignaron recursos por $1.553,7 millones, los cuales a diciembre 31/05 presentaban una ejecución en giros del 36.5%, ($567.5 millones) y compromisos por $941.9 millones. 

2.14.2. Evaluación de la contratación
2.14.2.1. Contrato No.89/05 UEL IDU: Suscrito con S & A Servicios y Asesorías Temporales Ltda., para el suministro del personal destinado para el mantenimiento de vías locales a través de brigadas de reacción vial Convenio 015/98 IDU-SOP. 

Dentro de las obligaciones del contratista establecidas en la cláusula novena del contrato, se especifica que se tenia que constituir una garantía única que respaldara los amparos de Cumplimiento, Salarios y Prestaciones Sociales y Responsabilidad Civil Extracontractual, teniendo en cuenta que la cobertura de estos amparos deberían sujetarse a la fecha del acta de iniciación del contrato. 
Sin embargo se observa que la Garantía Única No. 052174483 expedida el 21 de  diciembre de 2005, empieza a cubrir los amparos a partir de la fecha de suscripción del contrato (Dic. 20/05) y no se tuvo en cuenta que con el acta de iniciación de mayo 15 de 2006, la vigencias de las pólizas debieron ampliarse  cinco (5) meses más. En virtud de lo anterior, el contratista incumplió lo establecido en la cláusula antes mencionada y por tal motivo se le debió aplicar la cláusula décima del contrato “Multas”: numeral 2) “Por incumplimiento en la constitución y mantenimiento de las garantías”: Por no mantener en vigor, renovar, prorrogar, corregir o adicionar las garantías en los plazos y por los montos establecidos en la cláusula correspondiente se causara una multa equivalente a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes por cada día calendario transcurrido a partir de la fecha prevista para el cumplimiento de esta obligación previo requerimiento del interventor o del IDU. Si pasaren mas de treinta (30() días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. Teniendo en cuenta lo anterior, se establece que pasaron más de los treinta (30) días pactados en la cláusula décima y ni el interventor ni el IDU comunicaron de esta situación al contratista, lo que facultaba al IDU para dar por terminado este contrato. 

Es importante aclarar que a agosto 9/05, estos documentos no reposaban en las carpetas entregadas por el funcionario de la UEL que atendió la comisión, como tampoco en la carpeta legal que reposa en las instalaciones del IDU. 

El contrato se encuentra en ejecución, toda vez que cuenta con una fecha prevista de terminación del 14 de febrero de 2007.

Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la respectiva UEL, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.14.2.2. Contrato No. 113/05 UEL IDU: Suscrito con el Consorcio ING DIMPRO LTDA, con el objeto de realizar la interventoria técnica, administrativa, financiera y ambiental para el suministro de insumos destinados para el mantenimiento de vías locales a través del programa brigada de reacción vial IDU-SOP Convenio 015/98. 

En el parágrafo primero de la cláusula No. 9 “garantía única” del contrato, se especifica que las vigencias de todos los amparos deberán ajustarse a las fechas del acta de iniciación del contrato. Teniendo en cuenta lo anterior, se pudo evidenciar que la vigencia de la Garantía Única (Cumplimiento, Pagos y Prestaciones Sociales y Calidad) No.53716945 de Seguros del Estado, no contempla la modificación ocasionada por las dos suspensiones por 14 días (Abril 6/06) y 12 días (Abril 20/06) que se hicieron durante la ejecución del contrato. 
Por lo anterior, el contratista incumplió lo establecido en el parágrafo antes mencionado y por tal motivo se le debió aplicar la cláusula particular No. 10 del contrato, “multas”: numeral 2) “Por incumplimiento en la constitución y mantenimiento de las garantías”: Por no mantener en vigor, renovar, prorrogar, corregir o adicionar las garantías en los plazos y por los montos establecidos en la cláusula correspondiente se causara una multa equivalente a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes por cada día calendario transcurrido a partir de la fecha prevista para el cumplimiento de esta obligación previo requerimiento del interventor o del IDU. Si pasaren mas de treinta (30() días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. 

Es importante aclarar que a agosto 9/05, estos documentos no reposaban en las carpetas entregadas por el funcionario de la UEL que atendió la comisión, como tampoco en la carpeta legal que reposa en las instalaciones del IDU. De la misma manera queda constancia mediante acta de visita fiscal realizada el 14 de agosto de 2006, al Ingeniero Elías Forero, Coordinador del contrato por parte del IDU, quien manifestó con respecto a la modificación de las pólizas que “verificados los documentos de la carpeta técnica de este contrato no fue posible establecer las ultimas modificaciones a las pólizas las cuales reposan en la Subdirección Técnica de Contratos. Sin embargo verificadas las carpetas de esta subdirección tampoco aparecen archivadas”.
El contrato se encuentra en ejecución, toda vez que cuenta con una fecha prevista de terminación del 14 de febrero de 2007.
Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la respectiva UEL, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.14.2.3 Contrato No. 191/05 UEL IDU: Suscrito con la Unión Temporal Mezclas 055, con el objeto de suministro de suministrar mezclas asfálticas destinadas para el mantenimiento de vías locales a través del programa brigada de reacción vial IDU-SOP Convenio 015/98. 

El contrato inicial por valor de $11.926.7 millones fue suscrito por el Director Técnico de Malla Vial en virtud de la Resolución No. 2168 de mayo 5/05, de la Dirección General del IDU, mediante la cual se delega en los Directores Técnicos entre otras funciones la de celebrar contratos cuya cuantía inicial no supere los 27.973 SMMLV, (para el 2005 el máximo permitido era de $10.671´699.500). Sin embargo, el contrato No. 191/05 superaba este valor lo que impedía al Director Técnico cumplir con esta función.

El IDU solicitó a la Dirección Jurídica Distrital de la Alcaldía Mayor un concepto para determinar la validez de dicho contrato y en respuesta dada por esta dependencia mediante oficio No. 035054 de mayo 5/06, la Dirección Jurídica le remite al IDU copia de los análisis y conceptos emitidos por los Consultores de la Secretaria General de la Alcaldía Mayor de Bogota fechados el 16 y 18 de abril de 2006. Con base en estos análisis la Directora General del IDU suscribió un acta de ratificación del contrato No. 191/05,  fechada el 9 de mayo de 2006. 

En el parágrafo primero de la cláusula particular No. 9 “garantía única” del contrato, se especifica que las vigencias de todos los amparos deberán ajustarse a las fechas del acta de iniciación del contrato….. Teniendo en cuenta lo anterior, se pudo evidenciar que las vigencias de la Garantía Única (Cumplimiento, Pagos y Prestaciones Sociales y Calidad de los Bienes) No.8002000172501 de Agrícola de Seguros y la de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 800200003921 de Agrícola de Seguros, se encuentran establecidas a partir de la firma del contrato y no desde el momento en que se suscribió el acta de iniciación, la cual se realizó el 19 de mayo de 2006.  Por lo anterior, el contratista estaba en la obligación de efectuar una modificación a estas pólizas, con un amparo desde el 19 de mayo de 2006 hasta el 18 de febrero de 2010.

En virtud de lo anterior, el contratista incumplió lo establecido en el parágrafo antes mencionado y por tal motivo se le debió aplicar la cláusula particular No. 10 del contrato, MULTAS: numeral 2) “Por incumplimiento en la constitución y mantenimiento de las garantías”: Por no mantener en vigor, renovar, prorrogar, corregir o adicionar las garantías en los plazos y por los montos establecidos en la cláusula correspondiente se causara una multa equivalente a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes por cada día calendario transcurrido a partir de la fecha prevista para el cumplimiento de esta obligación previo requerimiento del interventor o del IDU. Si pasaren mas de treinta (30) días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. Teniendo en cuenta lo anterior, se establece que pasaron más de los treinta (30) días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones, el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. 

Es importante aclarar que a agosto 9/05, estos documentos no reposaban en las carpetas entregadas por el funcionario de la UEL que atendió la comisión, como tampoco en la carpeta legal que reposa en las instalaciones del IDU. De la misma manera queda constancia mediante acta de reunión firmada el 10 de agosto de 2006, que se hace entrega por parte de la UEL de las pólizas existentes para este contrato.

El contrato se encuentra en ejecución, toda vez que cuenta con una fecha prevista de terminación del 14 de febrero de 2007.

Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la respectiva UEL, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.14.2.4 Contrato No. 215/05 UEL IDU: Suscrito con el Consorcio IOM, con el objeto de alquilar maquinaria destinada para el mantenimiento de vías locales a través del programa brigada de reacción vial IDU-SOP Convenio 015/98.

En la cláusula particular No. 9 “garantía única” del contrato, se establece que el contratista deberá constituir a favor del IDU y dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la suscripción del contrato, una garantía única que ampare el cumplimiento de cada una de las obligaciones que surjan del contrato. Sin embargo se evidencia que el contratista no cumplió con este requerimiento toda vez que las pólizas que constituyo (Nos. 061500100 y 061510590 de Seguros del Estado) se encuentran expedidas el 6  de febrero de 2006 y estas debieron constituirse máximo hasta el 13 de enero del mismo año. 

Igualmente se especifica en el parágrafo primero de la cláusula particular No. 9 “garantía única” del contrato, que las vigencias de todos los amparos deberán ajustarse a las fechas del acta de iniciación del contrato. Teniendo en cuenta lo anterior, se pudo evidenciar que las vigencias de la Garantía Única (Cumplimiento, Pagos y Prestaciones Sociales y Calidad del Servicio) se encuentran establecidas a partir del 2 de febrero y no desde el momento en que se suscribió el acta de iniciación, la cual se realizó el 15 de mayo de 2006.  Por lo anterior, el contratista estaba en la obligación de efectuar una modificación a estas pólizas, con un amparo desde el 15 de mayo de 2006 de la siguiente manera: Cumplimiento hasta agosto 15 de 2007; Pagos y prestaciones hasta el 15 de febrero de 2010; Calidad del Servicio hasta el 15 de febrero de 2007 y Responsabilidad Civil hasta el 15 de febrero de 2007. 

En virtud de lo anterior, el contratista incumplió lo establecido en el parágrafo antes mencionado y por tal motivo se le debió aplicar la cláusula particular No. 10 del contrato, multas: numeral 2) “Por incumplimiento en la constitución y mantenimiento de las garantías”: Por no mantener en vigor, renovar, prorrogar, corregir o adicionar las garantías en los plazos y por los montos establecidos en la cláusula correspondiente se causara una multa equivalente a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes por cada día calendario transcurrido a partir de la fecha prevista para el cumplimiento de esta obligación previo requerimiento del interventor o del IDU. Si pasaren mas de treinta (30() días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. Teniendo en cuenta lo anterior, se establece que pasaron más de los treinta (30) días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones, el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. 

Es importante aclarar que a agosto 9/05, estos documentos no reposaban en las carpetas entregadas por el funcionario de la UEL que atendió la comisión, como tampoco en la carpeta legal que reposa en las instalaciones del IDU. De la misma manera queda constancia mediante acta de visita fiscal realizada el 14 de agosto de 2006, al Ingeniero Elías Forero, Coordinador del contrato por parte del IDU, quien manifestó con respecto a la modificación de las pólizas que “verificados los documentos de la carpeta técnica de este contrato no fue posible establecer las ultimas modificaciones a las pólizas las cuales reposan en la Subdirección Técnica de Contratos. Sin embargo verificadas las carpetas de esta subdirección tampoco aparecen archivadas”.
El contrato se encuentra en ejecución, toda vez que cuenta con una fecha prevista de terminación del 14 de febrero de 2007.

Revisada la respuesta dada por la UEL IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la respectiva UEL, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.14.2.5. Los Contratos No. 195/04 UEL IDU (convenio 45/05): Suscrito con Patria S.A., cuyo objeto fue la construcción y rehabilitación  de accesos a barrios y pavimentos locales en varias localidades de Bogotá y Contrato No. 163/04 UEL IDU: Suscrito con Consorcio Rehabilitando cuyo objeto fue la interventoria, construcción, rehabilitación de vías de la localidad, terminaron su ejecución el 26 de febrero del presente año y seis (6) meses después no habían suscrito el acta de terminación y menos la de liquidación. Por lo anterior se concluye que no se dio cumplimiento a lo establecido en el artículo 60, de la Ley 80/93, cláusula décima octava (Cto. 195/04) y cláusula décima octava (Cto. 163/04).

En acta de visita fiscal suscrita el 22 de agosto del presente año, la Coordinadora del contrato manifiesta al respecto, que  los dos contratos, se encuentran terminados desde el día 26 de febrero de 2006 y a la fecha se encuentran en proceso de liquidación debido a que para poder liquidar el IDU requiere que todos los contratistas alleguen todos los paz y salvos con las empresas de servicios públicos de Bogotá. El acta de terminación como tal, esta en etapa de perfeccionamiento por cuanto el contratista del contrato No. 195/04 esta reclamando actualización de precios, toda vez que este se perfecciono en diciembre de 2004 y se dio inicio en diciembre de 2005. 

La obra como tal se encuentra bien terminada con las observaciones adelantadas por la Interventoria y subsanadas por el contratista. Agrega, que es necesario aclarar que la actualización de precios fue solicitada por parte del contratista mediante derecho de petición a la Dirección Técnica legal del IDU, a su vez esta área dio traslado a la Subdirección de Pavimentos Locales para que esta emitiera su concepto técnico con respecto a esta reclamación. Esta subdirección lo emitió apoyado en la Interventoria del contrato mediante memorando STPL-4300-24377 de junio 12/06, la cual respondió que no era viable. Con base en este concepto la Dirección Técnica Legal le manifiesta al contratista la voluntad tomada por la Dirección Técnica de Malla Vial. 

Con base en el la normatividad expuesta por el IDU en su respuesta, el concepto emitido por la misma Subdirección Técnica de Contratos y Convenios de la misma entidad mediante memorando STCC-6500-5617 del 23 de septiembre de 2003 el cual guarda coherencia con la realidad presentada en una relación contractual, se acepta la respuesta para los dos contratos enunciados en este numeral dada por la UEL IDU, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.14.2.6. En el contrato 195/04 (convenio 45/05) se evidencio que la garantía única fue presentada para su aprobación con extemporaneidad de seis (6) días hábiles, incumpliendo lo estipulado en la cláusula novena del contrato “Requisitos de perfeccionamiento y legalización”
En este mismo contrato, se evidencio que los amparos de cumplimiento y manejo de anticipo constituidos mediante la garantía única C-A 0024699, presentaban una vigencia final hasta el 29/12/05, si se tiene en cuenta que el contrato inicio el 6/09/05 según acta de inicio, estos amparos debieron modificarse de manera inmediata, toda vez, que el contrato con su plazo de 4 meses, tendría una fecha de terminación inicial de 6/01/06, sin embargo el contratista modifico estos amparos hasta el 2/12/05, (además fue aprobada por parte del IDU el 15/12/05), con una vigencia desde la fecha de inicio del contrato (6/09/05).

No obstante lo anterior, se evidencia que desde el momento en que se culminaban los amparos originales y la de expedición de las modificaciones, transcurrieron 33 días calendario, sin que el cumplimiento de las obligaciones de este contrato, estuviera garantizado en estos amparos, por lo anterior al contratista debió aplicársele la cláusula decimatercera (multas) estipuladas en el contrato numeral 7, en la cual se establece que por mantener, en vigor, renovar, prorrogar, corregir o adicionar las garantías en los plazos, en los montos establecidos en la cláusula correspondiente, se causa una multa equivalente a 3 SMLMV por cada día calendario, transcurrido a partir de la fecha prevista para el cumplimiento de esta obligación, previo requerimiento del interventor o del IDU, si pasaren más de 30 días calendario sin que el contratista haya cumplido con sus obligaciones, el IDU podrá declarar la caducidad del contrato. 

Revisada la respuesta dada por el FDLM y la UEL IDU, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.14.2.7. Para el contrato No. 163/04, se evidenció que el amparo de calidad de servicio debería tener una vigencia final al 6/01/10, sin embargo la póliza solamente contempla hasta el 6/01/09, quedando sin amparar 1 año, como lo establece la cláusula duodécima “garantía única”. Por lo anterior, al contratista se le debió aplicar las multas establecidas en la cláusula décima tercera, numeral 1, en donde se establece…se causara una multa diaria por cada día de mora en el cumplimento equivalente a 3 SMLV.

Revisada la respuesta dada por el FDLM y la UEL IDU, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.
2.15. 
ANTONIO NARIÑO

2.15.1. Evaluación del Plan de Desarrollo
La administración local para desarrollar el programa,  proyectó invertir durante la vigencia 2005, $989.9 millones en cinco proyectos, siendo apropiados en el presupuesto  $1.779.3 millones, de los cuales se comprometieron $1.762.5 millones y  se giraron únicamente $520.4 millones, como se detalla en el cuadro.

CUADRO No 34
ANÁLISIS INVERSIÓN PLAN DE DESARROLLO- EJECUCIÓN PRESUPUESTAL
PROGRAMA DE HABITAT
En millones $

	Cod

Proy
	Proyecto
	Inv.  Prop. Plan D
	%
	Asignac.  Pto
	Ejecutado
	Girado
	%

Ejec
	%

Inv. Plan Desarr

	2431
	Recuperación de la Malla Vial
	908.4
	100.0
	908.4
	907.9
	422.3
	46.5
	84.6

	2432
	Mejor Andenes
	100.9
	100
	100.9
	97.2
	8.3
	8.2
	8.2

	2425
	Construcción Salón Comunal
	250
	132
	330
	319.1
	89.8
	27.2
	35.9

	2442
	Mantenimiento adecuación  Parques   Localidad.
	60.0
	100
	60
	58.3
	0
	0.0
	0.0

	2430
	Modernización  Plazas  Mercado
	80.0
	475
	380
	380
	0
	0.0
	0,0

	
	Total
	1.399.3
	127.2
	1.779.3
	1.762.5
	520.4
	29.2
	52.6


La inversión estimada en el plan de Desarrollo Local para el programa Hábitat, no presenta correspondencia con el presupuesto asignado, toda vez que la inversión proyectada según el plan de desarrollo fue de $1.399.3 millones y  lo asignado según la ejecución presupuestal es de $1.779.3 millones.

Del presupuesto asignado se ejecutaron realmente giros por $520.4 millones, que corresponden al 29.2% de la asignación presupuestal.
La inversión programada según el Plan de Desarrollo Local para los proyectos 2425 y 2430, no es concordante con la asignación presupuestal, correspondiendo esta al 132% y 475% en su orden, sin embargo es de advertir que no obstante la asignación presupuestal ser superior, la ejecución real en la vigencia en estudio solo alcanza el 27.2% de la cuantía presupuestada, sin que se evidencie ejecución real alguna en los proyectos 2425 y 2430. 

Igualmente se observa incumplimiento al principio de eficacia, toda vez que de los $1.399.3 millones estimados invertir durante la vigencia, a fin de alcanzar las metas previstas solo se invirtieron realmente $520.4 millones, (giros que corresponden al avance en ejecución física de los contratos) es decir el 37.2%, de la inversión  estimada en el Plan de Desarrollo, incurriendo en incumplimiento de las metas programadas para la vigencia en estudio, por cuanto a excepción de la UEL-IDU la contratación se suscribió al finalizar la vigencia y las obras correspondientes se iniciaron solo hasta el año 2006.
Así mismo, el proyecto  correspondiente a la Modernización de las Plazas de Mercado, no se efectuó durante 2005, por cuanto en la citada vigencia, solo se comprometió el presupuesto disponible infringiendo los principios de eficiencia y eficacia.

Programa Sostenibilidad Urbano Rural

Analizadas las cifras se evidencia contravención a los principios de planeación y eficiencia estipulados en los literales k) y j) del articulo 3 de la Ley 152 de1994, en razón a:

-  La inversión estimada en el plan de Desarrollo Local para el programa Sostenibilidad Urbano Rural no presenta correspondencia con el presupuesto asignado, toda vez que en su orden son de $556.5 millones y $760.0 millones.

-  Del presupuesto asignado solamente se ejecutaron los giros de $7.5 millones, correspondientes al 1.0 % de la asignación presupuestal.

-  La inversión programada en el Plan de Desarrollo Local para los proyectos 2423 y 2141 no es concordante con la asignación presupuestal, correspondiendo esta al 110.1% y 289.5%  sucesivamente.
Sin embargo, es de advertir que no obstante la asignación presupuestal ser superior; la ejecución real solo alcanzó el 1.0% de la cuantía presupuestada y en el proyecto 2441 no se observa ejecución real alguna, durante la vigencia en estudio; evidenciándose que se asignan recursos sin tener destinación clara y precisa, en razón de lo cual no son utilizados, tal es el caso del proyecto 2441; dejando así de aplicar los recursos disponibles a la solución de necesidades insatisfechas y de prioritaria solución que se observan al interior de la localidad. Contraviniendo presuntamente los principios de planeación y eficiencia establecidos en el literal k) y h) del articulo 3º de la Ley 152 de 1994.

Así mismo, se constató el incumplimiento de  metas físicas durante la vigencia en estudio, en razón a  que la  contratación se suscribió al finalizar la vigencia y las obras y/o servicios correspondientes se iniciaron solo hasta el 2006, contraviniendo presuntamente el principio de eficacia estipulado en el articulo 8º de la Ley 42 de1993.

No obstante la meta establecida en el Plan Desarrollo era adquirir y adecuar el lote del parque del barrio Sevilla, el proyecto 2442 Mantenimiento y Adecuación Parques de la Localidad fue formulado, viabilizado y ejecutado en el parque Villa Mayor; evidenciándose que se asignan recursos sin tener precisión en cuanto a su posibilidad de aplicación. Si bien es cierto que el lote del parque del barrio Sevilla se encuentra en proceso de adquisición desde la vigencia 2001, también lo es que a sabiendas de esta situación, en los encuentros ciudadanos para el Plan de Desarrollo Local 2005-2008, se aprobó un Proyecto para adquirir y adecuar el lote del parque del barrio Sevilla, el cual quedó formulado y presupuestado el en Acuerdo Local 003 de septiembre de 2004.

Es así como, en la respuesta dada por al alcaldía Local el 25 de octubre de de 2006, informa “…no tenia posibilidad de ser se ejecutado en le parque del barrio Sevilla, por lo cual, en conjunto con el IDRD, se establecieron algunos parques con viabilidad técnica de intervención….”
Contraviniendo presuntamente el Articulo 18 del Acuerdo 13 de 2000; por cuanto:

· La adquisición del lote en mención aun se encuentra en proceso.

· Situación esta, que ha debido ser contemplada en Encuentros Ciudadanos, para efecto de cambiar la destinación. 

Además, la formulación del citado proyecto 2442, no es especifica en cuanto a lo que se proyecta  lograr con su desarrollo, toda vez que se anota como meta 80%, pero no se especifica de que, no se determina el área a intervenir, situación que deja abierta la posibilidad de que la UEL realice el proceso como ella considere pertinente, por cuanto en la formulación no se plasma específicamente la necesidad concreta que se pretende solucionar con el desarrollo del citado proyecto. Sin embargo, en esas condiciones se le dio el Aval   por parte de la UEL el 14 de septiembre de 2005, contraviniendo presuntamente el principio de planeación estipulado en el literal k) del articulo 3º de la Ley 152 de 1994.

Proyecto 2425-05 Construcción y dotación de espacios comunales y/o culturales de la localidad. Proyecto mal formulado se incluye como metas: 
-  Una Consultoría en el año 0.

-  Una construcción (obra nueva) para el año 1.

- Adecuación para el año 2.

Sin que se determinen las características de la construcción y de la adecuación.

Es así como la formulación del proyecto se refiere a la construcción de un salón comunal; pero lo único claro en la citada formulación  son los costos, toda vez que el salón que se pretende construir no estas determinado por unas características concretas y bien podría construirse un salón de 100 m2 o de 500 m2. Igualmente las características de los terminados no se especifican, sin embargo, en esas condiciones se le dio el Aval   por parte de la UEL mediante oficio UEL 3462-05,  contraviniendo presuntamente el principio de planeación establecido en el literal k) del artículo 3º de la Ley 152 de 1994.

2.15.2. Descripción de hallazgos
2.15.2.1. Por deficiencias de planeación, se asignan recursos sin tener una destinación clara y precisa, motivo por el cual, no son utilizados, tal es caso del proyecto 2441, cuya inversión se estimó en el Plan de Desarrollo en $50.7 millones, le fueron asignados en el presupuesto de la vigencia 2005 $146.5 millones y no se giró valor alguna en la citada vigencia; dejando así utilizar los escasos recursos con que cuenta la localidad para la solución de necesidades insatisfechas y de prioritaria atención que se observan a su interior. Contraviniendo presuntamente los principios de planeación, eficiencia y eficacia establecidos en el literal k) y h) del articulo 3º de la Ley 152 de 1994 y en el articulo 8º de la Ley 42 de 1993.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.2 No obstante, la asignación presupuestal en los programas analizados fue superior a la inversión estimada en el Plan de Desarrollo, la ejecución real solo alcanza $520.4 millones (29.2%) y 7.5 millones  (1.0%) de la cuantía presupuestada y en los proyectos 2442, 2430 y 2441 no se observa ejecución real alguna, durante la vigencia en estudio, contraviniendo presuntamente los principios de planeación, eficiencia  y eficacia establecidos en el literal k) y h) del articulo 3º de la Ley 152 de 1994 y en  el articulo 8º de la Ley 42 de 1993.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.3  No obstante la meta establecida en el Plan Desarrollo era adquirir y adecuar el lote del parque del barrio Sevilla, el proyecto formulado, viabilizado y ejecutado se desarrollo en el parque Villa Mayor, contraviniendo presuntamente el principio de planeación estipulado en el literal k) del Artículo 3º de la Ley 152 de 1994 en razón a que se incluye en el Plan de Desarrollo proyectos que no han sido estudiados para determinar su posible desarrollo, dentro de los términos establecidos y el artículo 8 del Acuerdo 13 de 2000.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo disciplinario se retira y se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del FDLAN, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.15.2.4  La formulación de los Proyecto 2425 y 2442 no determinan lo que se pretende lograr con su desarrollo.  Es así como la formulación del primero se refiere a la construcción de un salón comunal; pero no están determinadas las características concretas y bien podría construirse un salón de 100 m2 o de 500 m2; igualmente el segundo hace referencia a la construcción de un parque sin que se concreten sus características. Sin embargo, en esas condiciones se le dio el aval por parte de la UEL mediante oficio UEL 3462-05.Contraviniendo presuntamente el principio de planeación estipulado en el literal k) del Artículo 3º de la Ley 152 de 1994.

2.15.2.5  Los 100 CD correspondientes a las memorias  de la tercera fase  de la escuela ambiental, desarrollada mediante contrato 15-26-04, no registran Comprobante de ingreso a almacén.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.6. El contrato15-38-04 no fue liquidado dentro de los cuatro meses, siguientes a su terminación; no obstante en la cláusula  vigésima  haberse estipulado que se liquidaría de conformidad  con los artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.7.  Se efectuó un otrosí  al convenio 027 de 2005 para modificar la forma de pago, inicialmente prevista  en dos  pagos de 40% una vez ejecutadas el 40% y el 80% de las actividades, y un pago de 20% de acuerdo a los termino de referencia (una vez liquidado el convenio); quedando modificada con el 40% al cumplimiento de los requisitos legales para iniciar, un segundo desembolsa  de 40%  una vez ejecutado el 60 % de actividades de cada proyecto, un tercer pago del 10% previo recibo a satisfacción de cada proyecto y  el saldo del 10% previo recibo a satisfacción de cada uno de los proyecto, contraviniendo presuntamente lo estipulado en  el numeral 1.5 de los Términos de Referencia.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.8.  Se observa un desfase del 23.4% entre el avance financiero y el avance físico del convenio 027 de2005, como puede apreciarse en le siguiente cuadro:
CUADRO No 35
ANÁLISIS AVANCE FINANCIERO CONTRATO 027 DE 2005 
	COMPONENTE
	AVANCE FINANCIERO
	%
	% AVANCE FISICO
	% DESFASE

	Contaminación  Atmosférica
	120.395.200
	80
	60
	20

	Residuos Sólidos
	176.398400
	80
	60
	20

	Fortalecimiento Red Ambiental
	69.198.480
	80
	50
	30

	Desfase Promedio
	23.4


Desfase que se acentuaría aun mas, si las actividades  tenidas en cuenta para determinar el avance físico, fueran ponderadas de acuerdo a su importancia o peso en el desarrollo de contrato, toda vez que se observó que a las diferentes actividades realizas se les esta  dando la misma ponderación, sin tener en cuenta que  actividades tales como: definición del equipo de trabajo,  diseño de plan de costos, de cronograma, y reuniones internas de trabajo, no aportan al desarrollo del objeto del contrato, motivo por el cual debe realizarse una ponderación de las mismas a efecto de establecer el avance real del contrato.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.9. En la cláusula 2a del convenio 027 de 2005, se  establece que el alcance del objeto será la ejecución de las actividades de cada proyecto de conformidad con los documentos de formulación y los términos de referencia. Los términos de referencia estipulan que el alcance  esta determinado por la ejecución de las actividades del proyecto 2423  y en el  citado proyecto, esas actividades se encuentran  determinadas como componentes. Sin embargo, dichas actividades no garantizan por si mismas, el cumplimiento de metas del proyecto, por cuanto estas estan cuantificadas; evidenciándose que se suscriben y ejecutan contratos por cuantías elevadas ($160.0 millones), sin tener clara lo que se desea alcanzar. Contraviniendo presuntamente el principio de planeación y eficiencia estipulados en los literal k) y h) del Artículo 3º de la Ley 152 de 1994.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.10  No se esta dando cumplimiento a lo establecido en el numeral 2.2 de los términos de referencia que dieron origen al convenio 15-027-05, que estipula que el ejecutor deberá contratar mínimo un 40% de los recursos asignados a cada proyecto, con recurso humano residente en la localidad Antonio Nariño a cláusula, con el fin de contribuir  a la reactivación de la actividad económica local y a la generación de empleo; toda vez que el valor con convenio es de $457.490.100.0, el 40% de este cuantifica $182.996.040.0 y  a la fecha transcurridos nueve (9) meses de su ejecución, la citada vinculación de personal local debería ser por valor de $343.117.500, pero  solo ha sido por $34.005.000.0

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo disciplinario se retira y se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del FDLAN, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.15.2.11. No se esta dando cumplimiento a lo establecido en las cláusulas quinta y sexta y octava convenio 15-027-05, que estipula la formación de un comité operativo, que debería realizar seguimiento a la adecuada ejecución del mismo. 

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo disciplinario se retira y se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del FDLAN, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.
2.15.2.12. En los convenios 01, 05 y 027 de 2005 cláusula décima, no se pactó constitución de garantías, de acuerdo a lo normado en el (numeral 19 del articulo 25 de la Ley 80 de 1993. No obstante, en los contratos 01 y 05 de 2005, seguidamente se especifica que de ser necesario se constituirán pólizas que garanticen el cumplimiento del contrato, con un parágrafo en el que  se estipula la reposición de la garantía cuando el valor de la misma se vea afectada por razón de siniestro. 
Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.15.2.13.  A la fecha de la visita (septiembre 15 de 2006), el convenio 15-05-05 suscrito el 30 de diciembre de 2005 por valor de $50 millones por el DAMA y el Jardín Botánico con el objeto de ejecutar el proyecto 2441 conservación mantenimiento y ampliación de la malla verde en la localidad Antonio Nariño, no se había iniciado, en razón a que a que el contrato, mediante el cual se realizó ampliación y mantenimiento de la malla verde en la localidad estuvo en ejecución hasta el 14 de  junio de 2006, y el convenio 05-05 es su continuidad, situación que contraviene presuntamente los principios de planeación, eficiencia y eficacia estipulado en el literal k) del Artículo 3º de la Ley 152 de 1994 y en  el articulo 8º  del la Ley 42 de 1993.

Revisada la respuesta dada por el FDLAN, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el DAMA y el Jardín Botánico, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.16.
PUENTE ARANDA

2.16.1. Plan de Desarrollo
La gestión pública que realiza el Fondo de Desarrollo Local de Puente Aranda esta sujeta al Acuerdo Local 05 de 2004, mediante el cual se adopta el “Plan de Desarrollo Económico, Social y de Obras Públicas para la localidad de Puente Aranda”. 

2.16.1.1. Situación de la malla vial

La Localidad de Puente Aranda está conformada por áreas residenciales, comerciales e industriales. Igualmente, por estar ubicada en un lugar céntrico de la ciudad existe una alta fluidez de tráfico pesado, lo que ocasiona un mayor daño a la carpeta asfáltica. Estás características incrementan su deterioro, lo que significa que es necesario realizar un mayor mantenimiento, si se quiere conservar y prolongar la vida útil de los pavimentos existentes.
2.16.1.2. Equipamiento deportivo y recreativo

La localidad de Puente Aranda en lo referente a las zonas verdes y parques, según la base de datos del Instituto Distrital de Recreación y Deporte, cuenta con 305 zonas verdes y parques que representan 1.073.753,43 metros cuadrados, lo que equivale a 3.8 m² por habitante. Este indicador es inferior al promedio de la ciudad (4,82 m²/hab). 

Durante la vigencia 2005 no se adelantaron acciones administrativas que contribuyeran a la ejecución del Programa “Hábitat Desde los Barrios y las UPZ”, lo que muestra un cumplimiento del plan de desarrollo del 0%. En términos presupuestales se concluye que el aporte al plan de desarrollo es nula. 

La ejecución que arroja el sistema PREDIS (32.36%) se deriva como producto de los giros realizados a finales del mes de diciembre por concepto de anticipos a los contratos sucritos, pero en realidad estos desembolsos no se convirtieron en ejecuciones reales de obra. Se observa un evidente atraso presupuestal, sin embargo, el problema no se reduce a ello, sino al hecho de que se evidenciaron serias deficiencias que impidieron que los objetivos de este programa se cumplieran aún durante la vigencia de 2006, lo que lleva implícita la generación de mayores valores (sobrecostos) y el consecuente atraso de las obras cuyo impacto en la comunidad local, se convierte en un desmejoramiento en su nivel de vida.
2.16.2.  Evaluación del Presupuesto

Este programa contó con un presupuesto disponible de $3.728.7 millones de los cuales realizó giros por $1.206.2 millones, lo que representa el 32.36%, del total disponible. Sin embargo, es importante señalar que los giros no representan ejecuciones reales cuya aplicación tenga efectos inmediatos en la ejecución física de obras, por lo que no originan ningún impacto en el plan de desarrollo local, máxime si se tiene en cuenta que estos giros fueron entregados a final de la vigencia. En este caso la ejecución presupuestal no refleja la ejecución del plan de desarrollo.
2.16.3 Evaluación de la contratación 

2.16.3.1. Convenio No. 013 de 2005

Celebrado entre:
el FDL y COOPMUNICIPAL 

Fecha suscripción: 
30 diciembre de 2004

Valor:


$680’825.000,0

Anticipo 50%: 
$$202’838.192,00

Plazo suscrito: 
seis (6) meses

Fecha de inicio: 
diciembre 05 de 2005

Terminación suscrita: 30 de Junio de 2006

Este convenio se encuentra suspendido, no cuenta con acta de iniciación, pero se realizó un desembolso de $202.8 millones. Al respecto el Despacho de la Alcaldía Local justifica tal irregularidad, argumentando que la ejecución contractual no se ha realizado: “…debido a que COOPMUNICIPAL solicitó ante Planeación Distrital la expedición de las licencias de intervención del espacio público y hasta la fecha dicha entidad no ha resuelto de fondo la petición, en consecuencia, no se ha ejecutado ningún tipo de obra”. Esta justificación no es un argumento valido para fundamentar las dilaciones y demás irregularidades que de allí se derivan. Al respecto la Ley 80 de 1993 consagró: “ARTICULO 25. DEL PRINCIPIO DE ECONOMIA. En virtud de este principio: (…)12. Con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección o de la firma del contrato, según el caso, deberán elaborarse los estudios, diseños y proyectos requeridos, y los pliegos de condiciones o términos de referencia.”
Estos estudios tienen como finalidad impedir la presencia de inconveniencias que pongan en riesgo la ejecución contractual. Igualmente,  a partir de estos “estudios y proyectos requeridos” el Fondo de Desarrollo Local de Puente Aranda debería haber determinado el beneficio y la productividad social que la ejecución del contrato aportaría a población local, por eso y en este sentido la ley de contratación, en el mismo articulo 25, consagra: “7o. La conveniencia o inconveniencia del objeto a contratar y las autorizaciones y aprobaciones para ello, se analizarán o impartirán con antelación al inicio del proceso de selección del contratista o al de la firma del contrato, según el caso.”
En consecuencia, los inconvenientes derivados de la inexistencia de la licencia y demás permisos surgen como resultado de la carencia de estudios previos objetivos, es decir, como corolario se identifica que el proceso de planeación local no opera adecuadamente, o que conlleva a que las acciones de contratación pongan en riesgo los recursos públicos asignados al Fondo de Desarrollo Local de Puente Aranda.

Toda vez que la inacción contractual fue producto de la negligencia anterior y posterior a la suscripción del convenio, especialmente en lo relativo a la recuperación del anticipo o, por lo menos, de los rendimientos financieros. La negligencia posterior consiste en realizar las acciones necesarias para garantizar el cumplimiento del contrato, lo que constituye un deber de la administración local; en este sentido la ley 80 de 1993, consagra: “ARTICULO 4o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS ENTIDADES ESTATALES. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:

1o. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual exigencia podrán hacer al garante.

2o. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar.”
En el numeral 9º del mismo artículo, la ley de 80 de 1993, establecer: “Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse”.

En consecuencia, se tipifica una presunta responsabilidad disciplinaria por el incumplimiento de las normas mencionadas.
Revisada la respuesta dada por el FDLPA, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.16.3.2. Convenio No. 014 de 2005

Celebrado entre: El FDL de Puente Aranda - IDIPRON 

Fecha suscripción: 
29 diciembre de 2005

Valor:


$209’5 millones
Plazo suscrito: 
cuatro (4) meses

Interventor: 

JOSE BENJAMIN GUAQUE DIAZ

Objeto: 
“Rehabilitación y mejoramiento del espacio público, andenes y puentes peatonales en los canales”, de conformidad con la formulación del proyecto y propuesta presentada”

La suscripción de este convenio se realizó el día 29 diciembre de 2005, su ejecución de se inició hasta el día 23 de octubre de 2006; el contrato de interventoria se suscribió hasta el 04 de octubre de 2006, lo que significa que dado el plazo suscrito, las obras se estarán terminando el día 23 de febrero de 2007, lo que demuestra ineficiencia de la gestión administrativa.

En la carpeta del contrato no obra ningún acta o documento que de cuenta de las razones por las cuales se dilató la ejecución del convenio. No existe argumento técnico ni jurídico que justifique tal negligencia con la ejecución del plan de desarrollo, en especial, con el Programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ”. El documento antes mencionado y suscrito por la alcaldesa, intenta presentar una justificación de la dilación cuando afirma que “como consecuencia de a ley de garantías no fue posible contratar la interventoría a comienzos del año” sin embargo, esta prohibición procedió solamente durante cuatro meses, lo que no constituye argumento válido dado el atraso de diez (10) meses (a la fecha) de la ejecución.

Si bien no se pagaron dineros por concepto de anticipo, la negligencia incrementa los costos de los materiales y mano de obra cuya diferencia con el valor pactado deberá ser cancelada al contratista en virtud del equilibrio contractual consagrado en la Ley de contratación pública. Igualmente, esta negligencia administrativa conlleva a la presencia de un detrimento social, toda vez que la población de la localidad no obtuvo un mejor nivel de vida como resultado de la ejecución contractual. 

Es importante señalar que mediante el proceso de contratación se ejecutan los recursos presupuestales relacionados destinados al cumplimiento de los objetivos misionales del Fondo de Desarrollo Local de Puente Aranda, es decir, si la contratación no se cumple, los esfuerzos realizados para suscribirla constituyen un posible detrimento toda vez que la contratación esta orientada a cumplir con los fines del estado, por lo que la ley de contratación consagra: “ARTICULO 3o. DE LOS FINES DE LA CONTRATACION ESTATAL. Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines.”

Lo que permite deducir que la ineficiencia de la acción administrativa conllevó al quebrantamiento “de los derechos e intereses” de la población local, porque las obras, al no llevarse a cabo, impiden el mejoramiento de su calidad de vida. Este es el impacto social que genera la baja gestión administrativa.

Teniendo en cuenta que en el expediente no obra ningún documento que de cuenta de la suspensión del convenio, ni que demuestre que la administración local realizó algún esfuerzo para mitigar el efecto negativo derivado de la inejecución contractual, el impacto jurídico recae sobre el responsable, en este caso la Alcaldesa Local, quien estaba en la obligación de apremiar el desarrollo de las actividades contractuales con el fin de cumplir lo establecido en el acuerdo 05 de 2005 (Plan de Desarrollo Local). Al respecto la ley de contratación consagra:  
“ARTICULO 4o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS ENTIDADES ESTATALES. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:

1o. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual exigencia podrán hacer al garante.

2o. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar.”
Y posteriormente, dentro del mismo artículo, dice: “9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse.”
Es evidente que la autoridad administrativa local -incluida la JAL-, tiene una responsabilidad pendiente ante la sociedad local, por la ineficiencia de su gestión, y porque generó una mayor “onerosidad” con la dilación temporal al surgir por la misma un incremento en los precios del contrato.

Revisada la respuesta dada por el FDLPA - IDIPRON, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo Disciplinario con incidencia administrativa se retira.
2.16.3.3.  Convenios No. 015 de 2005

Celebrado entre:
Fondo de Desarrollo Local de Puente Aranda e IDIPRON 

Fecha suscripción: 
29 diciembre de 2005

Valor:


$774.6 millones
Plazo suscrito: 
cinco (5) meses

Terminación real: 
en ejecución

Interventor: 

Universidad Militar Nueva Granada
Objeto: 
“Adecuación de la infraestructura vial de la localidad”, componente reparcheo vial, de conformidad con la formulación del proyecto y propuesta presentada

Como en el convenio anterior, la carpeta del presente convenio no cuenta con ningún documento que de cuenta de su suspensión, ni existe actas de inicio, por lo que es válido el mismo análisis aplicado al convenio anterior se imputan las mismas irregularidades y el quebrantamiento de las mismas normas.

Mediante el proceso de contratación se ejecutan los recursos presupuestales destinados al cumplimiento de los objetivos misionales del Fondo de Desarrollo Local de Puente Aranda; por lo que en esa etapa, el cumplimiento de la ejecución contractual constituye el mayor objetivo de la administración porque de no alcanzarlos, los recursos aplicados para conseguir la adjudicación virtualmente constituyen un posible detrimento toda vez que la contratación esta orientada a cumplir con los fines del estado, por lo que la ley de contratación consagra: “ARTICULO 3o. DE LOS FINES DE LA CONTRATACION ESTATAL. Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines.”

Lo anterior permite deducir que la negligencia de la acción administrativa conllevó al quebrantamiento “de los derechos e intereses” de la población local, porque las obras, al no llevarse a cabo, impiden el mejoramiento de su calidad de vida. Este es el impacto social que genera la baja gestión administrativa.

Teniendo en cuenta que en el expediente no obra ningún documento que de cuenta de la suspensión del convenio, ni que demuestre que la administración local realizó algún esfuerzo para mitigar el efecto negativo derivado de la inejecución contractual, el impacto jurídico recae sobre el responsable, en este caso la Alcaldesa Local, quien estaba en la obligación de apremiar el desarrollo de las actividades contractuales con el fin de cumplir lo establecido en el acuerdo 05 de 2005 (Plan de Desarrollo Local). Al respecto la ley de contratación consagra:  ARTICULO 4o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS ENTIDADES ESTATALES. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:

1o. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual exigencia podrán hacer al garante.

2o. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar.

Y posteriormente, dentro del mismo artículo, dice: 9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse.

Es evidente que la autoridad administrativa local -incluida la JAL-, tiene una responsabilidad pendiente ante la sociedad local, por la ineficienca de su gestión, y porque generó una mayor “onerosidad” con la dilación temporal al surgir por la misma un incremento en los precios del contrato.

Revisada la respuesta dada por el FDLPA - IDIPRON, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo Disciplinario con incidencia administrativa se retira.
2.16.3.4. UEL IDRD 

Contrato: 

de obra pública No. 040 de 2005

Celebrado entre:
el IDRD e INCIVIAS LTDA

Fecha suscripción: 
21 diciembre de 2005

Valor:


$334.6 millones
Plazo suscrito: 
cinco (5) meses
Terminación real: 
en ejecución
Fecha de inicio: 
13 de febrero de 2006
Terminación suscrita: 13 de Julio de 2006

Prorroga:

30 días
Interventor: 

Obras y Proyectos RP, Cto. No. 05/05

Según el contrato,  el objeto consiste en que el contratista se compromete a realizar “…a precio global fijo los diseños y estudios técnicos, y por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de ajuste, la construcción, adecuación, y mejoramiento de parques de la localidad de Puente Aranda del Distrito Capital de Bogotá”; este contrato obedece al proyecto No. 1726 del eje social denominado “Diseño e intervención de parques”, el cual se encuentra debidamente inscrito en el banco de proyectos.

En la evaluación fiscal a las carpetas del contrato se encontró que en la carpeta No. 2 obran los estudios preliminares de evaluación técnica donde no se observan anomalías. Se percibe un desarrollo normal del proceso de licitación, con excepción de que algunos oferentes solicitaron que no se exigiera certificado de inscripción en la Cámara de Comercio, requerimiento que no fue otorgado de conformidad con los sólidos argumentos jurídicos utilizados por el IDRD.
Llama la atención que el contrato fue prorrogado por 30 días más, es decir hasta el 27 de agosto de 2006, con los siguientes argumentos y justificaciones contenidas en el considerando del contrato:

1) Se requiere para la terminación de las obras de los parques  Sorrento código 16-069 y el Tejar código 16-202, ubicados en la localidad de Puente Aranda, las obras correspondientes a los tres parques restantes que actualmente se encuentran en ejecución, serán entregados dentro del plazo inicialmente previsto para tal fin, es decir, el día 27 de julio de 2006.

2) “Que una vez aprobados los estudios y diseños por el Área Técnica del Instituto Distrital de Recreación y Deporte, fue necesario cumplir con la realización de las concertaciones de obra con la comunidad con el fin de presentarles los estudios y diseños aprobados y terminar en conjunto la priorización de obras. Esto requirió de un tiempo de transición entre la terminación de los diseños y el inicio de obras debido a que la priorización de obras debía ser evaluada contra el presupuesto asignado y así determinar los alcances de cada una de las obras solicitadas por la comunidad. (Oficio 26304 sucrito por el Subdirector Técnico de Construcciones.
No obstante, y de acuerdo con versión del contratista, los términos de referencia establecían unas especificaciones precisas para el asfalto a utilizar en las obras; estos requisitos incluían componentes que no todas las productores de asfalto estaban en condiciones de proporcionar, por tanto, la dilación esta relacionada con este hecho; pues las concertaciones con la comunidad están previstas en los pliegos de condiciones y en el contrato donde se pacta que el contratista debe cumplir con todas las obligaciones y actividades descritas en los pliegos de condiciones, por lo que se justifica el argumento planteado en el considerando donde se otorga la prorroga, suscrita el 27 de julio de 2006, día en que se vencía el cumplimiento del contrato.

Pero desde sus inicios ya se avizoraba una atraso en la ejecución del contrato, al examinar el primer informe de interventoría encontramos en el numeral 3.1 Gestión Ambiental, se percibe que a la fecha de elaboración del primer informe de interventoría, marzo 03 de 2006, “aún no se establecen los programas de gestión ambiental”. Igualmente, el mismo informe manifiesta que a la fecha se presenta un cronograma preliminar de obra “es importante señalar que a la fecha se encuentran desfases al cronograma de obra antes del inicio de la obra”, y posteriormente el informe afirma que “hasta este momento del cierre de informe, marzo 3 de 2006, no se han comenzado a las obras de ninguno de los frentes de obra” (numeral 2.1 del informe general del proyecto, suscrito por el interventor).

De la misma manera y haciendo referencia a las obras de Puente Aranda, en el informe de interventoría de mayo del 2006, (carpeta No. 6, folio 1177) el interventor manifiesta que “el contrato contienen parques en diseño que a la fecha presentan una atraso del 11.65%”; el atraso en la ejecución del contrato se percibe cuando el interventor informa sobre el estado de tramites ante las empresas de servicios públicos, ya que manifiesta “en razón a que las obras no se han iniciado, no se encuentra en curso tramite alguno ante las empresas de servicios públicos”, de donde se deduce que el atraso de la obra origina atrasos en la actividad del interventor. 
A folio 1418 de la carpeta 8, el interventor manifiesta que “el constructor continúa presentando atrasos en el avance de las obras” y que “ los trabajos continúan siendo afectados por la intensidad de las lluvias y por los inconvenientes para aprobar los recebos, debido a que los materiales propuestos no cumplen con las especificaciones del Instituto Distrital de Recreación y Deporte”; el interventor hace otras referencias al atraso de la ejecución del contrato, tales como que “observamos que los cerramientos aún no cumplen plenamente con los requisitos exigidos, y los escombros y residuos de excavaciones no son retirados con suficiente diligencia”. Estas dilaciones son reiterativas en los posteriores informes de interventoría, lo que confirma que el atraso generado fue una anomalía crónica cuyos resultados acumulados al final del plazo contractual dieron lugar al incumplimiento y por consiguiente a la prorroga indebida, pues la negligencia del contratista generó cargos onerosos a la entidad y no a su propia organización.

Aunque el contrato No. 040 de 2005 no fue adicionado económicamente, el hecho relevante de su prórroga consiste en que por su aplazamiento fue indispensable suscribir una prorroga con el interventor, lo que dio lugar a una adición económica al contrato de interventoría 051 de 2006, por valor de $20.7 millones.

Contrato:

 interventoría No. 051 de 2005

Celebrado entre:
el IDRD y Obras y Proyectos RP

Fecha suscripción: 
27 diciembre de 2005

Valor:


$149. 7 millones
Plazo suscrito: 
seis meses y 15  días (6.5) meses
Terminación real: 
en ejecución
Acta de inicio: 
13 de febrero de 2006
Terminación:

Agosto 27 de 2006

Prorroga:

30 días
El objeto de este contrato consiste en “realizar la interventoría técnica, administrativa, financiera para los contratos de obra pública resultantes de las licitaciones públicas Nos: IDRD-UEL-LP-002 y 005 de 2005”, relacionados con contratos de obra suscritos para la construcción de parques en las localidades de Usme, Puente Aranda y Ciudad Bolívar. El Contrato de interventoría fue suscrito inicialmente por un valor de $149.7 millones para ser ejecutado en un término de seis meses y medio. Es decir, mediante ejercer la interventoría al contrato de obra pública No. 040 de 2005.

Teniendo en cuenta los tres componentes locales que forman parte del objeto contractual, es necesario discriminar los valores mensuales pagados por localidad; en este sentido, el costo mensual de interventoría es igual a: $149.723.498/3=$49’907.832,67. El cálculo para determinar el costo mensual pagado por servicio de interventoría  es igual a:

$49’907.832,67/6.5=$7’678.076,61

Valor que constituye un presunto detrimento al patrimonio del Distrito Capital toda vez que la prorroga al contrato de obra pública No. 040 de 2005, en lo relacionado con la localidad de Puente Aranda, no tiene una justificación técnica o administrativa en la que se fundamente, tal como se sustentó.

No obstante lo anterior, es deber de la administración realizar las acciones pertinentes para garantizar la ejecución del contrato cuyo propósito está orientado a cumplir los fines del estado, de conformidad con la ley 80 de 1993, que a la letra dice: “ARTICULO 4o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS ENTIDADES ESTATALES. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:

1o. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual exigencia podrán hacer al garante.

2o. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar.”
Posteriormente, dentro del mismo artículo, dice: “9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse.”
Es evidente que la autoridad administrativa local -incluida la JAL-, tiene un compromiso pendiente ante la sociedad local, por la ineficienca de su gestión, y porque generó una mayor “onerosidad” con la dilación temporal al surgir por la misma un incremento en los precios del contrato.

Revisada la respuesta dada por el FDLPA y la UEL IDRD, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo Disciplinario con incidencia administrativa se retira.

2.17.
CANDELARIA

2.17.1. Análisis del plan de Desarrollo
El programa más sobresaliente dentro del Eje Urbano Regional es el de “Hábitat desde los barrios y las UPZ”, con una  asignación de $332.3 millones, de un presupuesto definitivo de $3.515.9 millones, lo que equivale al 9.45%, del total asignado, siendo comprometidos $303.6 millones. 

2.17.1.1.Del citado programa, se desprende el proyecto No. 189 “DISEÑO, CONSTRUCCIÓN, REHABILITACIÓN Y MANTENIMIENTO DE VIAS LOCALES”, con dos componentes denominados “Mantenimiento de Corredores de Movilidad Local y Mantenimiento de Vías a través de Convenio Interadministrativo de Cooperación con el IDU”; los cuales obtuvieron el aval técnico por parte de la UEL – IDU el 7 de febrero y 19 de octubre de 2005, respectivamente.
Revisado el proyecto enviado por el FDLLC a la UEL – IDU el 28 enero y 19 de octubre de 2005, para la viabilización de los componentes mencionados, se evidenció que no hay diferencia representativa de contenido entre uno y otro, la única son los metros cuadrados a mantener  de vías y el costo por componente; sin embargo, este ente de control no entiende por qué el lapso (10 meses) entre uno y otro para su envió a la UEL. 
Igualmente, entre la fecha de suscripción del convenio No. 022 y la suscripción de los contratos Nos. 063 y 114, que desarrollan su objeto, se evidenció que existió una diferencia de cinco (5) meses. Caso contrario fue lo acontecido en el convenio No. 073, suscrito el 21 de octubre de 2005 y sus siete (7) contratos, suscritos en el mes de diciembre de 2005, observándose sólo una diferencia de menos de dos (2) meses aproximadamente. 
Por lo anterior, no es clara la diferencia de tiempo en los procesos licitatorios de uno y otro de los convenios mencionados, más aún cuando del convenio No. 022 de 2005, sólo se desprendieron dos (2) contratos  y del convenio No. 073 del mismo año, se desprendieron siete (7) contratos, lo que necesariamente implicaría más tiempo del proceso de contratación con respecto al proceso del convenio No. 022.
Dicha situación, evidencia falta de planeación y austeridad en la duración de los procesos de contratación que llevan a cabo las dependencias del IDU de acuerdo al objeto a contratar, así mismo, el FDLLC al enviar en dos oportunidades el mismo proyecto para que cada uno de sus componentes sea viabilizado por aparte.   

Lo anterior, permite concluir que el proyecto en estudio y el presupuesto comprometido para ejecutar dentro de la vigencia 2005, no se cumplió dentro del período de ésta, así mismo, se observó que la falta de diligencia y tramitología al interior del FDLLC, del Instituto de Desarrollo Urbano y de la UEL - IDU, produce procesos de viabilización y contratación tardíos, es decir, no oportunos para dar solución a la problemática local. 
Lo que se constituye en un hallazgo administrativo, en cabeza de la representante del FDLLC, por ser la Gerente General de los Proyectos de conformidad con lo normado en el artículo 36 del Decreto 854 de 2001 y de la Subdirección Técnica de Malla Vial por ser la encargada de elaborar los términos de referencia o pliegos de condiciones, la Subdirección Técnica de Licitaciones, quien adelanta el proceso licitatorio y la Subdirección Técnica de Contratos y Convenios, la cual una vez adjudicada la contratación realiza los procesos de perfeccionamiento de los correspondientes contratos.   

Revisada la respuesta dada por el IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

2.17.1.2. De otra parte, en el punto “Resumen Costos del Proyecto”, se asignó por componente el valor de $180.9 millones y $122.7 millones y el número de metros cuadrados por cada uno a mantener de vías en la localidad; sin embargo, no se menciona la fuente que permitió establecer los 1.700 metros cuadrados en el componente “Mantenimiento de Corredores de Movilidad Local” y 1.750 metros cuadrados en el componente “Mantenimiento de Vías a través de Convenio Interadministrativo de Cooperación con el IDU.”  Esta situación y el estudio realizado y suministrado por la Dirección Técnica de Malla Vial del IDU a 31 de diciembre de 2005, permite concluir  que a partir de dicha fecha es que el FDLLC conoce la extensión en kilómetros – carril de la malla vial local, así mismo, la extensión de la malla vial a recuperar y su estado especifico actual.
El citado estudio arrojó como resultado, que en la localidad hay un 28% de las vías en buen estado (2161,32 Km./carril), un 9% en regular estado (694.71 km/carril) y un 63% en mal estado (48 862,97 km/carril)
.
Lo anterior, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la representante legal del FDLLC, como Gerente General de los proyectos, teniendo en cuenta que no se evidenció por parte del FDLLC un diagnostico del estado actual de la malla vial local, previo a la formulación del proyecto, toda vez que, es en éste donde se debe plasmar la problemática local con delineación del área total afectada y el área a intervenir con dicho proyecto, lo que conlleva a que se haga imposible la cuantificación del cumplimiento de las metas del Plan de Desarrollo Local. 

En el numeral 4 de los Objetivos Específicos del Proyecto, se estableció que se debía: “Generar empleo a la comunidad residente del sector durante el proceso de ejecución de las obras proyectadas:”; objetivo que no se cumplió, ya que desde su formulación el FDLLC, tenía conocimiento que el proyecto se ejecutaría a través de convenios interadministrativos con el IDU, lo que conllevaba  a la celebración de contratos que cumplirían con la ejecución y suministro de materiales.  

Igualmente, se evidenció que el Fondo de Desarrollo Local de La Candelaria, a la fecha no ha realizado gestión alguna para cumplir con las metas propuestas en el Plan de Desarrollo Local de “De La Candelaria para el Mundo”, relacionadas con los programas “Región Integrada para el Desarrollo y Bogotá Productiva.” 
Lo anterior, permite concluir a la Contraloría que de los tres programas que conforman el Eje Urbano Regional del Plan de Desarrollo Local “De La Candelaria para el Mundo”, sólo se desarrolló el programa “Hábitat desde los barrios y las UPZ”, dentro de una vigencia posterior a la determinada en el Plan; de los otros dos programas, no existe evidencia de acciones o gestiones realizadas por el representante legal del FDLLC, por lo tanto, se podría decir que existe un incumplimiento aproximado del 60% en relación con el objetivo y las metas del Eje en estudio, para la vigencia 2005.
De otra parte, revisada la cuenta anual de la vigencia 2005 y la presentada por la Alcaldesa Local saliente, se observó que lo comprometido para la ejecución del Proyecto No. 189 “DISEÑO, CONSTRUCCIÓN, REHABILITACIÓN Y MANTENIMIENTO DE VIAS LOCALES” es de $331.6 millones, situación que no coincide con lo realmente comprometido para la vigencia 2005, que obedece al valor de $303.6 millones. La diferencia que se evidencia, corresponde al valor del contrato de interventoría No. 180 de 2004, que se suscribió a través de la UEL – IDU, para ejercer el control y vigilancia de la construcción y rehabilitación de la malla vial de la localidad durante la vigencia 2004, ejecución ésta que no corresponde al presupuesto comprometido para el desarrollo del citado proyecto durante la vigencia 2005. 

Revisada la respuesta dada por el IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento 

2.17.2. Evaluación del presupuesto

Para el año 2005, el FDLLC tuvo un presupuesto definitivo de $3.515.9, millones, asignando para el desarrollo del Eje Urbano Regional $332.3 millones, de los cuales solo comprometió para el año 2005, $303.6 millones para le ejecución del único proyecto con que cuenta este eje, lo que equivale al 8.65%  con respecto al presupuesto definitivo. 
Presupuestalmente, a 30 de septiembre de 2005, se ha ejecutado a través de los nueve contratos suscritos por el IDU, para el cumplimiento del objeto de los mencionados convenios $255.2 millones, lo que equivale a un  84.05% con respecto al presupuesto comprometido para el Eje y el 7.25% en relación con el presupuesto definitivo del FDLLC. 

La ejecución presupuestal de los convenios comparada con la ejecución física de las obras, es paralela, lo que indica que lo pagado equivale a obras ejecutadas y entregadas; sin embargo, solo se puede dar un concepto sobre seguimiento a las obras adelantadas y no definitivo, ya que dicha contratación aún se encuentra en ejecución.  

Revisada la respuesta dada por el FDLLC y el IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo de Desarrollo y la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento 

2.17.3. Evaluación de la Contratación 

El Fondo de Desarrollo Local de La Candelaria, suscribió en el 2005, con el IDU los convenios marco interadministrativos de cofinanciación Nos. 022 y 073, con el fin de desarrollar los citados componentes.

2.17.3.1. Convenio No. 022 de 2006
Este convenio que corresponde al componente de “Mantenimiento de Corredores de Movilidad Local”, el FDLLC aportó el 50% y el IDU el 50%, recursos que fueron girados por el FDLLC al IDU, los cuales ingresaron a un  centro de costos independiente de los recursos del IDU.  
Para la ejecución del convenio el IDU celebró los contratos Nos. 063 y 114 de 2005, con el Consorcio GV-24 y ICM Ingenieros respectivamente. 
Cabe resaltar, que la fecha de viabilización del componente mencionado (7 de febrero de 2005)  y la suscripción de los contratos (21 y 22 de octubre de 2005) para ejecutar el objeto del convenio, fue de ocho (8) meses, situación que refleja falta de diligencia y eficiencia en los procesos de viabilización y contratación que se llevan a cabo para resolver oportunamente las problemáticas locales. 
Para la ejecución del convenio No. 022 de 2005, se comprometieron $180.9 millones, con el fin de realizar el mantenimiento inicialmente de treinta y ocho (38) segmentos, a los cuales se les hizo seguimiento físico a 22, lo que equivale en ejecución presupuestal con corte a 30 de septiembre de 2006, a  $158.4 millones, que corresponde a un 87.55%, quedando por ejecutar $22.5 millones lo que equivale al 12.44%.  
Como resultado de la visita de campo realizada el 19 de octubre de 2006, a las obras en compañía del coordinador del convenio por parte del IDU y el profesional de apoyo de la Contraloría, se dejan las siguientes observaciones, las cuales se  consignan en el cuadro siguiente. 
CUADRO No 36
CONVENIO No. 022 – 2005  -  OBSERVACIONES A OBRA EJECUTADA

	CÓDIGO
	SEGMENTO

	OBSERVACIÓN

	17000117
	Carrera 6 – Calle 12 y 13
	Inicio de la vía sobre la calle 13 se observo que no se realizo la elevación del pozo, la interventoría aduce que este ítem lo debe de ejecutar el acueducto, pero que no se pudo coordinar con esta entidad su ejecución.

Se observo hundimiento del pavimento asfáltico frente al Nº. 12-34.

	Intersección
	Carrera 6 – Calle 12
	El pavimento rígido presenta desgaste superficial bajo de aproximadamente 3mm, consistente en irregularidades que se observan en la superficie de concreto, producto del desgaste por acción del trafico. Es importante anotar que esta obra tiene fecha de recibo del 29 de julio de 2006 y ya presenta esta deficiencia.

	17000200


	Carrera 6 – Calle 9 y 10
	Se ejecuto el pavimento desde la calle 10 hasta el Nº 9-46, la carpeta asfáltica presenta buen terminado, se observa que en la ultima fotografía el arreglo del bache (parcheo) que se le efectuó a la carpeta asfáltica ya presenta dilatación en las juntas.

	17000405

17000385

17000400

17000419

17000417

17000305
	Calle 5 – Carrera 1 y Carrera 2

Calle 5 – Carrera 3 y Carrera 4

Calle 5 – Carrera 2 y Carrera 2 A

Calle 5 – Carrera 3 Este y Carrera 2 Este

Calle 5 – Carrera 2 Este y Carrera 1 Calle 5 – Carrera 8 y 9 A
	Se observó que las los trabajos de sello de las juntas de dilatación en varios tramos del segmento, están deteriorados por la pérdida de la liga asfáltica causados por deficiencias en la calidad del material ligante, por la colocación del sello a temperaturas inadecuadas o por poner en servicio la vía antes del fraguado del ligante.


Fuente: Evaluación a las Obras del Sistema Vial – Apoyo Técnico Subdirección de   Fiscalización – Contraloría de Bogotá.
El segmento Nº 17000117 de la carrera 7 entre calles 11 y 12, no se ha podido ejecutar por no tener el permiso correspondiente por parte de la Secretaria de Transito para el manejo vehicular.

Revisada la respuesta dada por el IDU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza de la UEL IDU, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento
2.17.3.2. Convenio No. 073 de 2005

Para la ejecución del convenio que corresponde al componente “Mantenimiento de vías a través de convenio interadministrativo de cooperación con el Instituto de Desarrollo Urbano”, el IDU celebró y suscribió en el 2005, los contratos Nos. 089, 090, 099, 100, 113, 191 y 215. 
En la AZ de consulta suministrada por la UEL – IDU, se observó que el convenio No. 073 de 2005, tiene plazo de un año contado a partir de la suscripción del acta de inicio, documento que fue firmado el 22 de octubre de 2005, por la alcaldesa de la época, el Director Técnico de Malla Vial, el Subdirector Técnico de Mantenimiento y el Coordinador del IDU, en el que se registra la palabra “anulada” y en la misma AZ, reposa otra acta de inicio suscrita el 19 de mayo de 2006. Sin embargo, no existe un acto administrativo debidamente motivado, que justifique dicha anulación, adicionalmente tampoco hay soporte documental, mediante el cual se le informe a la alcaldesa actual los motivos por los cuales se debe suscribir una nueva acta de inició. Por lo tanto, se estaría transgrediendo el numeral 7 del artículo 24 de la Ley 80 de 1993.
Así mismo, si para la UEL – IDU la segunda acta de inicio, es el acto administrativo legal y presupuestal, es a partir del 19 de mayo de 2006, en que se debió suscribir el acta de inició de cada uno de los contratos que se suscribieron para el desarrollo del objeto del convenio No. 073 de 2005. Sin embargo, se evidenció que de los siete (7) contratos celebrados, cinco (5) iniciaron su ejecución antes de la suscripción del acta de inicio del 19 de mayo de 2006, como se observa en el siguiente cuadro.
CUADRO No 37
CONTRATOS INICIADOS ANTES DE LA SUSCRIPCIÓN

DEL ACTA DE INICIO DEL CONVENIO
	FECHA ACTA INICIO CONVENIO
	NO. CONTRATO
	FECHA SUSCRIPCIÓN CONTRATOS
	FECHA DE ACTA DE  INICIO CONTRATOS

	Mayo 19 de 2005
	090
	23/12/05
	15/05/06

	
	099
	23/12/05
	08/05/06

	
	100
	26/12/05
	15/05/06

	
	113
	26/12/05
	06/03/06

	
	215
	30/12/05
	15/05/06


Fuente: Instituto de Desarrollo Urbano  – UEL –IDU
Lo anterior, evidencia la trasgresión de la cláusula quinta “PLAZO”, toda vez que el término del presente convenio se contaría a partir de la fecha de suscripción del acta de inicio o una vez se impartiera la orden por la Subdirección Técnica de Malla Vial del IDU, condiciones estas que no se evidenciaron dentro de la documentación puesta a disposición por la UEL- IDU.
Para el convenio No.073 de 2005, el FDLLC aportó el  94.79% y el IDU el 5.20%, representado en acompañamiento técnico, coordinación y supervisión. Los recursos asignados por el Fondo de Desarrollo Local, han sido afectados a medida que la UEL – IDU paga por obra ejecutada y material suministrado a los respectivos contratistas. 
De los $122.7 millones comprometidos para ejecutar el convenio, se evidenció que se ha ejecutado $96.8 millones con corte a 30 de septiembre de 2006, lo que equivale al 78,87%, quedando por ejecutar $25.9 millones que corresponden al 21.12% del valor total del Convenio.
Las vías a intervenir, las constituyeron siete (7) segmentos, de los cuales a 30 de septiembre de 2005, se habían ejecutado seis (6) quedando pendiente por terminar el segmento ubicado en la carrera 9ª entre calles 4ª  y 5ª, retrazo que se presentó debido a que el nivel freático era muy superficial, situación que conllevo a realizar trabajos no previsto.
De acuerdo con visita de campo realizada el 19 de octubre de 2006, a las obras en compañía del coordinador del convenio por parte del IDU y el profesional de apoyo de la Contraloría, se dejan las siguientes observaciones que se consignan en el cuadro siguiente:
CUADRO No 38
CONVENIO No. 073 – 2005  -  OBSERVACIONES A OBRA EJECUTADA
	CÓDIGO
	SEGMENTO
	OBSERVACIÓN

	3000934

3000448
	Calle 4 – Carrera 8 y 8A Convenio 073/2005

Calle 4 – Carrera 8 A y SE Convenio 073/2005
	Las obras ejecutas por el contratista en este segmento presentan buena calidad en sus acabados y no presentan observaciones de tipo técnico, el segmento 3000448 comprendido entre la carrera 8 A y SE, no se intervino en su totalidad por que se presenta afectación de la construcción de la Avenida los Comuneros Calle 6.

	17000313
	Carrera 9 – Calle 4 y 5 Convenio 073/2005
	Este frente de trabajo presenta problemas de tipo técnico por acumulación de aguas de escorrentías, donde se han tenido que realizar por parte de l acueducto obras para evitar que los dineros invertidos por el IDU y la Localidad de la Candelaria se vean afectados. Solo se ha ejecutado un tramo hasta la calle 5 y se encuentra en buen estado.


Fuente: Evaluación a las Obras del Sistema Vial – Apoyo Técnico Subdirección de   Fiscalización – Contraloría de Bogotá, D.C.

2.18.
RAFAEL URIBE URIBE

2.18.1. Análisis del Plan de Desarrollo en el tema de hábitat
Bogotá viene presentando una grave problemática de hábitat, donde tiene un elevado déficit cuantitativo y cualitativo de vivienda; escasez y altos costos de suelo urbanizable; persistencia de urbanización ilegal; deterioro urbano en diversas zonas de la ciudad; estrechez de la oferta de vivienda de interés prioritario, en especial la relacionada con la demanda de familias no vinculadas formalmente al mercado laboral. 

Para enfrentar esta problemática, la Política de Hábitat y Seguridad Humana del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá
 - POT y la Ley 812 de 2003, articulan sus diversos atributos y componentes: suelo, servicios públicos, vivienda, equipamiento urbano, transporte y espacio público, así mismo, la Ley 388/97 y en particular en el POT (Decreto 190 de 2004), permitieron la agilización de trámites, la inversión en infraestructura, la generación de suelo, la efectiva realización de los subsidios nacionales y la puesta en marcha de los subsidios Distritales, el crédito y el micro-crédito, una política de arrendamiento social, los reconocimientos, el mejoramiento integral de barrios, la renovación urbana, la oferta de vivienda usada y la producción social de vivienda, entre otros. 

El POT es un instrumento fundamental de la reorganización física, económica y social de la ciudad dentro de la óptica del Desarrollo territorial de la Metrópoli capitalina y aporta la descriptiva de la base geográfica y física del Desarrollo Urbano- Regional de  Bogotá, razón por la cual sobrepasa los límites de la planificación que veníamos desarrollando a través de los Planes de Desarrollo que involucraban solo tangencialmente temas sustanciales a la planificación Territorial como la Productividad Urbana , los Servicios Públicos, o el del espacio público, tratados otrora con  criterio sectorial y sobre todo sin una referencia precisa de la destinación física  y geográfica de la ciudad y su región.

Dentro de la estrategia de Planificación del Distrito Capital y teniendo en cuenta las atribuciones constitucionales y legales, especialmente las conferidas por el artículo 324 de la Ley 152 de 1994, Art. 2 y 6 del Decreto Ley 1421 de 1993 y el artículo 22 del Acuerdo Distrital 13 de 2000 y demás normas concordantes la Junta Administradora Local, mediante acuerdo Local 003 de 2004,  adoptó el Plan de Desarrollo Económico, Social y de Obras Públicas 2005-2008 para Rafael Uribe Uribe “Una Localidad Viva y Participativa”.
Bajo éste programa se ejecutan seis (6) proyectos por un valor de $11.656.0 millones.
2.18.1.1. En la ejecución del presupuesto vigencia 2005 no registran cumplimiento de las metas físicas programadas para cada uno de los componentes de los mismos, observando que el 63.16% del total de la contratación para éste programa, fue suscrita en el mes de diciembre. Así mismo  el 79% de ésta contratación se encuentra en ejecución a 31 de diciembre de 2005,  por lo que se  denota falta de planeación en la  gestión contractual adelantada en su conjunto, generando incumplimiento en las acciones y metas contempladas  en el Plan de Desarrollo Local Económico Social y de Obras Públicas 2005-2008 “Una Localidad Viva y Participativa.”

Revisada la respuesta dada por el FDLRU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo de Desarrollo Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento
2.18.2. Análisis Presupuestal del FDL en los proyectos relacionados con Hábitat.
Para el Eje Urbano Regional, en su programa de hábitat, fueron presupuestados inicialmente $5.456 millones, modificados en $6.200 millones, para un presupuesto definitivo de $11.656 millones.

2.18.2.1. Para el Eje Urbano Regional, en su programa de hábitat, que cuenta con un presupuesto definitivo de $11.656 millones, su ejecución fue de $4.763.4 millones, equivalente al 40.87% del presupuesto disponible; por lo que se dejaron de ejecutar $6.892.6 millones, lo que denota una baja gestión, en el uso de los recursos asignados a la localidad; más aún cuando éstos recursos tenían como objetivo el mejoramiento de la calidad de vida de la población y en especial de los usuarios directos o indirectos de la malla vial, que viven en los barrios de influencia del programa en mención.

Aunado a lo anterior, el proyecto 915 inicialmente tuvo una asignación de $3.158.7 millones, presentando una adición de $4.000.0 millones para un total de $7.158.7 millones y a 31 de diciembre presento una ejecución de tan solo el 44.1% ($3.158.7 millones).

Revisada la respuesta dada por el FDLRU, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo de Desarrollo Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento
2.18.3. Evaluación de la contratación 

Producto de la evaluación a la contratación suscrita en desarrollo de éste programa, no se evidenciaron hallazgos, no obstante de acuerdo a la audiencia pública realizada por la Contraloría de Bogotá D.C. sobre la Malla Vial en la que se determinó su deterioro, a pesar de las importantes iniciativas en curso adelantadas por la administración distrital, es cada vez más critico y en la que se ha venido sosteniendo que en la actualidad no existen recursos financieros suficientes para una adecuada reparación; se pudo establecer que el estado de la malla vial de la Localidad de Rafael Uribe Uribe tiene un  26.59% buen estado, el 18.53% es regular y el 54.88% es mala.

2.19.
CIUDAD BOLIVAR 
2.19.1. Análisis del Plan de Desarrollo
El Eje Regional gira en torno del proceso de desarrollo de un entorno ambiental y socialmente sostenible, equilibrado en la distribución de la infraestructura, los equipamientos y las actividades.

En los programas se destaca el mejoramiento integral de barrios, provisión de servicios públicos domiciliarios, renovación urbana y protección del patrimonio cultural para promover respeto, aprecio y orgullo en la población. En lo rural, se fortalecerá la asistencia técnica en la zona rural, Se fomentarán las actividades productivas propias de la localidad mediante la protección, ampliación y calificación de la demanda local.

El presupuesto destinado a la Inversión  FDLCB de $53.445,46 millones para atender las necesidades en la vigencia 2005, se  incremento en $4.349,40 millones equivalentes al 8%, para un presupuesto definitivo de $57.794,87 millones, con el cual se atendió la inversión. 

De los $57.794,87 millones, la administración local únicamente logró comprometer, a través de las diferentes modalidades de contratación con el fin de hacer realidad el plan de desarrollo, recursos por el orden de $46.998,14 millones, equivalentes al 81.3 % del total del presupuesto asignado, lo cual quiere decir que se dejaron de utilizar recursos en beneficio de los diferentes ejes del plan de desarrollo del orden de $10.796,73 millones equivalentes al 17.8% del presupuesto asignado.
Es importante mencionar que del presupuesto definitivo, únicamente se destinaron para  atender  los objetivos  principales  del  Plan  de  Desarrollo de  la Localidad $33.268,84 millones, equivalentes al 57.6% del presupuesto definitivo, debido a que las obligaciones por pagar.
Para cumplir con el Eje Regional y Urbano, se destinaron efectivamente $9.131,44 millones repartidos en tres (3) programas como fueron Hábitat desde los Barrios y las UPZ, que es el que representa el 84.2% de los recursos destinados para este eje, seguido por el programa Bogotá Productiva  9.6% y Sostenibilidad Urbano Regional con el 6.2% del total de recurso destinados al eje.

El programa de Hábitat desde los Barrios y las UPZ comprometió el 94% de los recurso destinados repartidos en cinco (5) proyectos, de los cuales únicamente se llevaron a cabo tres (3) proyectos, siendo los más representativos lo  proyectos 5563 Diseño, construcción, recuperación y mantenimiento de la malla vial con $5.887,05 millones comprometidos y el 5936 Compra de predio para la construcción y/o adecuación y dotación de salones comunales con $1.619,38 millones.

No obstante haber comprometido recursos en promedio en el 92%, su nivel de ejecución real en la vigencia, medido a través de los giros presupuestales, únicamente alcanzó en promedio el 12.5%, indicador de la mora en los pagos a contratos, confirmado  por el retraso del pago del convenio 010 de 2004.

El nivel de eficiencia en la gestión de la ejecución de recursos del Eje Urbano Regional, es decir la capacidad administrativa de ejecución real en las obras y/o servicios que atendieron durante la vigencia 2005, alcanzó el 13.8% con respecto a los giros presupuestales, al ejecutar $1.361,96 millones de los $9.131,44 millones comprometidos para los diferentes proyectos.
El nivel de eficacia en la gestión de la ejecución de los proyectos de este eje, alcanzó el 75%, debido a que de ocho (8) proyectos diseñados para atender las necesidades plasmadas en el Eje Regional y Urbano se atendieron con algún grado de ejecución seis (6) proyectos. Los proyectos 5257 programa de electrificación rural y 5267 Titulación de predios, legalización de barrios, reglamentación de UPZ y POT, no tuvieron acciones de gestión para su desarrollo e implementación a pesar de contar con una apropiación de $175.00 millones.

El nivel de eficiencia en la gestión de la ejecución de recursos del Plan de Desarrollo Económico y Social y de Obras, Públicas para la Localidad Ciudad Bolívar “Una Localidad al Alcance de la Niñez ”, respecto de los compromisos adquiridos, es decir la capacidad administrativa para gestionar el nivel de contratación en cualquiera de sus modalidades, fue del 85.47%, al comprometer $28.436,33 millones de los $ 33.368,84 millones que se tenían como fuente para financiar los diferentes programas y proyectos. Se dejaron de ejecutar, liberando de esta manera los respectivos recursos un total de $4.932,51 millones 

Sin embargo la eficiencia en la ejecución real, es decir la atención de obras y/o servicios durante la vigencia 2005, alcanzó únicamente el 15.91%  al efectuar giros presupuestales por $5.291,42 millones de un total de compromisos por $28.436,33millones.
Aún cuando las acciones emprendidas por parte del FDLCB, para ejecutar el plan de desarrollo de la localidad, coadyuvaron al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la Localidad,  las políticas públicas, en cuanto al gasto público social, no se cumplieron a cabalidad, debido a la falta de capacidad de gestión de la administración. El nivel de eficacia en la gestión de la ejecución del plan alcanzó el 57.7% debido a que de cuarenta y cinco (45) proyectos que se propuso desarrollar en el Plan Anual de Inversiones de la vigencia 2005, tuvieron algún grado de ejecución diecinueve (19) y no tuvieron ejecución real en la vigencia en estudio veintiséis (26) proyectos. 
La demanda en cuanto a población potencial de parques para 2005 era de 150.000 y la población que se propuso atender fue de 34.560, con lo cual la cobertura general del servicio fue del 23% y el cumplimiento fue del 100% en vista de que los recursos aplicados al diseño, construcción y mantenimiento de parques reportaron beneficios a la población designada.

Revisado la relación de parques del proyecto se observó que se atendieron los se encontraban en mal estado y se incluyeron en el programa de mantenimiento, con el fin de brindar áreas seguras y dignas para su disfrute de la población más necesitada, con lo cual se pude decir que la administración gestionó los recursos tanto de la vigencia como recursos de reservas presupuéstales, de manera que causó impacto en la población por tratarse de la menos favorecida. 

2.19.2. Evaluación de la contratación

2.19.2.1. Convenio 010-04 suscrito entre el Fondo de Desarrollo Local de Ciudad Bolívar y la Cooperativa Nacional para el Fomento y Desarrollo Municipal “COOPMUNICIPAL”. 
Objeto: Ejecutar proyectos de obra pública contemplados en el Plan de Desarrollo Local relacionados con la Malla Vial de la Localidad de Ciudad Bolívar. Valor: $3.863.327.249,30. Aporte Fondo de Desarrollo Local  Ciudad Bolívar $3.512.115.681,18. Aporte Cooperativa  para el Fomento y Desarrollo Municipal “Coopmunicipal” $351.211.568,12. Duración: Seis (6) Meses.
Otro si modificatorio. Pago: “…95% del valor de la obra en pagos períodicos según cortes parciales de avance de obra, previo el recibo a satisfacción del corte parcial de obra  de acuerdo con  el acta suscrita por el interventor. Y el 5% restante, previo recibo a satisfacción de las obras, por parte de la interventoría y suscripción del acta de liquidación y su correspondiente aprobación  por parte del Alcaldía Local”.

	
	


La obra se suspendió en el mes de mayo de 2006 por falta de pago a COOPMUNICIPAL, razón por la cual la comunidad se afecto y como se evidencia en el informe radicado R008526 del 25 de agosto de 2006 por el  Ingeniero Asesor Proyectos de Infraestructura del FDL de Ciudad Bolívar, algunas obras tienen falencias, principalmente las que se estaban ejecutado en las siguientes direcciones. Via No. 13 Calle 63ª sur entre Cra 73 y No. 73-19- barrio Perdomo. Vía No. 1 Calle 69D sur entre No. 73 J-06 y Cra 73 K del barrio Sierra Morena. Vía No. 2 Transversal 65 entre Cra 73C y Diagonal 73C Sur del barrio Sierra Morena. Vías No. 14 y 15 Transversal 65B entre diagonal 73 C y diagonal 70 sur, transversal 65 C entre diagonal 73 C y diagonal 70 sur Sierra Moreno II sector. Vía No. transversal 72 C entre calle 60 B sur y diagonal 73 C sur Sierra Morena. Vía No. 9 Calle 69 D sur entre carreras 73 y No. 72- C- 44 del barrio Sierra Morena. Vía No. 11 Calle 69 I sur entre Cra 72 B y Cra 73 del barrio Sierra Morena. Vía No. 10 calle 69 J sur entre  Cra 72 B y Cra 73 del barrio Sierra Morena. Vía No. 4 Calle 69 B Sur entre Transversal 53 bis y Transversal 54 A del barrio Sierra Morena –Alto los Robles. Vía No. 16 Cra. 42 entre calle 68G Sur y Calle 69B Sur Arborizadora Alta  (sector las Palmas). Vía No. 7 Cra 18 Q Bis entre Diagonal 61ª Bis A  Sur y calle 61 Sur (Avenida Boyacá) del barrio Vargas Vila. Vía No. 8 Arborizadora Alta calle 70 Sur entre Transversal 41 y transversal 40 sector Villas del Palmar. Vía No. 6 Arborizadora Alta calle 70 C sur entre transversal 41 y transversal 40 sector Villas del Palmar.

Con lo anterior se  afecta la oportunidad en la ejecución del gasto y que esta plasmado en el  Parágrafo único del artículo 89 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996 “Por el cual se compilan el acuerdo 24 de 1995 y el acuerdo 20 de 1996 que conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto Distrital” y que a la letra dice: 
“Los ordenadores, pagadores, auditores y demás funcionarios responsables  que estando disponibles los fondos y legalizados los compromisos demoren sin  justa causa su cancelación o pago, incurrirán en causal de mala conducta. (Acuerdo 24 de 1995, art.79º.)”

Revisada la respuesta dada por el FDLCB, ésta no se acepta, por consiguiente, se constituye en un hallazgo administrativo en cabeza del respectivo Fondo de Desarrollo Local, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento 
2.19.2.2. Convenio 062-06. En atención a las quejas y derecho de petición interpuestos por la comunidad sobre el Convenio 062 de 2006, relacionado en uno de sus objetivos con el programa de salida de adultos mayores, se procedió a evaluar el convenio a Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte y  levantar acta sobre las quejas, a los señores Cecilio Uribe Tarazona, Alexis Eliceo Chitiva y Carlos medina Sanabria pertenecientes a la Asociación para el Desarrollo de la Tercera Edad. 
De análisis efectuado se observa que se esta trasgrediendo la adecuada administración y planeación de los recursos contemplados en los numerales: a) y h) del artículo 2º  de la Ley 87 de 1993 “por la cual se establecen normas para el ejercicio de control interno en las entidades y organismos  del Estado y se dictan otras disposiciones:

Revisada la respuesta dada por el FDLCB y la UEL IDRD, ésta se acepta, por consiguiente, el presente hallazgo administrativo se retira.

2.20.
SUMAPAZ

Durante la vigencia 2005, primer año de ejecución del nuevo plan de desarrollo, en materia presupuestal, el FDL Sumapaz mostró una ejecución del 96,1%, de un presupuesto definitivo de $27.254.2 millones, mientras en 2004, último año del anterior Plan de Desarrollo, fue del 92,5%, de un presupuesto definitivo de $23.657 millones. 

Del total del presupuesto de inversión de 2005, el FDL Sumapaz destinó al eje urbano regional la suma de $6.807 millones (45,93%). Dentro de la inversión a este eje, se asignó para “Construcción, mantenimiento y adecuación de vías y caminos veredales” el 58%, es decir, $3.974.9 millones (un 26,8% del total en inversión directa), objeto principal de esta auditoria.

Como se puede apreciar en la información suministrada en los párrafos anteriores, la inversión directa en malla vial ha sufrido variaciones importantes, así:

CUADRO No 39
COMPORTAMIENTO DE LA INVERSIÓN EN MALLA VIAL (2002-2006)

	AÑO
	TOTAL APROPIADO INVERSIÓN DIRECTA
	TOTAL INVERSIÓN EN MALLA VIAL
	% MALLA VIAL / INVERSIÓN DIRECTA
	VARIACIÓN PORCENTUAL

	2002
	7.851.390.666
	1.956.792.533
	24,92
	

	2003
	8.962.925.325
	2.478.639.862
	27,65
	26,67%

	2004
	15.974.885.714
	6.011.545.134
	37,63
	142,53%

	2005
	14.818.228.148
	3.974.958.988
	26,82
	-33,88%

	2006
	17.941.698.152
	3.273.936.991
	18,25
	-17,64%


Fuente: Ejecuciones presupuestales FDL Sumapaz.

Como primera conclusión de esta auditoria se muestra cómo ha sido el comportamiento de los recursos asignados para malla vial. Se destaca que la inversión en malla vial ha sido relativamente constante. El año atípico fue el 2004, cuando los recursos para este fin equivalieron al 37,63% del total de la inversión y significaron un aumento del 142,53% con respecto al año inmediatamente anterior. También se resalta que la tendencia ascendente de esta inversión comenzó a decrecer en 2006, a pesar que el plan de desarrollo local 2005-2008, contempló mantener un nivel de inversión cercano a los $4.000 millones para los cuatro años.

Si bien es cierto que el sistema de ejecución contractual a través de las UEL ha demostrado su ineficiencia, también lo es que los muy serios retrasos en las ejecuciones reales (para el caso de Sumapaz aún se están ejecutando recursos del año 2004) tienen origen no solamente en el sistema como tal, sino en la formulación tardía y antitécnica de los proyectos y en la suscripción de los contratos sin tener la totalidad de recursos disponibles en la misma vigencia o sin los estudios y diseños previos, en clara violación de la ley 80 de 1993, tal cual se señaló en la auditoria especial de contratación.

ANEXO 1
CONSOLIDADO DE HALLAZGOS
	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	USAQUEN

	ADMINISTRATIVOS
	1
	
	2.1.3.1. 

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	1
	
	

	
	
	
	

	CHAPINERO
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	
	
	

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	0
	
	

	
	
	
	

	SANTA FE 
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	
	
	

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	0
	
	

	
	
	
	

	SAN CRISTOBAL
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	8
	
	2.4.1.1., 2.4.2.1., 2.4.2.2.3., 2.4.2.4.1., 2.4.2.4.2., 2.4.2.5.1., 2.4.2.6.1., 2.4.2.7.1.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	8
	
	

	
	
	
	

	USME
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS 
	2
	
	2.5.1.1.,  2.5.1.2.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	2
	
	

	
	
	
	

	TUNJUELITO
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS 
	8
	
	2.6.2.1.1., 2.6.2.1.2., 2.6.2.1.3., 2.6.2.1.4., 2.6.2.1.5., 2.6.2.1.6., 2.6.2.2.1., 2.6.2.4.1.,

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	8
	
	

	BOSA

	ADMINISTRATIVOS
	1
	
	 2.7.3.2.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	1
	
	

	
	
	
	

	KENNEDY
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	10
	
	2.8.1., 2.8.2., 2.8.3., 2.8.4., 2.8.5., 2.8.6., 2.8.7., 2.8.8., 2.8.9., 2.8.10.

	FISCALES
	1
	$12.509.100
	2.8.7.

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	11
	
	

	
	
	
	

	FONTIBON
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	4
	
	2.9.3.3., 2.9.3.4., 2.9.3.5., 2.9.3.7.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	4
	
	

	
	
	
	

	ENGATIVA

	ADMINISTRATIVOS
	1
	
	2.10.2.1

	FISCALES
	1
	$218.090.818,88
	2.10.2.1

	DISCIPLINARIOS
	1
	
	2.10.2.1

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	3
	
	

	
	
	
	

	SUBA
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	6
	
	2.11.3.1., 2.11.3.2., 2.11.3.3., 2.11.3.4., 2.11.3.5., 2.11.3.6.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	6
	
	

	
	
	
	

	BARRIOS UNIDOS
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	11
	
	2.12.3.1.1., 2.12.3.1.3., 2.12.3.2.1., 2.12.3.2.2., 2.12.3.3.1., 2.12.3.3.2., 2.12.3.3.3., 2.12.3.3.5.,  2.12.3.4.1., 2.12.3.4.2., 2.12.3.4.3., 

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	11
	
	

	
	
	
	

	TEUSAQUILLO
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	
	
	

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	0
	
	

	
	
	
	

	MARTIRES
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	4
	
	2.14.2.1., 2.14.2.2., 2.14.2.3., 2.14.2.4. 

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	4
	
	

	
	
	
	

	ANTONIO NARIÑO
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	13
	
	2.15.2.1., 2.15.2.2., 2.15.2.3., 2.15.2.4., 2.15.2.5., 2.15.2.6., 2.15.2.7., 2.15.2.8., 2.15.2.9., 2.15.2.10., 2.15.2.11., 2.15.2.12., 215.2.13.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	13
	
	

	
	
	
	

	PUENTE ARANDA
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	1
	
	2.16.3.1.  

	FISCALES
	
	
	  

	DISCIPLINARIOS
	
	
	  

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	1
	
	

	
	
	
	

	CANDELARIA
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	4
	
	2.17.1.1., 2.17.1.2., 2.17.3.1., 2.17.3.2., 

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	4
	
	

	
	
	
	

	RAFAEL URIBE URIBE
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS
	2
	
	2.18.1.1., 2.18.2.1.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	2
	
	

	CIUDAD BOLIVAR
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS 
	1
	
	2.19.2.1.

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	1
	
	

	
	
	
	

	SUMAPAZ
	
	
	

	ADMINISTRATIVOS 
	
	
	

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	
	
	

	PENALES
	
	
	

	TOTAL
	0
	
	

	
	
	
	

	GRAN TOTAL
	80
	$230.599.918
	








� 	Los datos suministrados fueron consultados en la página Web del IDU:  www.IDU.gov.co


� 	� HYPERLINK "http://www.IDU.gov.co" ��www.IDU.gov.co�. El estado de condición de las vías de Bogotá puede evaluarse, según el IDU,  con el Índice de Condición del Pavimento (ICP), parámetro que permite calificar la condición superficial de la estructura del pavimento y que depende del Índice de Rugosidad Internacional (IRI) que determina la regularidad superficial del pavimento, y del Índice de fallas (IF) que determina el nivel de fallas superficiales que se presentan en el pavimento. El diagnóstico de las vías está asociado al estado de condición de cada una, medido con el índice de condición de pavimento así:


•	ICP <= 30 - Vías en mal estado 


•	31 <= ICP < =70 - Vías en regular estado 


•	ICP >= 71 - Vías en buen estado


� 	Comunicación IDU-051888 DTM-4000 de agosto 10 de 2006.


� Fuente alcaldía Local de Tunjuelito


� 	ALCALDIA LOCAL DE FONTIBON. Encuentros Ciudadanos. Marzo a Mayo de 2004.


� 	SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE. Datos Localidad de Fontibón.


� 	ALCALDIA LOCAL DE FONTIBÓN. Encuentros Ciudadanos. Marzo a Mayo de 2004.


�  	Dpto. Administrativo Defensoría del  Espacio Público. Oficio 2006EE12769  del 13.09.06


�  	IDU - Dirección Técnica de Malla Vial. Base de Datos del Inventario y Diagnostico de la malla Vial – Diciembre de 2005.





� 	El Plan de Ordenamiento Territorial de Bogota - POT, que originalmente fuera aprobado por Decreto 619 del año 2000 ha sido recientemente revisado por la Administración de Bogotá y promulgado por decreto 469 de 2003, el cual definió varias políticas y apuntó al desarrollo  urbano regional de la capital mediante la articulación de operaciones estratégicas de urbanismo.
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		CUADRO 5

		EJECUCION PRESUPUESTAL FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE USAQUEN 2005

		PROGRAMA "HABITAT DESDE LOS BARRIOS Y LAS A1UPZ"             Millones de pesos

		Ejes/Programas		Presupuesto		% Participaciòn				Ejecuciòn				Giros

						Total Inv.		Progr. Habitat		$		%		$		%

		INVERSION		21,303.9						19,850.1		93.2%		8,713.4		40.9%

		INVERSION DIRECTA		12,346.8		58.0%				11,322.9		91.7%		1,557.1		12.6%

		Eje Social		4,110.5		33.3%				3,285.2		79.9%		102.3		2.5%

		Eje Urbano Regional		5,274.4		42.7%				5,160.8		97.8%		506.4		9.6%

		Proyecto 359 "HABITAT desde los Barrios y las UPZ"		4,298.4		20.2%		34.8%		4,264.8		99.2%		506.4		11.8%

								81.5%

		Sostenibilidad Urbano Rural		76.0				1.4%		76.0		100.0%		0.0		0.0%

		Bogotá Productiva		900.0				17.1%		820.0		91.1%		0.0		0.0%

		Eje de Reconciliacion		1,421.9		11.5%				1,421.9		100.0%		129.8		9.1%

		Objetivo de Gestión Pública Humana		1,540.0		12.5%				1,261.3		81.9%		818.5		53.1%

		OBLIGACIONES POR PAGAR		8,957.1		42.0%				8,527.2		95.2%		7,156.3		79.9%

		Disponibilidad Final		0.0		0.0%				0.0		0.0%		0.0		0.0%

		TOTAL GASTOS+DISPONIBILIDAD FINAL		21,303.9						19,850.1		93.2%		8,713.4		40.9%

		Fuente:  Sistema de Presupuesto Distrital - PREDIS
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		CUADRO  No 6

		MODIFICACIONES PRESUPUESTALES        Millones de pesos

		Programa		Presupuesto Inicial		Modificaciones		%		Presupuesto Disponible

		Inversión Directa		10,204.2		2,142.7		21.0%		12,346.9

		Eje Urbano Regional		4,293.1		981.3		22.9%		5,274.4

		HABITAT desde los barrios y las UPZ		3,317.1		981.3		29.6%		4,298.4

		Fuente: Ejecución Presupuesto, Sistema de Presupuesto Distrital - PREDIS






